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EDITORIAL 
 
 
 
Durante este mes de abril, la pandemia generada por el coronavirus nos ha obligado 
a seguir en el Estado de Alarma que se inició el pasado 14 de marzo, y que ha dado 
lugar a necesaria y profusa normativa para hacer frente al impacto social y 
económico que se está produciendo, y cuyos efectos se prolongarán durante los 
próximos meses. 
 
Destaca especialmente el Real Decreto-Ley 9/2020, por el que se adoptaron 
medidas complementarias en el ámbito laboral; el Real Decreto-Ley 10/2020, por el 
que se reguló un permiso recuperable para personas trabajadoras por cuenta ajena 
que no prestasen servicios esenciales en el periodo de hibernación (casi el total 
que supusieron las dos primeras semanas del mes de abril), y el Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptaron nuevas medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.   
 
Alcanzan el medio millón los ERTES que se han producido desde el inicio de esta 
crisis, que han afectado a cerca de cuatro millones de personas trabajadoras, sin 
que pueda obviarse el necesario esfuerzo normativo que se está llevando a cabo 
para dar respuesta a las necesidades sociales de los trabajadores, familias, y 
colectivos más vulnerables.  
 
Merece mención especial la regulación del subsidio extraordinario temporal del que 
se podrán beneficiar las empleadas del hogar, así como el previsto para aquéllas 
personas trabajadores cuyo contrato temporal llega a su fin con posterioridad a la 
declaración del estado de alarma. 
 
Al cierre de la revista también hemos incorporado el Real Decreto-ley 16/2020, de 
28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 
en el ámbito de la Administración de Justicia. 
 
En lo que atañe a los artículos, contamos con la colaboración del senador Javier 
de Lucas, catedrático de Filosofía del Derecho y miembro del Instituto de Derechos 
Humanos de Valencia, que nos habla de una forma extremadamente rigurosa 
acerca del Derecho como instrumento de certeza social, el sentido y alcance de la 
seguridad jurídica, y la pugna permanente con la libertad de los ciudadanos.  
 
Así mismo, incluimos un artículo de Mario Espinoza Pino, sobre la gran pandemia 
del neoliberalismo que marca un punto de no retorno evidenciando las 
contradicciones existentes entre el capital y la propia vida. En  el texto, se hace una 
profunda reflexión sobre las consecuencias económicas que han tenido otras crisis 
en la historia, comenzando por aquellas que recientemente azotaron a nuestro país. 
Destacando que las consecuencias más dañinas son siempre para las personas 
más vulnerables, y que  por tanto, el concepto de clase importa, y mucho.  
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El actual confinamiento agrava la desigualdad social, y la privatización de la sanidad 
ha aumentado la desprotección de las mayorías (siendo Madrid un tristísimo 
ejemplo de ello). Resulta igualmente interesante  la forma de confrontar el "espíritu 
coaching" que ha renacido estos días, auténtico heredero de la "new age", con las 
demandas sociales crecientes que abogan por defender lo común y los cuidados 
colectivos. 
 
Incluimos una extensa reflexión a modo de tesina del catedrático de Derecho del 
Trabajo, Paco Alemán sobre prostitución masculina.  
 
En cuanto a la jurisprudencia, en el presente número incorporamos algunos de 
los autos que en materia de medidas cautelarísimas han dictado las Salas de lo 
Social de los Tribunales Superiores de Justicia sobre los anhelados EPIs por parte 
de los colectivos más expuestos al virus. Y junto a ellos, una de las primeras 
Sentencias dictadas con ocasión de la impugnación de resolución administrativa 
denegando a la empresa el Expediente de Regulación de Empleo solicitado por no 
concurrir fuerza mayor derivada de la crisis sanitaria causada por la Covid 19. 
Esperamos que sean de vuestro interés. 
 
Con respecto a la sección de cultura, os ofrecemos un artículo que hace 
homenaje al 8 de marzo, escrito por nuestra compañera Amaya Olivas, desde la 
potencia de vida de dos mujeres en los años 80 en algún lugar de nuestra “España 
vaciada”, hasta la actualidad. Esta reflexión no pudo salir en el último número 
(cuando correspondía cronológicamente) debido a la excepcional situación que se 
vivió por la explosión de la pandemia. 
 
También contamos con una bellísima carta de Carmen Cañada, psiquiatra de la 
Sanidad Pública madrileña, acerca de las vivencias de estos profesionales que 
desde primera línea están dando soporte a la población que sufre patologías 
derivadas de la salud mental. Entre los enlaces de interés encontrareis una 
entrevista que le realiza nuestro maestro Salva López Arnal, director de la revista 
Rebelión. 
 
Y finalizamos esta sección con el Rincón de la contracultura, referido este mes a la 
película I, Daniel Blake. 
 
No dejéis de asomaros a los enlaces de interés para disfrutar leyendo la selección 
de artículos que abordan los temas más acuciantes acaecidos en el mes en 
distintos ámbitos sociales, como la propia justicia, la educación, la sanidad, la salud, 
o la protección de derechos. 
 
Por último, no podemos obviar en la revista de este mes un recordatorio al pasado 
14/04/2020, fecha del 89º aniversario de la Segunda República Española. 
Nunca antes en tan poco tiempo se había hecho tanto por el avance de la 
democracia y los derechos de las personas trabajadoras en España.  
 
Las reformas del primer bienio situaron a la Constitución, promulgada el 9/12/31 en 
la Cortes por Julián Besteiro, como el emblema de lo que hoy conocemos como 
Estado Social. Heredera de Weimar,  inauguró un período de reformas tales como 
el voto de la mujer, el divorcio, las reformas militares, la reforma agraria, la 
separación de Iglesia Estado o el inicio del Estado "integral", con un tímido 
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federalismo. Fue un bienio verdaderamente fecundo para nuestra disciplina, cuya 
piedra angular fue la Ley de Contrato de Trabajo de 9 de diciembre de 1931, que 
instituía la disciplina misma del Derecho del trabajo como rama del ordenamiento 
con sustantividad propia.  
 
En el primer bienio de la República se crea la Sala del TS dedicada a cuestiones 
de Derecho Social (Decreto 6/05/1931), se instituyen los Jurados Mixtos en la 
agricultura (Decreto 07/05/31), se crea la previsión social contra el paro forzoso, el 
seguro obligatorio de maternidad, la ley de 01/07/1931 sobre jornada máxima de 
trabajo y un largo etcétera.   
 
El líder del gobierno, Manuel Azaña fue una de las figuras más destacadas de la 
política español. Enamorado de la lectura, escritor, persona con una formación 
excelente, tímido y sin ambiciones políticas, tuvo que hacer frente desde su 
gobierno a un militarismo hipertrofiado, una iglesia omnipresente y una España 
anclada aún en el S XIX.  
 
Valgan estas líneas como homenaje a esas mujeres y hombres que hicieron posible 
ese tan breve como bello sueño de libertad, igualdad y fraternidad que fue la 
Segunda República Española. 
 
Esperamos que todo ello sea de vuestro interés.  

 

Belén Tomas Herruzo 

José Luis Asenjo Pinilla 

Ana Castán Hernández 

Amaya Olivas Díaz  

Carlos Hugo Preciado Domènech 

Jaime Segalés Fidalgo  

 

Maquetación 

Alba Bódalo Pardo 

Fátima Mateos Hernández 

 

Antonio Baylos Grau 
 
Cristóbal Molina Navarrete 
 
Margarita Miñarro Yaninni, 
 
Francisco Alemán Páez 
 
Olga Fotinopoulou Basurko 
 
Juan Gómez Arbós 
 
Ana Varela 
 
Raúl Maillo 

 

CONSEJO DE REDACCIÓN 
CONSEJO ASESOR 
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ARTÍCULOS 

 

 
Sobre la dificultad de decidir, sin plena certeza 
 
¿Cómo estar seguros de que las decisiones políticas son apropiadas, necesarias, 
proporcionadas? ¿Pueden proporcionarnos certeza esas decisiones? Este es uno de los 
debates clave que nos plantea la gestión de la pandemia del COVID19, al mismo tiempo 
que, quizá, uno de los más complejos. Baste pensar en la perplejidad que produce que 
un responsable político habitualmente ponderado, el lehendakari Urkullu, le espetara al 
presidente del Gobierno en una de las conferencias que éste mantuvo con los 
presidentes de las Comunidades Autónomas, que no era de recibo que sus indicaciones 
políticas carecieran de <certeza>. Habría que preguntarle a su vez al lehendakari ¿quién 
y cómo la puede proporcionar?  
 
La primera tarea de todo gobierno, tal y como lo enunciara Hobbes, es garantizar la vida 
de los gobernados. Hasta el punto de que el genial pensador admite una sola excepción 
a la sumisión al poder ilimitado que los ciudadanos ceden al monstruoso Leviathan: 
precisamente la ausencia de esa seguridad1. Esta es la condición que hace posible todos 
los demás objetivos de la acción política. Algunos, siguiendo esa lógica, hablan de una 
contradicción o, al menos, de tensión límite entre seguridad y libertad, que justificaría 
sacrificar nuestra libertad en aras de la seguridad. Pero creo que es un planteamiento 
falaz.  

 
1 “La obligación de los súbditos con respecto al soberano se comprende que no ha de durar ni más ni menos que lo 
que dure el poder mediante el cual tiene capacidad para protegerlos. En efecto, el derecho que los hombres tienen, 
por naturaleza, a protegerse a sí mismos, cuando ninguno puede protegerlos, no puede ser renunciado por ningún 
pacto. La soberanía es el alma del Estado, y una vez que se separa del cuerpo, los miembros ya no reciben movimiento 
de ella. El fin de la obediencia es la protección, y cuando un hombre la ve, sea en su propia espada o en la de otro, 
por naturaleza sitúa allí su obediencia, y su propósito de conservarla. Y aunque la soberanía, en la intención de quienes 
la hacen, sea inmortal, no sólo está sujeta, por su propia naturaleza, a una muerte violenta, a causa de una guerra 
con el extranjero, sino que por la ignorancia y pasiones de los hombres tiene en sí, desde el momento de su institución, 
muchas semillas de mortalidad natural, por las discordias intestinas”, Leviathan, capítulo XXI: “De la libertad de los 
súbditos”. 

Sobre política, ciencia y certeza, a 
la luz de la pandemia 

Javier de Lucas  
Catedrático de Filosofía del Derecho, miembro del Instituto de Derechos 

Humanos de Valencia y senador 
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En regímenes dictatoriales o autoritarios, los ciudadanos son súbditos y no tienen más 
remedio que abandonarse a la fe en su gobierno, o someterse sin más a él. Esos 
gobiernos pueden mantener la ficción de que siempre aciertan y que lo hacen por el bien 
del pueblo, con una sencilla y falaz alternativa: <o nosotros, (o la obediencia a nuestros 
mandatos), o el caos (la muerte)>. De donde, en efecto, frente a la libertad propia del 
estado de naturaleza y que nos hace devorarnos unos a otros como lobos (la guerra civil 
como el mal por antonomasia, al fondo), no hay opción: elegimos la seguridad.  
 
Pero en sociedades democráticas, abiertas, plurales, eso no funciona así. Los 
ciudadanos son mayores de edad y han superado, a la manera en que nos enseñó el 
psicoanálisis, el mito del padre que todo lo sabe y nos protege frente a cualquier peligro. 
Sabemos, como explicaron Rousseau y Kant2, que esa seguridad de los calabozos, o, 
peor de los cementerios (la verdadera paz perpetua), no es tal. La seguridad es, ante 
todo, seguridad en y desde las libertades, o, como propone Balibar, seguridad en la 
egalibertad3. Por eso, los ciudadanos pueden y deben someter a juicio crítico, a control, 
las decisiones de sus gobernantes, incluso (quizá, sobre todo) las que se adoptan en 
circunstancias excepcionales, en las que están en juego las vidas de todos. Eso no 
quiere decir que sea tarea fácil, ni siquiera en un momento histórico como el presente, 
en el que los ciudadanos llevamos en nuestro bolsillo, en nuestros smartphones, mucha 
más información que la que nunca antes estuvo al alcance de las élites de gobierno.  
 

Sobre el Derecho como instrumento de certeza social: acerca del 
sentido y alcance de la seguridad jurídica 
 
Es comúnmente admitido que la primera de las funciones del Derecho es proporcionar 
seguridad en las relaciones sociales. Seguridad, en primer lugar, como garantía del 
status de los individuos que pertenecen al grupo en el que existe ese Derecho como 
sistema normativo, es decir, garantía del conjunto de derechos y deberes de cada 
individuo del grupo, basada en la previsibilidad de las conductas del otro (incluido el 
poder institucional), gracias a la amenaza de la sanción que monopoliza el Derecho. En 
efecto, no es posible ninguna relación social sin un mínimo grado de seguridad sobre lo 
que cabe esperar de la otra parte; también del poder institucional.  
 
Y el Derecho, en eso, parece un instrumento eficaz: el otro se atendrá a la conducta que 
el Derecho ha establecido mediante la norma, porque en caso contrario sabe que será 
objeto de sanción que le obligará a realizar esa conducta prevista o una sustitutoria. Y la 
parte contraria puede así confiar en obtener esa conducta o una equivalente gracias a la 
sanción. La conducta del poder institucional (en un Estado de Derecho) resulta también 

 
2 Recuérdese el texto del Capítulo IV (“De la esclavitud”) del Contrato Social: “Se me dirá que el déspota asegura á 
sus súbditos la tranquilidad civil. Bien está; pero ¿que ganan los súbditos en esto, si las guerras que les atrae la 
ambición de su señor, si la insaciable codicia de este, si las vejaciones del ministerio que les nombra, les causan más 
[11] desastres de los que experimentarían abandonados a sus disensiones? ¿Qué ganan en esto, si la misma 
tranquilidad es una de sus desdichas? también hay tranquilidad en los calabozos: es esto bastante para hacer su 
mansión agradable? Tranquilos vivían los griegos encerrados en la caverna del Cíclope aguardando que les llegara la 
vez para ser devorados. Decir que un hombre se da gratuitamente, es decir un absurdo incomprensible; un acto de 
esta naturaleza es ilegítimo y nulo por el solo motivo de que el que lo hace no está en su cabal sentido. Decir lo mismo 
de todo un pueblo, es suponer un pueblo de locos: la locura no constituye derecho. Por su parte, Kant encabeza su 
panfleto sobre la paz perpetua con esta <clausula salvatoria>: “A la paz perpetua. Esta inscripción satírica que un 
hostelero holandés había puesto en la muestra de su casa, debajo de una pintura que representaba un cementerio, 
¿estaba dedicada a todos los «hombres» en general, o especialmente a los gobernantes, nunca hartos de guerra, o 
bien quizá́ sólo a los filósofos, entretenidos en soñar el dulce sueño de la paz?”. 
3 Cfr. Balibar, La igualibertad, Herder, 2017 
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previsible, porque está sometido asimismo al control del Derecho, gracias sobre todo al 
principio de legalidad, al de irretroactividad de las normas desfavorables (en particular, 
las penales) y a la división de poderes.  
 
Pero esa previsibilidad, como acabamos de ver, se basa a su vez en la certeza de la 
norma, esto es, en que siempre existe una norma clara y que es eficaz, es decir, que se 
cumple inexorablemente. Ambos predicados, sin embargo, no carecen de excepciones, 
incluso en un modelo de Estado constitucional. No siempre existe una norma cierta (hay 
problemas de lagunas normativas -situaciones no previstas, para las que no hay norma- 
y de antinomias o contradicciones entre normas, máxime en sistemas jurídicos plurales, 
como los de los Estados de la UE, con varias instancias normativas, dese la local, la 
autonómica, la estatal y la estrictamente europea). O sea, que incluso la certeza jurídica 
es tentativa, como subrayó el realismo jurídico frente al positivismo jurídico más 
formalista, con su crítica a la noción de validez como una creencia ingenua, paralela a la 
necesidad psicológica del padre4.  
 
La defectibilidad de la certeza que proporciona el Derecho se acrecienta en situaciones 
de grave excepcionalidad, en la que la necesidad de actuar es tan urgente que obliga a 
reducir excepcionalmente las reglas y procedimientos que tratan de garantizar la certeza. 
Esa necesidad obliga a una gestión política que recurre (como estamos viendo en 
nuestro país) a los supuestos de excepción previstos en los Estados constitucionales5 y 
aún más, a una modalidad extrema, nunca vista, del fenómeno que Karl Schmitt ya 
advirtió en 1950 y que Ernst Forsthoff, calificara como “legislación motorizada”6, para 

 
4 Me refiero a la crítica de Alf Ross a la noción de validez sostenida por Kelsen, como “construcciones metafísicas 
erigidas sobre la base de una falsa interpretación de la «fuerza obligatoria» experimentada en la conciencia moral”. 
5 En nuestro caso, básicamente se trata de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución española de 1978 y en 
la Ley de desarrollo (L-O- 4/1981). Sobre ese particular, pueden leerse entre otros muchos estudios publicados 
recientemente, los artículos de los profesores Pérez Royo, “Alarma, excepción y sitio” 
(https://www.eldiario.es/contracorriente/ALARMA-EXCEPCION-SITIO_6_1016358378.html), del profesor J.Urías, 
“Estado de alarma y limitación de derechos: ni excepción ni suspensión” 
(http://blogs.infolibre.es/alrevesyalderecho/?p=5774, Presno Linera, p.ej.,”Estado de alarma, estado de excepción y 
libertad de circulación” ( https://almacendederecho.org/estado-de-alarma-estado-de-excepcion-y-libertad-de-
circulacion/), Arbós “Derechos fundamentales y crisis sanitaria” 
(https://www.elperiodico.com/es/opinion/20200331/articulo-xavier-arbos-derechos-fundamentales-crisis-sanitaria-
7912195), Tomás de la Quadra-Salcedo, “Límite y restricción. No suspensión” 
(https://elpais.com/elpais/2020/04/07/opinion/1586245220_558731.html o Pedro Cruz Villalón, “La Constitución, bajo 
el estado de alarma” (https://elpais.com/elpais/2020/04/16/opinion/1587025782_733659.html. Posteriormente, los 
profesores Curz Villalón y Aragón han mantenido una polémica que me parece interesante, sobre todo en la última 
respuesta que ofrece quien fuera Presidente del Tribunal Constitucional: "...mientras por un lado la regulación legal 
del estado de excepción está presidida por la noción recurrente de “alteración del orden público”, una noción que, en 
mi criterio, no estaba presente en la fecha de la declaración de la situación de emergencia, por otro, y en relación con 
la libertad ambulatoria, el artículo 20.1 de la ley, cuando regula el estado de excepción, tiene una previsión más 
ajustada a lo que está pasando respecto de la situación de confinamiento, que la más limitada del artículo 11 a), 
cuando regula el estado de alarma. En estos términos, sopesándolo todo, y viniendo a las circunstancias de presente, 
una vez declarado el estado de alarma por el Gobierno, que era lo único que en la fecha del 14 de marzo podía hacer, 
y en definitiva el más ajustado a lo que en ese momento había, creo que ha sido razonable, y así lo ha entendido 
también el Congreso de los Diputados, la opción por el mantenimiento del estado de alarma, sin saltar, por así decir, 
al estado de excepción", 
https://elpais.com/elpais/2020/04/18/opinion/1587226124_665871.html?ssm=TW_CC&fbclid=IwAR21jIDeOO3WvoJJ
cctI1RPo1YDTiLWeZnjLzRRfKxK_cbxswOBw4aGOf-Y. 
6 Schmitt habló ya de das “motorisierte Gesetz”» en su Die Lage der europäischen Rechtswissenschaft, Tübingen, 

Internationaler Universitäts-Verlag, 1950, p. 20. Pero fue Forsthoff quien desarrolló el concepto en su Rechtsstaat in 
Wandel, Stuttgart, Kohlhammer, 1964. Recordaré que, por su parte, Irti (1978) anunció lo que denominó una etapa de 
<decodificación>, caracterizada por el recurso generalizado a las leyes especiales. En las décadas siguientes se 
popularizó esa crítica. Así, Luhman habló de “marea de leyes o hiperjuridificación (1986) y García de Enterría de “un 
mundo de leyes desbocadas” (1999). Sobre ello, Laporta, «Teoría y realidad de la legislación: una introducción 
general», en Menéndez Menéndez, A.; Pau Pedrón, A. (dirs.). La proliferación legislativa: un desafío para el estado de 
derecho, pp. 29-88, Madrid, Civitas, 2004, pp. 45 y 63.  

https://www.eldiario.es/contracorriente/ALARMA-EXCEPCION-SITIO_6_1016358378.html
http://blogs.infolibre.es/alrevesyalderecho/?p=5774
https://almacendederecho.org/estado-de-alarma-estado-de-excepcion-y-libertad-de-circulacion/
https://almacendederecho.org/estado-de-alarma-estado-de-excepcion-y-libertad-de-circulacion/
https://www.elperiodico.com/es/opinion/20200331/articulo-xavier-arbos-derechos-fundamentales-crisis-sanitaria-7912195
https://www.elperiodico.com/es/opinion/20200331/articulo-xavier-arbos-derechos-fundamentales-crisis-sanitaria-7912195
https://elpais.com/elpais/2020/04/07/opinion/1586245220_558731.html
https://elpais.com/elpais/2020/04/16/opinion/1587025782_733659.html
https://elpais.com/elpais/2020/04/18/opinion/1587226124_665871.html?ssm=TW_CC&fbclid=IwAR21jIDeOO3WvoJJcctI1RPo1YDTiLWeZnjLzRRfKxK_cbxswOBw4aGOf-Y
https://elpais.com/elpais/2020/04/18/opinion/1587226124_665871.html?ssm=TW_CC&fbclid=IwAR21jIDeOO3WvoJJcctI1RPo1YDTiLWeZnjLzRRfKxK_cbxswOBw4aGOf-Y
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referirse a los nocivos efectos que sobre la seguridad jurídica suponía esta manía de 
legislador de producir cada vez más leyes y de menor duración el tiempo.  
 
La exigencia que supone para el poder ejecutivo atender a una excepcionalidad como la 
que provoca una pandemia, parece imponerle una versión particularmente acelerada y 
compleja de ese recurso a la legislación motorizada, a las órdenes ministeriales y a los 
decretos leyes, con la consiguiente dificultad para el legislador y no digamos para jueces, 
operadores jurídicos y en fin, para la ciudadanía. ¿Cómo saber a qué norma atenerse, 
cuáles habilitan para qué conductas, qué otras están prohibidas, restringidas o 
suspendidas? Ese problema de teoría y técnica legislativa se complica aún más si 
concurre con lo que en conocido trabajo de 1993 el profesor Pérez Luño denominara “El 
desbordamiento de las fuentes del Derecho”, algo evidente en nuestro contexto jurídico, 
como Estado de estructura cuasi federal y miembro de la UE, lo que añade complejidad 
pluridimensional. 
 

Sobre la responsabilidad de las decisiones políticas en la era de la 
pandemia 
 
Volvamos, pues, a la pregunta inicial ¿Cómo guiarnos en esa prueba tan difícil para 
nuestra madurez cívica a la que nos somete la gestión política de la pandemia? ¿cómo 
podemos estar seguros de la certeza de esas decisiones, de las que depende, en sentido 
estricto, nada menos que la vida de miles de personas? 
 
Una respuesta habitual es la que ya nos propusiera Platón, apoyada por cierto en la 
presunción de la unidad entre bien y verdad. Quien sabe, actúa bien, necesariamente. 
Ergo, si queremos certeza, fiémonos de los que saben. Desde el filósofo rey hasta la fe 
ciega en el avance inexorable de la ciencia y la técnica, que fue proclamada por el 
positivismo del XIX y que se prolonga hasta hoy mismo, esa solución conduce a lo que 
los profesores Moreno, de Pinedo y Villanueva, en un artículo reciente de título muy 
sugestivo7, denominan epistocracia, un modelo que discuten a fondo siguiendo las tesis 
de von Neurath.  
 
La epistocracia supone, cito, “la tesis del gobierno de los expertos y la crítica de la 
democracia. En este caso, se considera que la democracia, de existir, debe guarecerse 
en el consejo de los verdaderos especialistas”. Pero los supuestos en los que se asienta 
resultan más que discutibles, también en esta pandemia, pues, como añaden, “un hecho, 
registrado como protocolo científico, es algo complejo de determinar.  
 
Puede haber mentiras e incompetencia, pero quizá hay más… pensar en cómo tienen 
que actuar las instituciones a partir de la información que aportan los modelos, ni es 
sencillo ni puede llevarse a cabo con una regla y un compás. Especialmente cuando, 
como en el caso del covid-19, los modelos se construyen sobre datos heterogéneos y 
posiblemente corruptos, sujetos a un nivel de incertidumbre muy elevado, no es evidente 
qué significa para una institución actuar de manera razonable a partir de la evidencia”. Y 
por eso concluyen: “no sólo no hay forma “experta” de ponerse de acuerdo sobre quiénes 
son los expertos; ni siquiera es fácil reconocer dónde está la frontera entre los asuntos 

 
7 “Expertos: sólo los míos son buenos” (https://www.sinpermiso.info/textos/expertos-solo-los-mios-son-buenos), 

https://www.sinpermiso.info/textos/expertos-solo-los-mios-son-buenos
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que involucran negociación sobre valores y preferencias y los asuntos que se resuelven 
sabiendo cómo son las cosas8…. 
 
No digo con ello que, como ha escrito ácidamente la profesora Dapraz, nos encontremos 
ante <ciegos que guían a otros ciegos>, porque <la brújula de los científicos parece más 
bien una veleta>9.  
 
Pero me parece difícil de discutir que, comenzando por la propia OMS (que, pese a poder 
invocar que se rige por criterios científicos no puede ocultar la dimensión burocrática y 
el peso de los criterios <políticos> en su actuación debido a su dimensión 
intergubernamental10, como sucede con toda la estructura de la ONU) y continuando por 
los muy diferentes Comités Científicos y equipos de investigación creados ad hoc en 
cada país, están muy lejos de ser el oráculo de Delfos que nos gustaría (que 
necesitamos) creer. Por más que sea preciso destacar y agradecer la enorme 
contribución de esos equipos científicos, la crítica, incluso la autocrítica de la propia 
comunidad científica, es ineludible. Basta leer, por ejemplo, lo que en un artículo reciente 
considera el Premio Jaume I de Nuevas Tecnologías 2015, Pablo Artal, esto es, el gran 
fracaso de la ciencia española y que ejemplifica así: “La ciencia española no tiene una 
estructura sólida de ayuda al tejido productivo del país. En las últimas décadas, se ha 
promovido la actividad científica por resultados en publicaciones, primándose casi 
exclusamente la cantidad. Los científicos, para sobrevivir, nos hemos adaptado a esas 
directrices. Esto ha sido en parte beneficioso. Se han creado grupos de excelencia y 
competitivos en el entorno europeo. Pero se han destruido casi por completo las 
actividades de investigación menos glamurosas que ofrecían pocas opciones de generar 
publicaciones de relumbrón, pero que pueden resultar de importancia vital para una 
sociedad, en especial en tiempos de crisis.  
 
No tenemos una estructura científico-técnica que trabaje por objetivos estratégicos, 
como los laboratorios nacionales en otros países. Prácticamente, todo nuestro sistema 
se guía por una actividad independiente por parte de los científicos. Podríamos decir que 
es una ciencia puramente académica. Por ello tenemos buenos resultados en número 
de publicaciones, pero no existe un entramado que pueda responder en casos de 
dificultad, ni que ayude de manera eficiente al sector productivo. No tienen mas que ver 
nuestra actividad en patentes. No es por flagelarles mentalmente, pero conviene que 

 
8 Y así, escriben: “Es difícil saber cuál es la naturaleza de los hechos sobre los que las instituciones deben actuar y 
más difícil todavía determinar cómo ha de ser el proceso de decisión a partir de esos hechos. La reflexión de las 
instituciones debe siempre partir de la información científica, pero involucra necesariamente cuestiones que 
pertenecen al ámbito de lo normativo” 

9 Cfr. su “Science et pouvoir: quand un aveugle guide un aveugle”, Libération, 15 abril 2020, en el que escribe: “Et si 
la boussole scientifique, aussi humble soit-elle, n’était qu’une girouette dans la main des politiques? Qu’y a-t-il de pire: 
être aveugle et le savoir? On peut penser que c’est ce que vivent aujourd’hui de nombreux scientifiques, 
authentiquement déboussolés… Ou bien: être aveugle et croire qu’on a la situation en main? A force de se croire 
maîtres et possesseurs de l’univers, nos gouvernants ont réussi à persuader certains scientifiques de se faire guides 
même chancelants de leur action publique. Double illusion, double aveuglement : quand un aveugle guide un aveugle, 
la chute de Scylla sera pire que celle de Charybde…” 
10 Así lo ha señalado, por ejemplo, el epidemiólogo López Acuña, quien, en una reciente intervención radiofónica, 
subrayaba esa dimensión intergubernamental, que lastra su independencia  y su sujeción a un reglamento de 
actuación modificado justamente después de la epidemia del SARS: “Lo que se ha hecho es seguir las pautas del 
reglamento sanitario internacional, pero hay una limitación que muchos hemos señalado desde hace tiempo: es un 
instrumento que no tiene elementos de coercitividad, no le da ningún poder supranacional en situaciones de 
pandemia y esto es porque los países no quisieron ceder ese grado de soberanía a un organismo intergubernamental”. 
López Acuña subraya algo evidentemente fundamental: “Necesitamos un nuevo modelo de gobernanza global de la 
salud para fenómenos que son verdaderamente globales y en los que hay una posible amenaza a la seguridad 
sanitaria mundial” (https://cadenaser.com/programa/2020/04/15/hora_25/1586902326_732495.html). 

https://cadenaser.com/programa/2020/04/15/hora_25/1586902326_732495.html
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sepan que una sola compañía tecnológica produjo el año pasado tres veces más 
patentes que toda España”11. 
 
Creo que Jürgen Habermas nos ha proporcionado una buena aproximación para 
orientarse en este debate. Lo ha hecho, de nuevo, en una reciente entrevista de Nicolas 
Truong en Le Monde12. En ella, señalaba algo que los estudiosos de lo que se conviene 
en denominar ámbito de la <razón práctica>, tienen muy en cuenta, en la tradición 
aristotélica que supo recuperar Kant: la defectibilidad constitutiva de ese uso de la razón 
(si se quiere, del conocimiento). Lo traduzco así: “la pandemia pone al alcance de la 
opinión pública internacional, de golpe y de forma simultánea un principio que hasta 
ahora sólo era cuestión de los expertos el gran público: la necesidad de actuar desde el 
conocimiento explícito de nuestro des-conocimiento. Con la pandemia, todos los 
ciudadanos aprenden que sus gobiernos deben tomar decisiones desde la plena 
conciencia de los límites del saber de los virólogos que les aconsejan. Y es así como se 
nos revela a plena luz, una luz cruel, cómo la acción política se lleva a cabo, por así 
decirlo, sumergida en la incertidumbre. Y es posible que esta inhabitual experiencia deje 
huella en la conciencia pública”.  
 
Pues bien, por duro que parezca el mensaje, creo que hay que aceptarlo: ni siquiera la 
ciencia, ni la tecnología puesta al servicio de la biología, la farmacia y la medicina nos 
proporcionan esa certeza que instintivamente necesitamos. La ciencia no es el demiurgo 
que nos gustaría creer13. No conoce las características de la ciencia, basada en el 
procedimiento prueba y error, quien nos propone la versión de la ciencia como conjunto 
de dogmas asentados e inatacables. La comunidad científica no funciona así. Popper lo 
formuló muy bien: la ciencia avanza mediante el recurso a <conjeturas y refutaciones>14. 

 
11 Cfr. https://www.jotdown.es/2020/04/el-gran-fracaso-de-la-ciencia-espanola/ 

12 Cfr. https://www.lemonde.fr/idees/article/2020/04/10/jurgen-habermas-dans-cette-crise-il-nous-faut-agir-dans-le-
savoir-explicite-de-notre-non-savoir_6036178_3232.html 

13 Aunque un reciente informe del Reuters Institute, publicado el 15 de abril de 2020, pone en entredicho esa confianza 

de los ciudadanos en la ciencia, con motivo de la crisis del COVID 19 y muestra diferencias considerables según los 
países: cfr. Navigating the 'infodemic': key findings from our new report on how people access news about coronavirus 
(https://reutersinstitute.politics.ox.ac.uk/calendar/navigating-infodemic-key-findings-our-new-report-how-people-
access-news-about-coronavirus). 
14 Para Popper, el objeto de la ciencia no es "verificar" hipótesis sino "falsearlas". Cfr. por ejemplo lo que escribe en el 
Capítulo X de sus Conjectures and Refutations: The Growth of Scientific Knowledge, Routledge, London, 1974: "los 
falsacionistas o falibilistas dicen, a grandes rasgos, que aquello que no puede ser (por el momento) derrocado por la 
crítica, no merece (por el momento) ser considerado seriamente; mientras que aquello que puede ser derrocado de 
ese modo y sin embargo resiste todos nuestros esfuerzos críticos para conseguirlo, muy posiblemente será falso, pero 
no es inmerecedor de ser considerado seriamente y quizás de ser incluso creído -aunque sólo de modo tentativo... 
Los falsacionistas (el grupo de falibilistas al cual yo pertenezco) creen -como lo creen también la mayoría de los 
irracionalistas- que han descubierto argumentos lógicos que muestran que el programa del primer grupo no puede ser 
llevado a término: que nunca podemos dar razones positivas que justifiquen que una teoría es verdadera..." [Popper 
1963, p. 228]. Como ha señalado Artigas (“Conocimiento humano, fiabilidad y fabilismo, 1992) a quien sigo 
ampliamente en esta interpretación, es en el Addendum de 1961 a su conocidísima obra  The open Society and its 
Enemies, donde Popper formula mejor la idea: "Por falibilismo entiendo aquí la idea, o la aceptación del hecho, de que 
podemos equivocarnos, y de que la búsqueda de la certeza (e incluso la búsqueda de una alta probabilidad) es una 
búsqueda equivocada. Pero esto no implica que la búsqueda de la verdad sea una equivocación. Por el contrario, la 
idea de error implica la de verdad como el patrón que puede no ser alcanzado. Implica que, si bien podemos buscar 
la verdad, e incluso podemos encontrarla (como me parece que lo hacemos en muchos casos), nunca podemos estar 
bien seguros de haberla encontrado. Siempre cabe el error, aunque en el caso de algunas pruebas lógicas y 
matemáticas esa posibilidad pueda ser considerada como pequeña. Pero el falibilismo no tiene en absoluto por qué 
dar lugar a conclusiones escépticas o relativistas. Esto se hace patente si consideramos que todos los ejemplos 
históricos conocidos de falibilidad humana -incluyendo todos los ejemplos conocidos de equivocaciones en la justicia- 
son ejemplos del avance de nuestro conocimiento. Cada descubrimiento de una equivocación constituye un avance 
real en nuestro conocimiento...Por tanto, podemos aprender de nuestros errores. Esta perspectiva fundamental es, en 
realidad, la base de toda la epistemología y la metodología...": cfr. “Facts, Standards, and Truth: A Further Criticism of 
Relativism", en The Open Society and Its Enemies, Routledge, London 1977, Addenda, I, pp. 369-396. 

https://www.jotdown.es/2020/04/el-gran-fracaso-de-la-ciencia-espanola/
https://www.lemonde.fr/idees/article/2020/04/10/jurgen-habermas-dans-cette-crise-il-nous-faut-agir-dans-le-savoir-explicite-de-notre-non-savoir_6036178_3232.html
https://www.lemonde.fr/idees/article/2020/04/10/jurgen-habermas-dans-cette-crise-il-nous-faut-agir-dans-le-savoir-explicite-de-notre-non-savoir_6036178_3232.html
https://reutersinstitute.politics.ox.ac.uk/calendar/navigating-infodemic-key-findings-our-new-report-how-people-access-news-about-coronavirus
https://reutersinstitute.politics.ox.ac.uk/calendar/navigating-infodemic-key-findings-our-new-report-how-people-access-news-about-coronavirus
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Como ha escrito Artigas, lo explican muy claramente Freeman y Skolimowski al subrayar 
que la clave del método científico es “llegar asintóticamente cada vez más cerca de la 
verdad”: mediante el sistema de prueba y error, mediante la refutación, (a) se reconocen 
los errores, (b) se eliminan, y (c) se avanza más allá de ellos, de modo que (d) se llega 
más cerca de un conocimiento más seguro, menos erróneo15. Por eso, lo que llamamos 
“evidencias científicas” nunca son definitivas. Y habría que añadir que en un contexto tan 
dinámico y complejo como el de esta pandemia global, pretender que contamos con 
evidencias científicas irrefutables es un disparate simplista. Permítame el lector añadir 
que no envidio el desafío al que están sometidos todos los equipos de investigación 
vinculados hoy a la lucha contra la pandemia y sometidos a una presión múltiple: la de 
los ciudadanos legos (como quien suscribe) que, literalmente, esperamos el milagro. La 
de los políticos que quieren exhibir que ya tenemos soluciones. La de los laboratorios, 
por hacerse con patentes (aunque parece que haya más cooperación que 
competencia)… 
 
Por supuesto que todo ello no significa dejar de reconocer que es suicida adoptar 
decisiones políticas contra lo que nos indica la ciencia, siempre que no olvidemos lo que 
acabo de recordar que la ciencia, la comunidad científica, se caracteriza por una 
discusión abierta y en permanente corrección, que está muy lejos de esa versión popular 
de la ciencia como sistema de dogmas irrefutables y asentados de una vez para siempre. 
Entre otras razones, porque quienes investigan y quienes deciden en la pandemia del 
COVID-19 no se mueven con datos indiscutibles y completos, tal y como ha señalado 
una revisión científica de 31 modelos publicados hasta el 24 de marzo, realizado por un 
equipo de científicos de Holanda, Austria, Reino Unido y Alemania, publicado en la 
prestigiosa revista British Medical Journal. El estudio advierte que, con la pandemia de 
coronavirus en plena expansión, los modelos que intentan ayudar a los médicos a 
diagnosticar la Covid-19 o a saber si un paciente puede sufrir complicaciones o morir por 
la infección no funcionan16.  
 
Es decir: no sólo es que los dirigentes políticos no deban escudar sus decisiones como 
consecuencia necesaria de dictámenes científicos. Es que no pueden hacerlo. Parto, 
desde luego, de la presunción fuerte de buena fe y predominio del criterio del bien común 
en la inmensa mayoría de aquellos a quienes el azar ha puesto en centros de decisión 
durante esta pandemia. Lo que trato de subrayar es no sólo la enorme responsabilidad 
que les ha tocado afrontar, sino sobre todo las condiciones trágicas en las que nuestros 
gobernantes deben decidir. Desde luego, me parecen mezquinos y falaces esos juicios 
tan comunes en redes, del tipo “les va en el sueldo”. Pero no intento convertirles en 
inimputables, ni eximirles de la crítica ni del control. La comunicación de las decisiones 
políticas debiera tener el coraje de venir presidida por este principio: decir la verdad a los 
ciudadanos. Lo que incluye reconocer las limitaciones, el grado de incertidumbre en el 
que nos movemos. Eso no nos proporciona la seguridad que nos gustaría, claro. Pero la 
pandemia ha venido a recordarnos también eso, que además de vulnerables y frágiles, 
ni sabemos todo, ni debemos actuar como si lo supiéramos.   

 
15 De nuevo sigo aquí la interpretación de Artigas, quien remite a Freeman-Skolimowski , "The Search for Objectivity 
in Peirce and Popper", en Schilpp, P. ed., The Philosophy of Karl Popper, Open Court, La Salle (Illinois), pp. 464-519. 
Sobre prueba y error, mi colega, el profesor Vicente Martínez, astrofísico, me brinda esta cita del eminente físico ruso 
Lev Landau:”Cosmologists are often in error, but never in doubt”.  
16 “Prediction models for diagnosis and prognosis of covid-19 infection: systematic review and critical appraisal” (cfr. 
https://www.bmj.com/content/369/bmj.m1328). 

 

https://www.bmj.com/content/369/bmj.m1328
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Toda época es víctima de sus propias 
pandemias. Enfermedades que irrumpen 
de manera masiva, reventando los diques 
de lo previsible y las costuras de la 
normalidad. Su virulencia es tal, que 
cuando aparecen nos impiden 
escondernos, no nos dejan mirar para 
otro lado ni ponernos del todo a salvo. 
Como un seísmo que remueve las 
hechuras de la tierra, lo alteran todo a su 
paso. Ni siquiera dejan en pie nuestros 
razonamientos más acostumbrados, 
aquellos que solían brindarnos cierta 
estabilidad y familiaridad antes de los 
primeros contagios. Imaginemos 
fenómenos epidemiológicos como la 
peste, la viruela, el cólera, el sida o la 
gripe a lo largo de la historia. Pensemos 
ahora en el COVID-19. A pesar de 
parecer mucho menos agresivo y letal en 
comparación con otras epidemias, el 
shock que ha provocado es comparable –
y lo que está por venir–. 
 
Las pandemias siempre albergan una 
dimensión recurrente y otra novedosa. 
Esta última se halla asociada a la 
incertidumbre que provocan: 
microorganismos desconocidos, 
diferentes escalas de contagio y una 
coyuntura imprevisible que debe ser 

controlada. Las narrativas epidémicas se 
parecen más de lo que creemos. Desde 
la Plaga de Justiniano y la Peste Negra a 
la Gripe Española, muchas imágenes se 
repiten: calles vacías, tráfico 
interrumpido, comercio paralizado y el 
confinamiento forzado de la población. 
De la peste proviene esa visión –que 
sigue haciendo fortuna en los discursos 
oficiales– de una muerte que amenaza 
por igual a ricos y pobres, a mansiones y 
hogares humildes. Sin distinción de cuna 
o clase. Su imagen ejemplar la 
tendríamos en el “Triunfo de la muerte” de 
Pieter Brueghel, donde la guadaña de la 
parca iguala a todos los estratos sociales. 
 
Lo cierto es que esa imagen absoluta de 
la plaga, aunque espectacular, no deja de 
ser especiosa. Las epidemias no son 
meros fenómenos naturales: emergen en 
una sociedad específica con unos rasgos 
económicos y políticos bastante 
definidos, exponiendo más a unos 
individuos que a otros a su mal. Los más 
vulnerables a padecer la enfermedad y a 
sufrir las peores consecuencias siempre 
son aquellos que cuentan con menos 
recursos. Por ello Justiniano I, Emperador 
de Bizancio, superó la peste bubónica 
que azotó Constantinopla en el 541. 

COVID-19, 
 el virus de la 
 era neoliberal 
 
 

Mario Espinoza Pino 
Filósofo e investigador, miembro de la Fundación 
de los Comunes y del Instituto DM.  

 

No tengo miedo. Sólo me da vértigo. Necesito reducir la distancia 
entre mi enemigo y yo. Enfrentarme con él horizontalmente. 

René Char, Las hojas de hipnos 
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Mientras tanto, 10.000 personas morían 
diariamente en las calles de aquella 
ciudad. Y por razones parecidas fueron 
centenas de obreros y pobres 
londinenses quienes murieron de cólera 
en 1854, después de beber de una fuente 
pública contaminada en Broad Street. A la 
aristocracia y la alta burguesía del West 
End no les sucedió nada. Sus barrios 
estaban limpios y sus tuberías y 
alcantarillado saneadas. En definitiva, la 
clase social importa. Y mucho. 
 
Los ejemplos aludidos, que nos hablan de 
desigualdad, pueden multiplicarse 
históricamente. Y hoy elevarse a escala 
global. La OMS elabora anualmente un 
listado de las amenazas a la salud 
mundial, la mayoría de ellas alejadas de 
Europa, Estados Unidos y los Estados 
centrales de la economía–mundo 
capitalista. El 2018 el cólera, la difteria, el 
paludismo y la fiebre amarilla fueron 
calificados de amenaza por parte del 
organismo mundial. En 2019 lo fueron el 
dengue y el ébola junto con dos 
fenómenos más conocidos en el Norte 
global: la contaminación y la gripe. 
Prácticamente todas las enfermedades 
que suponían una amenaza sanitaria 
tenían lugar en África, América del Sur, 
América Central y el Sudeste Asiático. La 
gripe, sobre cuyas posibles pandemias 
no ha dejado de alertar la OMS, siempre 
ha constituido un mal transversal: un 
mundo interconectado, con redes de 
comunicación tan tupidas, facilita el 
contagio de cualquier virus. Aunque 
cualquier brote epidémico siempre 
generará un impacto mucho mayor donde 
los sistemas de salud y la vida son 
precarios –como señala también la 
organización, la pobreza y los conflictos 
armados son focos de enfermedad desde 
un punto de vista más integral de la 
salud–. 
 
Como podemos ver, existe una clara 
distribución desigual de las 
enfermedades a escala global, correlativa 

–como no puede ser de otra manera– a la 
distribución de la riqueza. Esa 
distribución, reforzada por una aguda 
polarización social tras cuatro décadas de 
políticas neoliberales, también configura 
nuestra percepción: además de ser 
clasista, la opinión pública mainstream 
del “primer mundo” desdeña lo que 
sucede más allá de sus fronteras 
nacionales –sobre todo cuando se trata 
del “patio trasero” del planeta–. Hasta 
ahora las mesocracias de los países 
ricos, con sus sistemas de salud, 
equipamientos sanitarios y métodos de 
profilaxis social habían estado a salvo de 
cualquier pandemia que no fuese una 
gripe estacional –incluso el término 
pandemia resultaba bastante ajeno para 
la mayoría–. El coronavirus lo ha 
cambiado todo. Con su foco inicial en 
China y una enorme velocidad de 
contagio, ha hecho saltar por los aires las 
previsiones de los Estados europeos. Lo 
que del día a la mañana ha replanteado 
las relaciones entre la ciudadanía, el 
mercado y el Estado desde parámetros 
excepcionales. Conviene explorar las 
dimensiones gubernamentales, 
subjetivas y económico–políticas de esta 
nueva fase de crisis. 
 
 

Gobernanza neoliberal: 
soberanía y excepcionalidad 
 
Los Estados afectados por la pandemia 
se han enfrentado a ella desde distintos 
enfoques y presupuestos. Estos han 
cambiado según se han ido desarrollando 
los acontecimientos. Como ha señalado 
Sandro Mezzadra, Boris Johnson –Primer 
Ministro de Reino Unido– apeló 
inicialmente a la estrategia de la “herd 
immunity” (inmunidad de rebaño) con un 
enfoque “malthusiano”. Un contagio 
controlado que ponía el acento en 
priorizar el funcionamiento de la 
economía y trabajar sólo sobre grupos de 
riesgo. Trump se colocó también en esa 
ala. No obstante, cuando la tasa de 

http://www.euronomade.info/?p=13085
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infectados se convirtió en una amenaza 
global, estas posiciones se abandonaron, 
aproximándose a las de otros Estados 
europeos. Siguiendo el ejemplo de China, 
países como Italia, España o Francia han 
utilizado sus poderes soberanos para 
intervenir directamente sobre la población 
y paralizar la vida cotidiana. En Alemania 
ha sido diferente: su política preventiva 
de testeo parece haber dado resultados, 
y las medidas aplicadas aún no son tan 
restrictivas como las de sus Estados 
vecinos. Pero por regla general, la tasa de 
contagios, el desborde de los sistemas 
sanitarios –especialmente en Italia y 
España– y el aumento del número de 
fallecidos marcan una agenda 
excepcional con medidas inéditas en 
pleno siglo XXI. 
 
El COVID-19 ha puesto patas arriba el 
mundo conocido por la mayoría de 
ciudadanos europeos de golpe. Tras el 
aumento exponencial de las tasas de 
contagio, las medidas de los Estados han 
sido cada vez más expeditivas frente al 
virus. Y también más problemáticas 
desde el punto de vista de los derechos y 
libertades civiles. Italia, España y Francia 
han declarado el Estado de alarma para 
frenar el ritmo galopante de afectados por 
el coronavirus. La libertad de movimiento 
ha quedado suspendida y el 
confinamiento colectivo sustituye hoy, 
como imagen distópica, al bullicio de las 
metrópolis neoliberales. El objetivo 
prioritario es “frenar la curva” de 
afectados por el virus, terminar con la 
expansión de la pandemia evitando el 
contacto. Algo que está exigiendo un 
esfuerzo social sobrehumano debido a la 
ralentización de la economía. Aunque, 
cómo no, este esfuerzo esté 
repartiéndose de manera desigual: el 
confinamiento es infinitamente más 
problemático para quien tiene pocos 
ingresos o se encuentra en situación de 
pobreza. No debe olvidársenos que las 
metrópolis neoliberales –New York, 
Londres, París o Madrid– ya eran en sí un 

espacio bastante distópico antes del 
brote del Covid-19. Enclaves poblados 
por la precariedad y atravesados por 
fracturas de clase que no han hecho más 
que profundizarse tras la crisis de 2008. 
Una crisis cerrada en falso. 
 
Siguiendo una metáfora de Robert 
Castel, podríamos decir que antes del 
COVID-19, el neoliberalismo ya tenía su 
propia epidemia en el virus de la 
precariedad. Un mal social que admitía, 
mucho antes de la declaración de Estado 
de alarma, su propio régimen de 
excepción para ciertos grupos 
considerados como socialmente 
excedentarios o marginalizables. 
Colectivos desprotegidos integrados por 
trabajadores pobres, desempleados, 
migrantes, trabajadoras domésticas, 
hogares monomarentales, refugiados, 
personas sin papeles, dependientes, etc. 
–las opresiones de género, clase y raza 
son aquí fundamentales–. El 
neoliberalismo, como señala Isabell 
Lorey, ha generado un “Estado de 
Inseguridad” donde las viejas coberturas 
del Welfare State han dejado paso a una 
forma de gubernamentalidad que 
reproduce y normaliza lo precario como 
condición social. Las clases medias, pilar 
orgánico de las democracias liberales 
europeas, no sólo no están inmunizadas 
contra dicha condición, sino que su 
desgaste tras décadas de “flexibilización 
laboral” y mercantilización de los 
servicios públicos se traduce hoy en un 
acusado proceso de desclasamiento. 
 
El Estado de alarma actual, la figura 
jurídica que regula hoy la excepcionalidad 
de la emergencia sanitaria, explicita todos 
los problemas del neoliberalismo como 
paradigma económico–político. El 
confinamiento agrava la desigualdad y las 
dificultades de los hogares para afrontar 
una situación sobrevenida: sometidos a 
despidos, alquileres abusivos e hipotecas 
que no pueden pagar, o peor, 
dependientes de servicios sociales o sin 

https://www.traficantes.net/sites/default/files/pdfs/Estado%20de%20inseguridad.%20El%20gobierno%20de%20la%20precariedad_Traficantes%20de%20Sueños.pdf
https://www.traficantes.net/sites/default/files/pdfs/Estado%20de%20inseguridad.%20El%20gobierno%20de%20la%20precariedad_Traficantes%20de%20Sueños.pdf
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hogar, este momento de excepción deja 
en el aire a buena parte de la población. 
Si algo pone en claro esta pandemia en el 
caso de España, y sobre todo en el de 
Madrid, epicentro del contagio en el país, 
es que la destrucción de la Sanidad 
Pública y su privatización en clave 
neoliberal merma las capacidades para 
contener cualquier brote vírico: el recorte 
de camas, plantas y profesionales obliga 
a la sobreexposición del personal 
sanitario y a la saturación de los centros 
hospitalarios. Las dinámicas de 
“acumulación por desposesión” –por 
decirlo por David Harvey–, tan típicas de 
la era neoliberal, culminan siempre en la 
desprotección de las mayorías y en un 
aumento de la vulnerabilidad social. Los 
beneficios de las élites se traducen en 
más malestar para la población. 
 
Por otro lado, y continuando con el caso 
español, la soberanía biopolítica del 
Estado no deja de manifestar su 
paradójica arbitrariedad. Mientras se 
decreta el confinamiento de la población 
para cortar la pandemia y se militariza la 
sociedad para mantener la estricta 
observancia del Estado de alarma, la 
producción ha tardado en paralizarse –los 
contagios se han incrementado– y 
tampoco se han asumido aún medidas 
verdaderamente estructurales para paliar 
el desastre social que provocará el 
coronavirus. Se tomen mejores medidas 
o no, está claro que las contradicciones 
entre capital y vida son cada vez más 
patentes en este nuevo escenario, y 
obligarán a cualquier Estado y sociedad –
lo veremos más adelante– a enfrentarse 
a todas las tensiones de esta dicotomía 
en una coyuntura de resolución incierta: 
asediada tanto por el desastre como por 
el anhelo de una redistribución radical de 
la riqueza que garantice la vida. 
 
 

Una intimidad cautiva 
 

En un lapso sumamente rápido de 
tiempo, millones de personas se han visto 
confinadas en sus hogares debido a la 
crisis del COVID-19. Los teléfonos 
móviles, el correo electrónico, las redes 
sociales y diversos foros on line han 
asumido un rol más prominente de lo 
habitual como canales de expresión 
individual y colectiva. También son uno de 
los principales focos de desinformación 
social y difusión de fake news –una mina 
de oro para la extrema derecha–. El 
pánico social provocado por la pandemia 
se ha alimentado de noticias racistas, 
exageradas, fraudulentas y todo tipo de 
teorías de la conspiración respecto del 
virus, incrementándose una tensión que –
debido al Estado de alarma– sólo puede 
escenificarse de puertas para adentro o, 
a lo sumo, en el balcón. Todo el mundo se 
ha convertido en un epidemiólogo 
amateur, aceptando los relatos más 
próximos a sus convicciones sin excesivo 
contraste. Así funciona la inmediatez 
emocional de las redes: una esfera 
pública populista y vertiginosa que 
también difunde sus mensajes por 
contagio. Y que en coyunturas de 
pandemia se vuelve altamente volátil. 
 
Las reacciones a los primeros días de 
encierro y confinamiento han sido tan 
diversas como la propia ciudadanía. Más 
allá de la ronda de culpabilizaciones y la 
rabia por la incapacidad de previsión de 
la epidemia, se han difundido todo tipo de 
mensajes: algunos con ese espíritu de 
coaching que nos hablan de “aprovechar 
la oportunidad” o que nos piden inundar 
la red de “mensajes positivos”, a otros 
que hablan de “arrimar el hombro” de 
manera bastante apolítica. Incluso hay 
quienes entienden el coronavirus como 
“cura de humildad” o como “desastre 
natural” del que hay que aprender algún 
tipo de verdad espiritual -todo ello junto a 
discursos y vídeos que que abogan por la 
resiliencia en clave personal–. Todo esto 
no deja de señalar las debilidades de una 
subjetividad neoliberal atomizada, 
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narcisista e hiper–individualizada, cuya 
libertad ha quedado reducida a la 
multiplicación de formas de consumo en 
el mercado y a la invención de prótesis 
para el ego o pseudo–relatos de 
redención. 
 
Por suerte, también hay quienes intentan 
poner en el centro demandas sociales, el 
cuidado colectivo, la solidaridad y el 
apoyo mutuo –redes que cuidan y ofrecen 
apoyo, que confeccionan mascarillas o 
realizan campañas para luchar por los 
derechos de todos–. En cualquier caso, 
es habitual que las dimensiones 
individuales, colectivas, los placebos, el 
auto engaño y las muletas para la 
autoestima se mezclen en mayor o menor 
medida: afrontar un confinamiento no es 
fácil, sobre todo cuando el miedo al 
contagio acecha fuera y nuestros seres 
queridos no están con nosotros (o están 
a nuestro cargo). En estas circunstancias, 
una profunda ambivalencia atraviesa la 
sociedad y saca lo mejor y lo peor de las 
personas durante el confinamiento. Lo 
mejor: los aplausos colectivos en los 
balcones en apoyo a la Sanidad Pública y 
en busca de calor colectivo, una forma 
distanciada de protesta o un rito de 
colectivización de la incertidumbre de la 
situación. En los balcones se da una 
cierta “economía moral de la multitud” –al 
decir de E. P. Thompson- harto ambigua. 
A veces muestra su rostro más 
emancipador, cuando lucha por los 
servicios públicos, otras un espíritu difuso 
de unidad nacional –instrumentalizable 
por las derechas–, pero que en cualquier 
caso busca reconectar con los demás. 
 
Quizá lo peor venga de parte de la 
ideología militar que acompaña al Estado 
de alarma, y que no deja de escenificarse 
como una “guerra contra el coronavirus” 
en los discursos oficiales. Esa mirada 
belicista bloquea cualquier 
cuestionamiento de la autoridad e inhibe 
cualquier tentativa crítica. Expresa una 
obediencia proporcional al miedo al 

contagio y a todo lo que este conlleva. 
Pero además permite la exaltación de las 
pulsiones autoritarias de la gente, que 
identificándose con la ley o el deseo del 
soberano, convierten sus balcones en el 
Panóptico de Jeremy Bentham del que 
hablara Foucault: un lugar de delación, de 
observación punitiva o de insultos y 
amenazas ante quienes podrían infringir 
la ley –aunque quien mira no sea 
consciente de las necesidades del que 
camina por las calles–. Así, hemos podido 
ver vítores en los balcones aplaudiendo 
intervenciones desproporcionadas de la 
policía o insultos a personas que tenían 
necesidad de atravesar las calles o 
pasear por zonas poco transitadas –
desde quien viene de hacer la compra a 
personas psíquicamente diversas–. 
También hemos podido ver en las redes 
varios casos de arbitrariedad y violencia 
policial injustificada. Y es que el Estado 
de alerta, sin una ciudadanía que haga de 
contrapeso, puede convertirse en la peor 
distopía represiva. 
 
 

¿Un punto de no retorno? 
 
Las consecuencias económico–políticas 
de la crisis del COVID-19 serán terribles. 
No habrá un retorno a la normalidad tal y 
como la conocimos. En cierto sentido, 
aquella normalidad formaba parte del 
problema, un problema que la pandemia 
no ha hecho más que acelerar. Nuestro 
escenario económico global no había 
salido de la Gran Recesión. La 
contracción económica de 2008 y las 
drásticas medidas de austeridad en 
Europa no han hecho más que abonar un 
terreno propicio para una nueva crisis aún 
mayor –y con menos protecciones 
sociales–. El problema actual no deriva 
de las finanzas, sino de la economía real: 
la ralentización de China, taller del 
mundo, y la posterior parálisis de las 
economías afectadas por la pandemia, 
auguran una serie de caídas del PIB que 
empequeñecerán lo padecido tras la 
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crisis de las subprime. Sin una 
intervención pública decidida, sufriremos 
en cascada varios shocks económicos: 
del lado de la oferta, por el freno a la 
producción y la distribución, del lado de la 
demanda, por la contracción al gasto y el 
consumo, y finalmente un colapso 
financiero de enorme magnitud. 
 
El economista Pierre Olivier Gourinchas 
ha llegado a afirmar que si la economía 
se frena en un 50% el primer mes, y el 
25% los dos meses posteriores, la caída 
del PIB anual podría ser 8,35%. Si no 
más. Así las cosas, parece difícil que con 
medidas monetaristas de expansión 
cuantitativa vaya a poder hacerse algo 
contra la crisis en la que nos sumimos, 
una crisis que, como han recordado 
recientemente Isidro López y Emmanuel 
Rodríguez, vienen anunciándose desde 
hace tiempo por las debilidades del 
proceso de acumulación, inversión y un 
dopaje monetario que no ha reactivado 
ningún ciclo productivo fuerte ni a escala 
europea ni global. El coronavirus, como 
decíamos, sólo ha acelerado inercias 
sistémicas del capitalismo global. En un 
lugar como España, la tímida reactivación 
del flujo económico de los últimos años 
sólo ha servido para reestructurar el 
clásico triángulo productivo financiero, 
inmobiliario y turístico, generando una 
burbuja del alquiler. Si no se desarrolla un 
plan integral para salvar a la población, un 
plan de choque social a escala europea, 
difícilmente podrá salirse de una situación 
de estancamiento total y de un 
empobrecimiento masivo. 
 
En medio de la parálisis económica, el 
confinamiento colectivo y la situación 
precaria de múltiples hogares, el futuro 
próximo cae bajo la sombra de una gran 
incertidumbre. Una repetición en la UE de 
las falsas soluciones de la Gran 
Recesión, generando un nuevo contexto 
de endeudamiento en condiciones lesivas 
y posterior austeridad, sólo empeorará 
las cosas. Ensanchará aún más las 

diferencias entre norte (Alemania, 
Holanda, Austria) y sur (Italia, España, 
Grecia, Portugal) y dejará en la estacada 
a millones de familias, poniendo en riesgo 
la existencia misma de la UE. Como 
mínimo las salidas deberían partir de un 
plan que suspenda el pago de alquileres, 
hipotecas, impida los despidos y asegure 
una Renta Básica de cuarentena a todos 
los hogares –renta que dure de manera 
indefinida, como poco, hasta la salida de 
la crisis–. Pase lo que pase, habrá que 
reinventar formas de lucha social y 
huelga en este difícil período. 
 
Mirando hacia el pasado, podríamos 
pensar en el coronavirus como la gran 
pandemia del neoliberalismo, una 
enfermedad que marca un punto de no 
retorno –como la peste negra marcó el 
final del feudalismo–. Pues no hace más 
que poner en el centro y de manera 
aguda las contradicciones existentes 
entre el capital y la propia vida. Immanuel 
Wallerstein señaló, no mucho antes de 
dejarnos, que estábamos cruzando el 
Rubicón del capitalismo histórico. El 
punto de bifurcación se resolvería à la 
Marx, con redistribución de la riqueza, 
igualdad y un sistema mundo más 
democrático, o à la Hobbes, en un 
interregno autoritario que daría lugar a un 
sistema anti–democrático, tiránico y más 
desigual. Está claro que el Estado de 
alarma impuesto por la cuarentena no 
ofrece un panorama halagüeño –tampoco 
la extrema derecha y los soberanismos 
reaccionarios–. Pero la gente que 
protesta en sus balcones, que construye 
redes de apoyo mutuo y busca crear 
comunidad más allá de las dificultades, 
insiste en la esperanza. Esperanza y 
deseo no de volver a la normalidad –esa 
normalidad destructiva con el planeta y la 
sociedad que nos ha traído hasta aquí–, 
sino de romper con el estado de sitio al 
que nos ha conducido el capitalismo, 
haciendo valer el derecho a una vida 
digna por encima de cualquier variable 
económica.

https://voxeu.org/content/mitigating-covid-economic-crisis-act-fast-and-do-whatever-it-takes
https://www.elsaltodiario.com/economia/miedo-asco-capitalismo-global-coronavirus-crisis-beneficios
https://www.elsaltodiario.com/economia/miedo-asco-capitalismo-global-coronavirus-crisis-beneficios
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I. CONSIDERACIONES PREVIAS DE ÍNDOLE MATERIAL Y “ENDO-PROCESAL”. 

 
1.- La fenomenología prostibularia y su maridaje con el trabajo sexual constituyen 
temáticas de abordaje polémico y escurridizo. Suele serlo en cualesquiera 
pronunciamientos y aproximaciones, tengan una vertiente posicional, valorativa o teórica, 
o provengan de decisiones jurídicas o resoluciones judiciales. La sentencia que 
utilizaremos como trasfondo para este comentario participa de estas consideraciones. 
Pero si la prostitución es alambicada valorativamente, su complejidad crece si además 
es realizada por hombres. Como sabemos, los intercambios sexuales mercantilizados 
constituyen un fenómeno problemático y de afiladas aristas. Aunque se aborde como 
estricto “hecho social” o “procesal”, siempre tropieza con amplísimas sensibilidades y 
con pronunciamientos no pacíficos y polarizados. No hay que hacer esfuerzos de 
sinceridad para admitir que estamos ante un asunto esquivo, renuente a la indiferencia 
y difícil para una indeleble asepsia analítica. Los Tribunales del orden social abordan 
desde antiguo resoluciones incidentes en estas temáticas. Por regla general, los 
pronunciamientos han tenido lugar al hilo de categorías conexas (alterne) y, como 
novedad, el pasado año saltó a la palestra otra dimensión novedosa al rechazarse la 
inscripción registral del sindicato OTRAS. Cuando un fenómeno se torna recurrente ante 
las instancias jurisdiccionales, inmediatamente infiere un signo de “normalización 
problemática”. Y por ende avisa a navegantes desajustes, hiatos o rupturas en ciernes 
entre la realidad social y la arquitectura regulatoria. 

 
La STSJ. CATALUÑA de 11/11/2019 participa de dichos extremos. Según podremos ver, 
se trata de una resolución de gran calado temático cuyos términos colegirá, sin duda, 
opiniones variopintas en la dogmática jurídica y la opinión pública. Para empezar, es la 
primera sentencia emitida por un tribunal laboral colegiado que aborda 
monográficamente un supuesto de prostitución masculina. La jurisdicción social ha 
tenido ocasión de enjuiciar bastantes casos análogos empero atinentes a la mujer. Unas 
veces lo ha sido como  asunto central litigioso y otras como cuestión colateral de 
actuaciones conexas, sobre todo por acciones inspectoras, actas de infracción y altas 
presuntas. En los siguientes epígrafes examinaré el contenido del fallo, pero antes 
querría contextualizar la resolución material y “endo-procesalmente”. De entrada, la 
sentencia reverdece el problema de la labor jurisdiccional en un contexto de anomia 
regulatoria. Como adelantamos, un examen retrospectivo de su abordaje por los 
tribunales del orden social confirma las deficiencias de un tratamiento lagunoso y los 
efectos que ello genera en la tarea jurisdicente. El régimen de la prostitución encuentra 
sus principales centros de imputación jurídica en el ámbito sancionador, policial o 
punitivo. O dicho de otro modo, se asigna a la ley social un rol muy dependiente de las 
actuaciones realizadas en dichos sectores jurídicos y aplicativos. El derecho del Trabajo, 
viene bien apostillarlo, no tiene una posición de “centralidad nomotética” en estos temas. 
La ley laboral interviene, cuando ello tiene lugar, de forma colateral; y muchas veces 
subsidiariamente respecto de los dispositivos incriminatorios (normas penales) y los 
económico-sancionadores (normas administrativas). Eso sí, los subsistemas de la ley 
social, ora rituaria y sustantivamente, al final atemperan o corrigen los problemas 
derivados de dicha procrastinación regulatoria circunvalando la política del derecho. 

  
Como digo, los dispositivos incriminatorios tienen un espacio axial en dicha arquitectura 
jurídica. Según veremos, nuestra sentencia despeja primero la aplicación de los códigos 
punitivos para, una vez despejado ello, reconducir el asunto bajo el prisma de la ley 
laboral. Los antecedentes describen un trabajador extranjero en situación irregular, lo 



 

 

21 

cual cualifica de entrada las estructuras jurídicas aplicables al caso. Las normas 
internacionales entran en juego cuando convergen elementos de supranacionalidad en 
nuestro objeto. Según vimos, la prostitución proyecta una estela de crecimiento 
ascendente, entre otras cosas, debido a las dimensiones globales del fenómeno. La 
división internacional del trabajo y el empobrecimiento de los países catapulta los 
procesos de exclusión, de suerte que, amén de focalizarse en los segmentos 
poblacionales más vulnerables, los transmuta en mano de obra migrante. La 
intensificación de los flujos migratorios puede empujar a ejercer la prostitución en 
condiciones de ilegalidad, unas veces previa captación o extorsión por mafias 
organizadas (trata) y otras como última salida ante la falta de oportunidades laborales. 
Esta “auto-alienación pulsional” puede a su vez producir un efecto bucle cuando el sujeto 
prostituido intenta dejar la prostitución para realizar otra actividad remunerada. Las 
historias de vida ilustran casos recurrentes de retorno a ella, ya por no encontrarse 
ocupación (cosa frecuente en mercados estrangulados como el nuestro) o por 
comparaciones entre las ganancias obtenidas en sendas actividades y el tiempo 
dedicado a ambas. Sea como fuere, la mercantilización sexual se entrevera con 
elementos de extranjería, introduciendo códigos de derecho internacional público y 
privado en su abordaje aplicativo1.  

 
Junto a los dispositivos anteriores, destaca el papel de las normas administrativas y 
económico-sancionadoras. Los poderes Estatales han intervenido desde siempre, y “en 
imperium”, en las relaciones prostibularias. Hablamos de un campo co-extenso fundado 
en el mantenimiento del orden público, la observancia de los códigos iuslaborales y el 
cumplimiento de normas de mandato. Las estructuras político-jurídicas y ejecutivas se 
ordenan desde diversos planos de intervención (territorial, funcional, etc) recabando un 
régimen paralelo de vigilancia y control (administrativos, fiscalizadores, policiales, etc). 
Ese haz de potestades debe asegurar que las conductas individuales se desenvuelven 
conforme a la protección otorgada a unos intereses generales ya predefinidos en derecho 
o definibles políticamente. El universo prostitucional suele operar transversalmente y en 
espacios permeables de ilicitud, ilicitud permitida e incriminación. Todo esto refrenda el 
rol de las normas administrativas y de las potestades ejecutivas para atajar y controlar la 
organización de la prostitución. El perfil y naturaleza de los actos de intervención 
administrativa y ejecutiva tienen, eso sí, una amplia tipología material. Destacan un doble 
haz de actuaciones: las intervenciones en materia de seguridad social (altas presuntas) 
y el régimen de ordenación, información, identificación, control e inspección de las 
actividades prostitucionales. El caso analizado en la STSJ CATALUÑA depara 
justamente en el papel de estos controles. Por una parte, los poderes Estatales diseñan 
técnicas autorizatorias, identificativas, informativas y comunicativas, las cuales otorgan 
un notable campo operativo al conjunto de administraciones en el control de los entornos 
prostibularios. Combinado con la actividad inspectora, dan un conocimiento fehaciente 
de las personas físicas y jurídicas intervinientes. A ello se suma el papel de los servidores 
policiales, policía nacional y local y guardia civil. Tales cuerpos incoan la persecución 
delictiva y el control material de los entornos prostibularios; aunque por el lado opuesto, 
sus intervenciones se asocian a los procesos de estigmatización prostibularia. En ese 

 
1 Tales yuxtaposiciones jurídicas alteran la perspectiva e incluso el enfoque de los códigos normados. Lo primero 
porque las reglas internacionales propenden clarificar el estatuto jurídico de personas originarias de otros países, 
encauzando un orden teórico en la dinámica de los flujos migratorios. Y lo segundo, debido a la proclividad de los 
resultados lesivos y delincuenciales insertos en dichas situaciones, tanto como la personificación de “sujetos 
tipológicos” según las nacionalidades.  
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sentido, el rol de los servidores públicos es un pivote neurálgico del tratamiento dable a 
la prostitución y el trabajo sexual. 

 
2. Los aspectos descritos merecen atención. Para empezar, la labor decisoria de los 
tribunales laborales se antoja sistémica pues recogen los efectos del tratamiento político-
jurídico dado a estos temas. Pero aparte de ello, tampoco es una tarea aséptica ni distal 
con los elementos estructurales del “hecho prostituyente”. Las instituciones públicas 
muestran los respectivos “juicios de gravedad” a través del enunciado de las leyes y de 
los juicios elaborables al efecto. Trasladan a la sociedad un régimen de 
responsabilidades cuando el tratamiento de los asuntos adolece de incorrecciones o se 
antoja falto de una ecuanimidad elemental. El enjuiciamiento de nuestro objeto por los 
tribunales laborales ilustra estas consideraciones. Analizando su abordaje regulatorio 
inferimos las tensiones dialécticas entre los imperativos morales y de legalidad. 
Particularmente parto de la presunción que un trabajador sexual no oferta sus servicios 
graciosamente, y que se ve conminado a prostituirse de forma forzada, o abocada, en 
contextos de violencia, extorsión y/o compulsión. El hecho prostitucional actualiza la 
aporía de conductas que no hacen el bien2 y que, según las circunstancias, pueden 
incumplir los dispositivos legales (actos ilegales) o ámbitos de infracción jurídica (actos 
ilícitos). Así las cosas, con independencia del resultado extraíble de dichas 
combinaciones factoriales, la labor jurisdiccional siempre crea una “atmósfera socio-
jurídica”. Sus pronunciamientos primero repercuten directamente en el sujeto prostituido 
pero de inmediato trasciende de él trasladando todo un cuadro valorativo a la sociedad 
y al conjunto de operadores jurídicos.  

 
Con estas consideraciones subrayo dos cosas. En primer lugar, la miseria ético-material 
de la prostitución dificulta alzar muros de contención entre el deber moral y el deber legal. 
Permitiéndome un juego críptico de palabras, el hecho de “estar en el derecho” es un 
“quid” implícito -y por ende indisociable- del “tener-se en la justicia”. Hablo de 
“reflexividades” que (in)/fluyen al hecho decisorio de las resoluciones judiciales. Cosa 
aparte es que ese marco valorativo se exteriorice más o menos veladamente al contenido 
material de las sentencias, pero, si deparamos bien, muchos fallos dejan (o permiten) 
entrever el peso otorgado a los razonamientos de justicia material. Las sentencias 
subsumen procesos psico-cognitivos y lógicas evaluativas que vehiculan el “iter 
resolutorio”. Y muchas veces infieren “post hoc” un decisor previamente intuido, 
trasladándolo al expediente de la motivación judicial. La sentencia objeto de comentario 
ilustra lo expuesto. Bien es verdad que algunos sectores de la administración auto-
amputan sus actuaciones mediante filtros burocráticos variopintos. Y tampoco es menos 
cierto hipostasiar una “justicia defensiva” que circunvale un eje actuarial previo3.  

 
2 La teorética de la “ontología del mal”, y en particular las aportaciones elaboradas por la literatura psicológica, ubican 
tal des-valor en una serie de agresiones sufridas personalmente, y que devienen en un ejercicio de determinismo 
social. Los contextos prostitucionales son escenarios proclives a la violencia física y, sobre todo, psíquica. Este 
fin/resultado suele ser consecuencia y exteriorización causal de ella. La particularidad es que el acto violento se torna 
luego explicativo mediante un jaez de justificaciones “post hoc”. Siguiendo la conceptuación de ZIMBARDO, “la maldad 
consiste en obrar deliberadamente de una forma que dañe, maltrate, humille, deshumanice o destruya a personas 
inocentes, o en hacer uso de la propia autoridad y del poder sistémico para alentar o permitir que otros obren así en 
nuestro nombre”, en “El efecto Lucifer. El porqué de la maldad”, Ed. Paidós, Barcelona, 2008, p. 26. 

3 Por no hablar en el vacío, pensemos en las altas presuntas, incoadas por la TGSS, que encuadran los casos de 
alterne bajo la categoría de limpiadoras siendo ulteriormente rechazados tales actos en sede judicial.  Por suerte hay 
instancias que superan los criterios de estricta racionalidad técnico-formal vertiendo criterios de justicia y justeza en 
sus resoluciones. Tuve oportunidad de abordar el distingo justicia/ justeza y el canon de justicia defensiva, en ALEMÁN 
PÁEZ, “El proceso de trabajo tras la Ley 36/2011, reguladora de la jurisdicción social: desde la centralidad procesal 
absorbente a los riesgos de una justicia defensiva”, RL nº 11, pp. 13-53. 
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El enjuiciamiento del hecho prostitucional dispone de laxas posibilidades hermenéuticas 
y aplicativas. Es claro que los órganos judiciales no pueden obviar la arquitectura jurídica, 
debiendo resolver conforme a derecho pese a los palmarios defectos regulatorios. Pero 
como vengo significando, la acción judicial cuenta con amplios márgenes interpretativos 
y operativos. El enjuiciamiento del trabajo sexual recae, por ejemplo, en preceptos que 
dan un amplio juego a la exégesis jurídica (v.gr. tipo general ex art. 1 ET; conceptuación 
del trabajo autónomo ex art. 1 LETA). Más elocuente es incluso la praxis decisional de 
colacionar principios generales del ordenamiento o categorías del derecho de 
obligaciones. En otras palabras, el tratamiento rituario de la prostitución pone sobre la 
mesa la prevalencia de una jurisprudencia analítica o de una jurisprudencia ética. O lo 
que es igual, roles herméticos mecánicos, solo “aplicativos” y “ejecutores” del derecho, 
frente a voluntades decisionales trascendentes y de “coordinación valorativa”.  
3. La sentencia objeto de comentario vuelca una línea hermenéutico-deconstructiva. 
Aparte de desglosar los presupuestos materiales y jurídicos del caso, el “iter mental” del 
fallo bosqueja una lógica “responsivo-verificacionista”. Anudo ambas adjetivaciones para 
enhebrar dos posibles pautas adoptables por los órganos jurisdiccionales. Según 
adelanté, sorprende que muchas actuaciones incoadas en el orden social apliquen 
lógicas mecanicistas, cuando no “arreglos jurídicos óptimos”, con intenciones de 
consecuencias jurídicas. Frente a ello, el TSJ subsume, con buen criterio, una 
“jurisprudencia de valoración”4. Se trata de trasparecer componentes éticos y de justicia 
material en los vórtices argumentales y explicativos de la resolución y de proyectarlos 
fundadamente en la letra y el espíritu de la sentencia. Tranascender, en fin, una jerarquía 
de valores sociales, precisamente, ante la trasgresión de normas o patrones básicos de 
conducta, pese a las posibles barreras del derecho positivo. En nuestro caso, los códigos 
propenden restituir el injusto sufrido por un trabajador que presta servicios sexuales en 
condiciones de subordinación informal y explotación material. Pero como vengo 
significando, las vías restitutorias luego resultan proyectadas a colectivo estigmatizado 
socio-jurídicamente (v.gr. pauperismo prostitucional, mínimos morales, etc). Todo ello, 
con refuerzos concomitantes de las normas de tutela y/o los decisores del acto de 
voluntad jurisdicente. 

 
Según veremos, el TSJ CATALUÑA embrida la labor restitutoria con las dimensiones 
técnicas del fallo, cuyos extremos orbitan los elementos verificadores del tipo general 
Estatutario. Técnicamente, la sentencia anuda un trípode metodológico de índole, esto 
es, partitivo, holístico y subsuntivo. Cualquier órgano judicial disecciona primero las 
circunstancias referenciales y materiales del caso, y reconstruye empíricamente las 
variables más representativas o que ostentan mayor peso valorativo, para seguidamente 
integrar las premisas fácticas en las categorías generales, sobre todo el binomio: art. 1 
ET/ trabajo autónomo. El método se antoja además holístico y deconstructivo. Si el 
trabajo sexual es una figura anómica, y añadimos su desenvolvimiento preponderante 
en la economía sumergida, es obvio que los órganos jurisdiccionales hacen una 
reconstrucción totalizadora de dichos antecedentes tamizándolos hermenéuticamente 
con el filtro de las categorías generales. En la STSJ CATALUÑA esas operaciones 
recaban otras apoyaturas intermedias o auxiliares, que a mi modesto entender enlazan 
con el concepto de “deconstrucción” propuesto. La voluntad jurisdiccional desplegará, en 
primer término, una reconstrucción técnica y empírica de nuestro objeto para verificar la 
aplicación del tipo general Estatutario. Tras esta subsunción verificadora, proyecta un 
régimen de responsabilidades con la intención de restituir el injusto. La tarea jurisdicente 
trasciende de un “no-gobierno de reglas anómicas” para facilitar un fin. No hablo ahora 

 
4 LARENZ K, (2009) “Metodología de la Ciencia del Derecho”, Ed. Ariel, Barcelona, p. 205 
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sólo de reinstaurar formas básicas del orden social con un sentido de justeza moral y 
“eticidad interna” del Derecho, sino de previsiones, esta vez “obiter dicta”, de unos 
cauces subsidiarios de acción material. 

 
II. ANTECEDENTES FÁCTICOS.  
 
1. Los antecedentes del caso se remontan al tres de septiembre del 2016. En esa fecha 
el trabajador es reclutado por una empresa, constituida como SL, para desarrollar una 
prestación laboral con todas las características del tipo común ex art. 1 ET. El vínculo se 
constituye en situación de irregularidad, al margen de las formalidades requeridas 
normativamente. El trabajador tenía nacionalidad extranjera (Brasil) y el contrato se 
estipuló sin la correspondiente autorización administrativa. La sociedad empleadora era 
arrendataria de un piso en régimen de propiedad horizontal, cuyo local ostentaba la 
categoría administrativa de “motel de dos estrellas” (categoría 3ª, grupo C). Antes de 
iniciarse las relaciones jurídicas, los representantes de la empresa entrevistaban a los 
candidatos a masajistas. A raíz de ello corroboraban su disposición de realizar tales 
cometidos; se les explicaba las condiciones de trabajo y se les preguntaba finalmente el 
tipo de servicios sexuales que estaban dispuestos a ofrecer a los usuarios y clientes 
potenciales. El negocio era muy conocido en la prostitución masculina y se publicitaba 
en un portal de internet (“BOYS”). No obstante, sólo eran anunciados en la página 
quienes daban su consentimiento a ser exhibidos en ella. Los usuarios acudían al 
apartamento, y eran recibidos en una antesala por los encargados del negocio. Estos les 
mostraban los masajistas disponibles, los cuales aguardaban a dichos usuarios en una 
sala colectiva. Los clientes podían conversar con todos los masajistas, y seleccionaban 
la persona que realizaría el servicio. Luego se trasladaban a alguna de las habitaciones 
disponibles y materializaban la prestación (masaje o acto sexual). 
 
Los antecedentes descritos anudan tres variables estructuradoras del mercado de la 
prostitución. Los intercambios en pisos constituyen una modalidad menos visible empero 
creciente en las líneas evolutivas del trabajo sexual. Abarcan su dación material en 
establecimientos privados de las áreas urbanas, sea en zonas céntricas o extrarradios, 
previa captación y selección de la clientela, lo cual amplifica las potencialidades 
operativas de esta tipología. A veces son alquilados entre varios sujetos en régimen para-
laboral de trabajo autónomo y de gestión colectiva del negocio (v.gr. separación de 
espacios comunes y de trabajo, compartición de gastos y de tareas de mantenimiento, 
reparto usufructuario en régimen de turnos, subarriendo, etc.). No obstante, el caso 
bosqueja un régimen de trabajo por cuenta ajena, con todas las características de una 
prestación subordinada, en los términos como analizaremos más adelante. El prostíbulo 
tenía una recepción común donde eran recibidos los clientes. Es verosímil hipostasiar la 
prevalencia del canon de confidencialidad. La prostitución de pisos suele elevar el recato 
a regla axiológica de conducta, tanto internamente entre los trabajadores sexuales como 
proyectivamente, seleccionando los escenarios y medios publicitarios. En nuestro 
ejemplo entraba además en juego internet como dispositivo de contacto y de 
intermediación tecnológica (portal “BOYS” supra cit). Las redes sociales llevan tiempo 
redimensionando la universalización de los contactos personales, y, en lo que a la 
prostitución atañe, multiplican las formas de acceso al mercado sexual desde un doble 
plano, expansivo y “diversificador”. Así, el relato fáctico del caso bosqueja un derecho 
potestativo de los actores prostituídos pues eran ellos quienes decidían ser publicitados 
y exhibidos personalmente en el portal. Con todo, las fórmulas de remuneración ideadas 
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por la SL inducen la exhibición normalizada de los trabajadores reclutados para tales 
menesteres.  
 
2. Como vengo significando, el estatuto jurídico del trabajador en cuestión subsumía las 
características propias de una relación subordinada en régimen de trabajo por cuenta 
ajena. La jornada se desarrollaba semanalmente (de lunes a sábado) sujeta a un régimen 
periódico de ocho horas diarias (de 13 a 21 hs). En ese régimen, los trabajadores 
prostituidos (la S.L. disponía de un colectivo de trabajadores) disponían de veinte 
minutos de descanso. El contenido prestacional se dividía en tres anclajes funcionales. 
La labor principal consistía en realizar masajes a los usuarios reclutados por la S.L., y se 
desarrollaba en los locales de la empresa (pisos alquilados) y en las habitaciones 
dispuestas para tal fin. El interior del piso se distribuía en varias habitaciones 
independientes. Cada una disponía de cama y ducha, separadas con una mampara o 
acristalamiento. Complementariamente a lo anterior, los usuarios concertaban 
materialmente la realización material de los servicios. Ambos cometidos (masaje/ 
servicio sexual) podían ser contratados de forma separada o acumulativa. El desarrollo 
de dichos cometidos se ultimaba con el desempeño adicional de unas funciones 
suplementarias. Tras finalizar el servicio (masaje/sexo) el trabajador realizaría labores 
de limpieza, higiene elemental y preparación de la habitación con vistas al siguiente 
encargo. En ese aspecto, debía cambiar las sábanas de la cama, para lo cual se dirigían 
a otra estancia donde se hallaban tales recambios y los productos de limpieza. También 
debían asear el suelo de la habitación, y muy especialmente el baño. En este caso tenían 
la obligación de asear la mampara o acristalamientos de la ducha quitando los restos de 
agua y disponiendo el habitáculo en óptimas condiciones de limpieza. Por su parte, el 
régimen retributivo se triangulaba a través de los responsables de la S.L. Al finalizar, los 
clientes abonaban 95 euros, cuya tarifa había sido fijada antes con el usuario, sin 
intervención alguna de los trabajadores. Por su parte, la sociedad abonaba al trabajador 
40 euros en metálico por cada servicio5. 
 
3. En febrero de 2017 una dotación de la Policía Nacional realiza una intervención en el 
burdel. A raíz de ello los agentes identifican al trabajador y a otros masajistas, 
tomándoles declaración en los atestados. Las diligencias policiales activaron un 
procedimiento sumario (procedimiento nº 2/2017) sustanciado por el Juzgado de 
Instrucción nº 32 de Barcelona. El proceso se incoa por un delito de agresión sexual, 
cuya acción impulsa una tercera persona ajena a las partes. Esta había incoado 
previamente una denuncia, sosteniendo haber sido violada en el piso en junio de 2007. 
Mediante auto, con fecha de 4 de abril del 2018, y confirmación subsiguiente del mismo 
por la Audiencia Provincial de Barcelona, se decreta el sobreseimiento de la causa (rollo 
nº 379/2018, con fecha de 13 de junio del 2018). El 22 de diciembre del 2017 los 
responsables societarios manifiestan al trabajador y al conjunto de masajistas que 
podían disfrutar de un mes de vacaciones. Argumentan la necesidad de realizar reformas 
en el inmueble, y se les emplaza a regresar al mes siguiente. El 22 de enero del 2018 el 
trabajador vuelve al apartamento pero lo encuentra cerrado. La realidad es que los 
responsables clausuraron el negocio por expiración del arrendamiento, y el mes de 
vacaciones fue la excusa utilizada para desentenderse de todos los masajistas. En los 
días sucesivos el trabajador intenta contactar telefónicamente con los responsables de 
la SL, sin resultado, lo cual le lleva a enviar un burofax el 15 de febrero a la sociedad. El 
19 de febrero del 2018 presenta papeleta de conciliación por despido ante el servicio 

 
5 El salario previsto en el Convenio Colectivo de Trabajo del sector de la Hostelería de Catalunya para un masajista 
(nivel III), conforme a la categoría del establecimiento, era de 1.592,50-euros mensuales, con prorrata de 
gratificaciones extraordinarias. 
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administrativo correspondiente. El 12 de marzo se celebra el intento de conciliación, con 
resultado de “sin efecto”. Se sustancia entonces la demanda por despido, que resulta 
enjuiciada por el Juzgado de lo Social nº 32 de Barcelona. Celebrado el juicio, se dicta 
sentencia con fecha 10 de diciembre de 2018, la cual estima las pretensiones del 
trabajador. Declara la improcedencia del despido y, no siendo factible la readmisión, 
entiende extinguido el vínculo, con efectos desde la fecha de resolución. También 
condena a la empresa a abonar al actor la cantidad de 4.031,72 euros en concepto de 
indemnización por despido improcedente, así como 16.859,92 euros como salarios de 
tramitación. El fallo absuelve asimismo al FOGASA, sin perjuicio de la responsabilidad 
legal subsidiaria del referido órgano. En estos términos, la empresa anuncia el 
correspondiente recurso de suplicación, cuyos extremos son sustanciados por el TSJ.  

 
III. RÉGIMEN JURÍDICO Y DOCTRINA JUDICIAL COLACIONADA AL CASO.  

 
El régimen colacionado por el TSJ CATALUÑA es objeto de un denso tratamiento, y no 
menos sesudo soporte argumental, en su sentencia de 11 de noviembre del 2019. Lo es 
así respecto de la extensión material de la resolución y las bases fundamentadoras del 
fallo. Esa amplitud en contenidos y apoyaturas colige la atención atribuida a este asunto. 
Cabe hipostasiar, con verosimilitud, el peso que en dicho sentido jugaron las 
particularidades endo-procesales de nuestro objeto litigioso. La temática sustantiva 
(prostitución) a fuer de su adjetivización (masculina, en el caso) confiere fuerza directiva 
a la articulación dispositiva de la sentencia. No hay que ser muy avezado para inferir que 
el TSJ debió plantearse desde un primer momento una arquitectura jurídica compacta y 
sin fisuras. Primero por los antecedentes del fallo de instancia, unido al “petitum” en vía 
de recurso (siete motivos, con sus peticiones correspondientes). Aparte de ello, era una 
vía de sentido único para transitar solventemente en su objeto aporético. Tamaño 
“proceso de conducción”6 da solidez al esquema argumental adoptado, y ello en la 
completitud del mismo. Todas las resoluciones judiciales construyen su edificio 
argumentativo sobre unos dinteles cimentadores, y en nuestro caso las numerosas 
premisas materiales y argumentales llevaron a una resolución extensa en contenidos. La 
argamasa de la voluntad judicial descansa en tres grandes pilares: 

 
 

1. NORMATIVA Y DISPOSITIVOS INTERNACIONALES.  
 
1. El primer pilar, y armazón de la sentencia, no es otro que el régimen aplicable 
normativamente. Debió ser un trámite metodológico y operativo asumido “ex ante” por el 
TSJ. Primero porque, como ya adelanté antes, son objetos litigiosos necesitados de 
solidez fundamentadora. Todos lo son, jurisdiccionalmente hablando, sin embargo hay 
temas que por su naturaleza y trasfondo requieren un mayor empaque en su fuste 
argumental, y la prostitución desafortunadamente participa de tales exigencias. A estas 
razones de estrategia jurídico-decisional añadiría dos motivos más. El primero ya ha sido 
apuntado, y estriba en la situación de anomia que adolece esta materia. Si nuestro 
ordenamiento ha venido escudando tal abordaje, los tribunales se ven forzados a 
reconstruirlo con apoyaturas sólidas y “compensadoras”. Ahora bien, las lagunas e 
insuficiencias legislativas elevan las bases referenciales a escalas más amplias, por 
ejemplo, colacionando fuentes y dispositivos jurídicos internacionales, en los términos 

 
6 RUSSELL B. (1981) “Lógica y conocimiento”, Ed. Taurus, Barcelona, p. 408. 
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como veremos seguidamente. La vertebración de todos estos aspectos se antoja más 
imperiosa, si cabe, cuando las resoluciones barajan componentes restitutorios (vs. de-
constructivos) de justicia material. En ese sentido, la sentencia de 11 de noviembre del 
2019 hace una recopilación exhaustiva de los dispositivos aplicables al caso y de la 
doctrina judicial vertida al efecto por las distintas jurisdicciones.  
 
En cuanto a lo primero, destaca una vasta apoyatura de fuentes internacionales. Las 
lagunas y deficiencias que adolece este tema en nuestro ordenamiento interno 
contrastan con las previsiones existentes en el ordenamiento internacional. Ese 
tratamiento adquiere carta de naturaleza básicamente a raíz del Tratado de Lake Sucess 
(en adelante TLS) impulsado por Naciones Unidas en 1949. Tras su entrada en vigor se 
incoa un vasto caudal jurídico para luchar contra la trata de mujeres, la prostitución 
forzada, y demás temáticas conexas7. El acuerdo, cuyos contenidos serían 
sucesivamente actualizados, supuso un revulsivo en el tratamiento internacional de la 
explotación sexual y por razón de género, y representó un punto de inflexión en la 
conceptuación de la subordinación sexual y la industria del sexo. Pues bien, el TSJ 
CATALUÑA recaba los términos del TLS anudándolos paralelamente con el plantel de 
iniciativas instadas en ese mismo plano por el Consejo de Europa y la UE.  

 
2. Del caudal de normas internacionales destacaré tres ideas. En primer lugar, sin dudar 
del acierto y bonhomía de dicho régimen, son fuentes sobremanera dispersas y 
dispositivos de orientación en puridad programática, lo cual me lleva a relativizar la 
vinculación real de sus prescripciones jurídicas y la observancia material de las mismas. 
Basta examinar la naturaleza de tales dispositivos y los organismos impulsores de dichas 
iniciativas para extraer esta conclusión. En segundo lugar, pese a la heterogeneidad 
institucional y sustantiva descrita, su régimen reacciona contra cualquier forma de trato 
degradante que pueda infligirse a la persona, siendo en este plano evidente que la 
explotación sexual representa una violación flagrante e insidiosa de la dignidad del ser y 
de los derechos humanos8. La normativa supranacional propende atajar un fenómeno 
global trenzando jurídicamente un doble haz de variables: con dos nódulos focales de 
perfil subjetivo (mujer/ menores) anudados a un trinomio de categorías (mercantilización 
humana/ trata/ explotación sexual). La prostitución encaja en todos los vectores 
operativos del esquema, lo cual explica su colación expresa en dichos códigos 
regulatorios y la reiteración en sus contenidos materiales. La tercera consideración es 
una importante salvedad del régimen descrito, y enlaza directamente con el fondo del 
asunto resuelto en la sentencia. Y es que, pese al carácter bienintencionado del Tratado 
de Lake Sucess y de los textos internacionales actualizadores del mismo, su contenido 
abrió una espita en la concepción de nuestro objeto fenoménico. Aparte de haber dejado 
en el aire aspectos necesitados de una mayor concreción9, el TLS rubricó el constructo 

 
7 El TLS para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, fue adoptado por la 
Asamblea General mediante resolución 317, entrando en vigor el 25 de julio de 1951. El Tratado fue una toma de 
postura común de NU contra la fenomenología trafiquista de seres humanos, y en especial contra la trata con fines de 
explotación sexual. Se adoptó además en un momento, ulterior a la segunda gran guerra, que había activado 
precisamente el fenómeno de la prostitución a nivel mundial, sobre todo, en el continente Europeo tras los estadios 
subsiguientes al cese de la contienda bélica. Con todo, sorprende que a fecha de hoy apenas hayan ratificado su 
contenido 25 países, lo que, a la luz de la dimensión global que envuelve estos fenómenos, minusvalora la virtualidad 
de sus orientaciones jurídicas. En cualquier caso, el TLS cambió la concepción del hecho prostitucional en nuestro 
sistema jurídico empero no el tratamiento reservado al mismo, cosa que acontece prácticamente en los años noventa. 
8 El Preámbulo del TLS es claro al efecto: “Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de 
personas para fines de prostitución, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen en 
peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad”.  
9 Con una redacción ambigua y confusa (amén de cacofónica), el art. 1 TLS comprometía a los países firmantes a 
“castigar a toda persona que, para satisfacer las pasiones de otra: 1) Concertare la prostitución de otra persona, aun 
con el consentimiento de tal persona; 2) Explotare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal 

https://es.wikipedia.org/wiki/Prostituci%C3%B3n
https://es.wikipedia.org/wiki/Trata_de_personas
https://es.wikipedia.org/wiki/Trata_de_personas
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“prostitución ajena”. En otras palabras, excluyó, con una mera interpretación “a contrario” 
del texto, la prostitución por cuenta propia del ámbito material y subjetivo del Tratado. O 
lo que es igual, dio cobertura legitimadora al trabajo sexual realizado de forma voluntaria 
sin carácter forzoso. Esta distinción de categorías avanzada internacionalmente sería -y 
sigue siendo- el nudo gordiano de esta temática, y, en nuestro caso, una de las claves 
conceptuales y resolutorias de la STSJ de 11/11/2019.   
 
Desde esa misma línea compiladora de fuentes supranacionales, la STSJ CATALUÑA 
hace especial hincapié en los cánones de libertad de establecimiento previstos en la 
normativa comunitaria, y aplicables al caso. La jurisprudencia Europea siempre ha hecho 
gala, por vía positiva, de una especial sensibilidad favorecedora de las libertades 
económicas, mostrando paralelamente a ello, y por vía negativa, una hermenéutica 
correctora de los obstáculos impeditivos de la libre competencia. La paradoja, o nueva 
aporía colacionable teoréticamente, estriba en la extensión de tales tesis a nuestro objeto 
fenoménico. El TSJ recaba pues la jurisprudencia vertida en este punto por el TJUE, que, 
interpretando el art. 49 TFUE y los arts. 9 a 15 de la Directiva 2006/123, integra en la 
libertad de establecimiento el intercambio voluntario de servicios sexuales por mayores 
de edad. Para el TJUE la prostitución constituye una prestación de servicios remunerada, 
y, desde ese prisma, los establecimientos dedicados a dichas actividades están 
igualmente amparados por la referida libertad ex art. 49 TFUE10. Como contrapunto, el 
TSJ CATALUÑA colaciona una Resolución del Parlamento Europeo, sobre explotación 
sexual y prostitución y su impacto en la igualdad de género (Res. de 26 de septiembre 
de 2014). Esta declaración subraya, por un lado, las consecuencias devastadoras de la 
prostitución y sus gravosas secuelas duraderas, a nivel físico y psicológico, 
especialmente en niños y adolescentes. Mientras que, de otro lado, destaca los efectos 
de su fenomenología material en la desigualdad de género y en la perpetuación de 
estereotipos sexistas11.  
 
 

2. DOCTRINA JUDICIAL EUROPEA (TJUE, TEDH) Y ESPAÑOLA (ORDEN PENAL 
Y LABORAL). 

 
El segundo anclaje del régimen recabado por la TSJ CATALUÑA integra una amplia 
doctrina judicial atinente a la prostitución y el trabajo sexual. Compendia un amplio plantel 
de resoluciones de diferentes instancias, ora supranacionales (sentencias del TJUE y del 
TEDH) e internas (TS, AN y TSJs). No es frecuente que los tribunales colacionen 
doctrinas judiciales tan exhaustivas pero en nuestro caso constituye un acierto práctico 

 
persona”. Queda claro que las locuciones verbales “concertar” y “explotar” amplificaban el ámbito material de las 
conductas sancionables. La construcción formal de tales proclamas, junto a al desarrollo de dichos cánones en el 
articulado del TLS, devaluó la significación real de sus códigos protectores. 
10 STJUE de 1/10/2015, TRIJBER Y HARMSEN C. BURGEMEESTER VAN AMSTERDER, C-340/14 y C-341/14, 
apdos. 67 a 77; STJUE 20/11/2001, ALDONA MALGORZATA JANY Y OTRAS C. STAATSSSECRETARIS VAN 
JUSTITIE, C-268/99, apdo 49; ó STJUE 8/5/2019, PL C. LANDESPOLIZAIDIREKTION TIROL, asunto C-230/18 
(F.47).  
11 “…la prostitución forzada, la prostitución y la explotación en la industria del sexo tienen consecuencias físicas y 
sicológicas devastadoras y duraderas, incluso después de haber cesado la prostitución, para los individuos que se 
ven implicados en ella, especialmente niños y adolescentes, además de ser, a la vez, causa y consecuencia de la 
desigualdad de género y de perpetuar los estereotipos de género y el pensamiento estereotipado sobre las mujeres 
que venden sexo, como la idea de que el cuerpo de las mujeres y mujeres menores de edad está en venta para 
satisfacer la demanda masculina de sexo”. Añade además la Resolución que “la crisis económica y social ha 
provocado desempleo, dando lugar a que las mujeres más vulnerables, incluidas las que se encuentran más arriba en 
la escala social, empiecen a ejercer la prostitución/entren en el negocio del sexo, con objeto de superar la pobreza y 
la exclusión social; insta a los Estados miembros a que aborden los problemas sociales subyacentes que obligan a 
hombres, mujeres y niños a ejercer la prostitución” (p. 6 y 46). 
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y metodológico. En cuanto a lo primero, su mera compilación ilustra un jaez de 
posicionamientos técnicos y valorativos que dan una visión integral de dicha temática, 
armonizándola a un mismo tiempo con las particularidades de cada escenario socio-
jurídico. Aparte de esto, tan exhaustiva compilación hipostasia otras razones de fondo, 
que enlazan con la lógica fundamentadora de la sentencia. Pensemos que, aunque el 
diseño de los organigramas judiciales empodere a unas instancias frente a otras 
asignándoles una doctrina final unificadora, la realidad obsta hacer abstracciones “in 
totum” de nuestro objeto litigioso. Por mucho que elevemos las instancias y niveles de 
intervención judicial, sus bases resolutorias están muy condicionadas por las variables 
de mayor peso en nuestro objeto, sobre todo dos: la casuística de su régimen jurídico y 
el influjo de los factores axiológicos e ideológicos. Difícil es hipostasiar la valencia de 
sendos factores en la balanza de las decisiones judiciales, pero en cualquier caso sus 
pronunciamientos subsumen, de uno u otro modo, el cuadro de variables a fuer de los 
códigos dominantes de cada contexto político-normativo. Esas particularidades dan un 
soporte añadido al hilo argumental de las resoluciones, y, como vengo significando, 
cohonesta con las apoyaturas recabadas por el TSJ CATALUÑA. No en vano, la 
miscelánea de enfoques y valoraciones de las que hace gala la doctrina judicial 
comparada, y su integración concomitante en la sentencia de 11 de noviembre del 2019, 
refuerzan el contenido del fallo dotándolo incluso de mayor fuste explicativo y justificativo.  
 
1. El primer bloque de sentencias recaba la doctrina del TJUE y del TEDH12. Ambos 
tribunales siguen un método análogo que disecciona las principales variables de los 
objetos litigiosos. Ya signifiqué antes la compartición de dicho esquema de trabajo por el 
conjunto de jurisdicciones, sin embargo dicho recurso se perfila mayormente por tales 
instancias supranacionales. El tratamiento de la prostitución en clave internacional eleva 
unas veces los niveles iuspositivos de abstracción a escalas más amplias, y otras 
trasparecen reglas de escasa vinculación jurídica. Además, sendas instancias tienen que 
cohonestar la regulación internacional con las particularidades normativas de cada 
Estado. Ambas cosas explican metodológicamente las disecciones fáctico-nomotéticas 
de los respectivos objetos litigiosos. Y más en particular, la división del hecho 
prostitucional mediante pares de formas. En su virtud, las principales variables de su 
objeto se agrupan por categorías dicotómicas (v.gr. prostitución forzosa/ voluntaria; 
trabajo por cuenta propia/ajena; prostitución/alterne, etc.) aplicando consecutivamente 
un triple método de conducción, subsunción y descarte. Hecha esta salvedad 
metodológica, las resoluciones del TJUE y del TEDH recogen enfoques y 
conceptuaciones disímiles de nuestro objeto. Según signifiqué, las diferencias guardan 
una conexión explicativa con la disparidad regulatoria existente entre los ordenamientos 
de cada país y las respectivas culturas. Con todo, podemos extraer unas pautas 
exegéticas generales, que sintetizaré en tres puntos:   
 
La primera pauta ya ha sido adelantada antes, y combina el cuadro de variables de la 
prostitución con una exégesis permisiva del trabajo sexual. Para empezar, la doctrina del 
TJUE y del TEDH constata las profundas divergencias nocionales y regulatorias 
existentes entre los estados cuando abordan estos temas, diferencias que, por fuerza, 
se trasladan institucionalmente al modus operandi de dichas instancias Europeas. 

 
12 STJUE 20/11/2001, JANY Y OTROS (apdo. 49); STJUE 16/12/2010, CASO JOSEMANS, Asunto C-317/09 (F.77); 
STJUE 1/10/2015, TRIJBER Y HARMSEN C. BURGEMEESTER VAN AMSTERDER  (apdos. 67 a 77); STJUE 
8/5/2019 2019, Caso PL c. LANDESPOLIZAIDIREKTION TIROL (f.47); STEDH 11/9/2007, TREMBLAY C. FRANCIA. 
Añadiríamos asimismo, entre otros pronunciamientos, la STJUE de 18/5/1981, REZGUIA ADOUI C. BÉLGICA y la 
ciudad LIÉGE y DONINIQUE CORNUAILLE C BÉLGICA (asuntos acumulados) C-115 y 116/81; o la STJUE 
14/10/2004, caso OMEGA, C-36/02.  
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También asignan al problema una dimensión moral. Esta consideración lleva 
precisamente a diferir su solución a los respectivos legisladores, que tienen la última 
palabra en este asunto, y cuyas voluntades no pueden ser sustituidas por los tribunales 
supranacionales (STJUE 20/11/2001, Jany y otros, p. 56)13.  
 
En segundo lugar, los tribunales europeos examinan antes las condiciones estructurales 
y subjetivas que envuelven la dación material de servicios sexuales. Se trata de descartar 
los posibles aspectos delictivos, sobre todo, y muy especialmente, los casos de trata y 
explotación sexual de mujeres. Una vez despejada esta premisa, y confirmado el 
ejercicio voluntario de la prostitución por mayores de edad, dichas instancias acopian los 
cánones permisivos antedichos. En cuanto a la hermenéutica flexible del TJUE, sus 
cánones recaban el filtro del derecho económico embridándolo con las libertades de 
circulación y establecimiento ex arts. 49 TFUE y Directiva 2006/12314. Esta exégesis 
laxa, atribuida jurisdiccionalmente al fenómeno de la prostitución, también es compartida 
por el TEDH. A su entender, la prostitución voluntaria, vista desde el prisma del art. 3 
CEDH, “no es considerada en sí misma inhumana o degradante” (STEDH 11/9/2007, 
Caso Tremblay c. Francia, F 24). Cosa distinta, añade dicho órgano, es que su ejercicio 
se lleve a cabo de forma forzada u obligatoria, en cuyo caso sí “resulta incompatible con 
los derechos y la dignidad de la persona”.  

 
En tercer lugar, las resoluciones del TJUE perfilan  un subtipo de prostitución admisible 
en términos político-jurídicos: la realizada de forma voluntaria bajo los mimbres del 
trabajo autónomo15. Son posicionamientos plasmados “obiter dicta” cuyo relieve se 
antoja incontestable. Al refrendar dicho subtipo confieren, “a contrario sensu”, un 
marchamo de legitimidad al trabajo sexual autónomo y regularizado. Manejamos una 
doctrina que de-construye una objetualización parcial del fenómeno anudando cinco 
anclajes: trabajo sexual/ patrones económicos/ efectos tributarios/ libertad sexual/ 
contractual. Los cinco patrones se concatenan estructuralmente perfilando un subtipo 
prostitucional admisible en términos socio-jurídicos. La doctrina europea admite la 
condición autónoma del trabajo sexual empero descarta la condición asalariada del 
mismo. Así pues, la combinación de los factores y finalidades antedichas abren una 
ventana de oportunidad al ejercicio regular de los intercambios sexuales retribuidos por 
cuenta propia, delegando a los ordenamientos nacionales la fisonomía dable a dichas 
categorías y su cobertura jurídica.   

 
2. El segundo bloque de sentencias integra la doctrina del Tribunal Supremo, dictada en 
el ámbito penal (sala II) y laboral (sala IV). El orden no es baladí, y se ajusta al proceso 
de conducción antes expuesto. Se trata de descartar, siguiendo esa misma línea 
operativa, las dimensiones penales del ejercicio de la prostitución para, una vez 

 
13 Dicha sentencia da incluso un concepto de la prostitución, definiéndola como “una actividad por la que el prestador 
satisface, con carácter oneroso, una demanda del beneficiario sin producir o ceder bienes materiales” (p. 43). Como 
podemos ver, la evanescencia y “pulcritud conceptual” habla por sí sola.   

14 Para el TJUE, el art. 10.2.c de la Directiva 2006/123 “debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una 
medida como la controvertida en el litigio” (explotación de establecimientos de prostitución en escaparates y alquiler 
de habitaciones durante parte del día)” (STJUE 16/12/2010, CASO JOSEMANS, F. 77). La prostitución “constituye 
una prestación de servicios remunerada…y, está comprendida en el concepto de «actividades económicas” (STJUE 
20/11/2001, JANY Y OTROS, p. 49). 

15 “…la actividad de prostitución ejercida de manera independiente puede considerarse un servicio prestado a cambio 
de remuneración y, por consiguiente, está incluida en ambos conceptos (actividades no asalariadas)”. El concepto de 
“actividades económicas por cuenta propia” utilizado por las disposiciones jurídicas europeas “tiene el mismo 
significado y alcance que el de «actividades no asalariadas» que figura en el artículo 52 del Tratado” (STJUE 
20/11/2001, JANY Y OTROS, p. 50).  
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despejado ello, aplicar, de darse el caso, los dispositivos iuslaborales. Aparte de esta 
vertiente metodológica, el contraste de ambas hermenéuticas proporciona un útil 
contrapunto valorativo las tesis judiciales.  
 
En cuanto al ámbito penal, la STSJ CATALUÑA compendia la doctrina más relevante, 
desglosando los elementos que deben concurrir para una correcta aplicación de los tipos 
incriminatorios16. El arco de conductas punibles abarca, básicamente, los supuestos de 
trata y la explotación sexual de mujeres, el proxenetismo, y la prostitución forzada de 
mayores y menores de edad. Las indagaciones de los tribunales penales proyectan, 
respectivamente, dos grandes pautas de acción. Primero, identifican los casos de trata y 
explotación de mujeres ex art. 177.bis.b CP y los posibles concursos ideales de delitos17. 
Y paralelamente esclarecen los elementos típicos del art. 187 (mantenimiento en la 
prostitución)18 y el art. 188 CP (prostitución de menores y discapacitados). En efecto, la 
ley penal no castiga cualquier forma de prostitución sino tipos cualificados que anulan la 
voluntad de la víctima19. Por una parte, incrimina las conductas que fuerzan la voluntad 
del sujeto prostituido degradando su libertad y dignidad en condiciones de violencia, 
intimidación, engaño o abuso de una situación de superioridad, necesidad o vulneración 
de la víctima20. Y por otra parte, penaliza la explotación sexual de otra persona, aun con 
consentimiento suyo, que proporcione un lucro o ganancia económica directa, siempre 
que se reitere tal actividad en el tiempo.  

 

 
16 V.gr. SSTS (II) 6/3/2007, 22/4/2009, 13/4/2010, así como SSTS nº 195/2007, nº 445/2008, y nº 450/2009.  
17 En ese sentido, destacaría tres contundentes resoluciones: la SAP BARCELONA de 29/4/2019 (EDJ 2019/63037) 
y la SAP Madrid de 11 diciembre de 2019 (EDJ 2019/832374), sobre trata de mujeres con fines de explotación sexual 
e inmigración ilegal; y la STS de 6/3/2018 (18446) que aborda un caso de traslado forzado desde Nigeria con fines de 
explotación prostitucional. Nigeria aparece con relativa frecuencia como foco de origen de los casos de trata. Aparte 
del funcionamiento de las redes mafiosas organizadas, encuentra causa en casos de vudú y extorsión infligidos a las 
víctimas en dicho país. Por suerte, el Alto Tribunal dilata el ámbito del tipo jurídico, y así: “el delito puede cometerse 
en varios momentos, desde la captación hasta el alojamiento, pudiendo concurrir cualquiera de los elementos exigidos, 
es decir, la violencia, la intimidación, el engaño o el abuso de cualquiera de las situaciones mencionadas, en cualquiera 
de los citados momentos temporales, siempre que conste la finalidad típica” (FJ nº 3). 

18 Como apunta el TSJ CATALUÑA, la ley penal sanciona la explotación de la prostitución ajena y no la mera obtención 
de lucro, lo cual exige la detracción de los ingresos del sujeto prostituido “en una parte no proporcionada -abusiva- por 
ofrecerle alojamiento, lugar de encuentro con los clientes u otros servicios, en suma cuando no haya un intercambio 
libre de trabajo sexual por precio”.  
19 La doctrina de la Sala II del Alto Tribunal (STS de 11/12/2009, rec. nº 10656/2009, STS. 13/4/10, rec. nº 11209/2009, 
citando la 445/2008 y la 450/2009, y STS de 1/12/2010) propende evitar la quiebra del principio de proporcionalidad 
por una idéntica respuesta punitiva respecto de las dos conductas tipificadas ex art. 187 CP. Este precepto infiere que 
no toda ganancia proveniente de la prostitución erige en autor del delito al que la percibe, requiriéndose al efecto tres 
condiciones objetivas y volitivas. Primero, la obtención de rendimientos económicos derivados de la explotación sexual 
obligando a la víctima a ejercer la prostitución en condiciones de violencia, intimidación, engaño, abuso de superioridad 
o de su situación de necesidad o vulnerabilidad. Quien obtiene el rendimiento debe tener, asimismo, un prístino 
conocimiento de las circunstancias que llevan a mantener tal situación de explotación sexual. La ganancia económica 
puede ser fija, variable o a comisión, y debe haber siempre un beneficio económico directo. Se trata de constatar la 
emisión de un consentimiento viciado y que el sujeto activo del delito se aprovecha directamente de tales dificultades 
ajenas 

20 Los factores contextuales intimidatorios son consustanciales al tipo de explotación sexual, máxime cuando trazan 
el dintel de separación entre la prostitución permitida (consensuada) e incriminada (fuerza o distorsión del 
consentimiento). En ese aspecto colacionaría una sentencia que incluso tamiza los cánones de subordinación y 
dependencia: la SAP Zaragoza de 15/1/2016 (EDJ 2016/35964). El litigio abordó un caso de prostitución activa y 
proxenetismo colectivo, y absolvió a uno de los actores al no acreditarse que su conducta excediera de la mera 
"tercería locativa”. Las pruebas testificales corroboraron que el sujeto estuvo siempre con un ordenador en el escenario 
prostitucional. No encerró en ningún momento a la víctima, y nunca le prohibió la salida de la casa. Sin embargo el 
acusado no realizó una explotación directa y principal de la prostitución “puesto que ni existía una situación de 
subordinación (respecto del mentado actor) ni tampoco una dependencia que limitara la autonomía de la prostituta, y 
tampoco consta que obtuviera un beneficio lucrativo porcentual exagerado desde perspectiva de los ingresos de la 
prostituta” (FJ nº 5).  
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En cuanto a la doctrina de los tribunales del orden social, el TSJ selecciona un plantel 
de sentencias del Tribunal Supremo (sala IV) y de la Audiencia Nacional21. Se trata de 
diferenciar, básicamente, los casos de alterne y prostitución pues como sabemos el 
orden social reconoce la laboralidad del vínculo en el primer caso descartándolo en el 
segundo. Metodológicamente se aplica el proceso de descarte mediante diferencia de 
pares. Ahora bien, la conexión funcional y espacial del alterne y la de prostitución 
complejiza distinguirlos, a nivel técnico y empíricamente. Las dos figuras comparten 
situaciones de sujeción y escenarios prostibularios conexos. Y también instrumentalizan 
la pulsión erótica para que los clientes consuman los productos o servicios ofertados en 
tales negocios (bebidas/ sexo). Así las cosas, la diferencia alterne/prostitución será 
reconducida por la STSJ CATALUÑA en dos vertientes. De un lado, el TSJ introduce un 
soporte de referencialidad donde reconducirlo materialmente al caso desde el filtro de la 
prostitución masculina. Y paralelamente, recaba un pivote central de fundamentación 
teórica. No en vano, el distingo activa los cánones invalidantes generales del negocio 
jurídico (objeto/causa ilícita), en los términos como veremos seguidamente.   
 
   

3. LA COLACIÓN DE LA STS 27/11/2004 (PATRONAL ANELA) Y LA SAN 
19/11/2018 (INSCRIPCIÓN DEL SINDICATO OTRAS). 

 
La STSJ CATALUÑA colaciona un último factor argumental de naturaleza dogmática y 
finalidad estratégica. Se trata de la doctrina, ya apuntada inicialmente (supra 1.2 y nota 
nº 19), referida al reconocimiento de la personalidad jurídica de asociaciones imbricadas 
en nuestro objeto fenoménico. Hablamos de la inscripción administrativa de la patronal 
de clubs de alterne (ANELA) y del sindicato de trabajadores sexuales (OTRAS), cuyos 
respectivos registros aparejaron sendos pronunciamientos del TS y la AN. Ambos litigios 
generaron críticas y opiniones muy diversas, no solo debido a las divergencias 
sostenidas por una y otra instancia frente a un objeto análogo sino, sobre todo, por el 
trasfondo subyacente a ambos22. El TSJ CATALUÑA acierta recabando dichas 
construcciones judiciales. Primero estratégicamente, pues a fin de cuentas la sentencia 
de la AN será en su día abordada por el TS, quien fijará esa vez una doctrina definitiva 
de tan alambicados temas. Pero a este motivo añadiría otro más, que enlaza con la línea 
argumental vertida en este punto por la Audiencia Nacional, cuyos argumentos son 
asimismo recogidos por nuestro Tribunal Autonómico.  

 
La STS 27/11/2004 (Rec nº 18/2004) declaró la licitud de la Asociación Empresarial 
ANELA. Su objeto social versa sobre la tenencia o gestión de establecimientos públicos 
hoteleros, y agrupa a un sector especializado en la actividad de alterne y la prostitución 
por cuenta propia en situaciones ajenas al establecimiento. Frente a ello, y por el 
contrario, la SAN 19/11/2018 decretó la ilicitud de la inscripción del sindicato OTRAS 
(BOE. 4/8/2018). La disparidad de ambos fallos vuelve a ser una aporía más del 
tratamiento dado a estos temas. Estructuralmente lo elevan a escalas más amplias pues 
inciden en las dimensiones gestionales y representativas de las actividades de exhibición 
sexual y/o dación de sexo retribuido. Desde un plano general, tanto la patronal de locales 
de alterne como los sindicatos de trabajadores sexuales comparten aspectos relativos a 

 
21 V.gr. SSTS (IV) SSTS 3/3/1981, 25/2/84, 14/5/1985, 4/2/1988; SSAN 23/12/2003, 27/11/2004. 
22 Vid. PRECIADO DOMENECH, “Comentario de la sentencia de la sala de lo social de la Audiencia Nacional de 19-
11-2018”, disponible en: http://jpdsocial.blogspot.com/2018/11/comentario-de-la-sentencia-de-la-sala.html; ALEMÁN 
PÁEZ “Mercado del sexo vs. trabajo sexual/ Abolicionismo vs. legalización de la prostitución: doble juego de binomios 
y propuestas reguladoras comparadas”, RGLJ nº 1, 2019; ó ARIAS DOMÍNGUEZ “¿Por qué no inscribir OTRAS?”, 
Blog del autor, nº 102, disponible en: https://aariasdominguez.blogspot.com/2018/09/102-por-que-no-inscribir-
otras.html?m=1  

http://jpdsocial.blogspot.com/2018/11/comentario-de-la-sentencia-de-la-sala.html
https://aariasdominguez.blogspot.com/2018/09/102-por-que-no-inscribir-otras.html?m=1
https://aariasdominguez.blogspot.com/2018/09/102-por-que-no-inscribir-otras.html?m=1
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la organización institucional y colectiva de dichas actividades, de suerte que mientras los 
primeros defienden los intereses económicos de los hosteleros y empresarios asociados, 
los segundos hacen lo propio respecto de los derechos de los trabajadores sexuales. Las 
diferencias surgen, empero, nada más comparar el perfil jurídico de ambas asociaciones 
y barajar las consecuencias de su posible equiparación. Es entonces cuando la 
dogmática judicial colaciona el sustrato subyacente a ambos litigios, apuntando además 
la distinta naturaleza de los sindicatos y las asociaciones patronales.  
 
El TS permitió la inscripción de ANELA aplicando una exégesis permisiva y garantista. 
La STS 27/11/2004, que a su vez retomaba la línea hermenéutica de la propia sala (STS 
25/1/1999, Rec. nº 1754/1998), decretó la licitud registral bajo la cobertura fundante del 
art. 7 CE23. A su entender, tal canon ampara el registro en aras de una defensa legítima 
de los intereses empresariales, dentro de los cuales se encuentra la contratación de los 
trabajadores precisos para funcionamiento de dichas actividades. El Alto Tribunal 
mencionó “ex professo” a tres perfiles: camareros, limpiadoras y personal de alterne24, 
pero es claro que dichos escenarios, tanto como la ordenación del trabajo resultante de 
ellos, constituyen una antesala preparatoria del ejercicio de la prostitución. El Supremo 
no entró a valorar el objeto social de la asociación patronal ni la más que posible letra 
fraudulenta de sus Estatutos. Y también rechazó el régimen de presunciones asignables 
a los locales de alterne como escenarios fomentadores de la prostitución25.  
 
La tesis laxa del registro patronal sostenida por el TS se invierte, sin embargo, en la SAN 
19/11/2018, cuyo contenido es recabado argumentalmente en la STSJ CATALUÑA. 
Razones de espacio impiden profundizar las posturas disímiles del TS y de la AN pero 
al menos destacaré los términos de su extrapolación resolutoria. La anulación registral 
del sindicato OTRAS aconteció básicamente por mor de la definición dada a su objeto 
en sus normas Estatutarias (sic: “actividades relacionadas con el trabajo sexual en todas 
sus vertientes”). Su colación al expediente motivador tenía una apoyatura dogmática, 
fundada en las reglas generales de nulidad negocial. La redacción evanescente que 
hacía gala aquella norma fundacional dilataba “in extenso” el referido objeto. Su 

 
23 La doctrina laboralista examinaría críticamente la STS. 27/11/2004; por todos, vid FERNÁNDEZ VILLARINO, “El 
alterne y la prostitución. La legítima asociación de sus protagonistas y los efectos de su consideración laboral. 
Sentencia de la Audiencia Nacional de 23 de diciembre de 2003”, TL nº 74, p. 237 p. 237; o las consideraciones de 
DESDENTADO, “Contrato de trabajo y prostitución. Una reflexión sobre la sentencia de la Sala 2ª del Tribunal 
Supremo de 14 de abril de 2009”, Diario La Ley nº. 7238 
 p. 24). La STS de 25/1/1999 (ponente: MARTIN VALVERDE) ya avizoró el alcance del debate: “La diferencia 
específica de las asociaciones empresariales dentro del género de las asociaciones profesionales de empresarios 
radica en el campo en que aquéllas actúan y en los medios de acción que el ordenamiento pone a disposición de las 
mismas. Las asociaciones empresariales han de estar proyectadas para intervenir en las relaciones laborales, 
contribuyendo, como dice el art. 7 de la Constitución, en paralelo con los sindicatos, «a la defensa y promoción de los 
intereses económicos y sociales que les son propios». Los medios típicos de acción de las asociaciones empresariales 
son la negociación colectiva laboral, el planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, el diálogo social y la 
participación institucional en los organismos públicos de las Administraciones laborales” (FJ nº 3).  
24 “…para que exista una asociación de empresarios es necesario que intervengan en las relaciones laborales, 
contribuyendo como dice el art. 7 CE en paralelo con los Sindicatos a la defensa y promoción de los intereses 
económicos y sociales que le son propios, siendo los medios típicos de la acción de las asociaciones empresariales 
la negociación colectiva laboral, el diálogo Social, el planteamiento de conflictos colectivos de trabajo y la participación 
institucional en los organismos públicos de las Administraciones laborales. En consecuencia, si las empresas que 
integran la Asociación…son titulares de los establecimientos hosteleros de referencia, que por su propia naturaleza 
necesitan para su funcionamiento de personal laboral, como son los camareros, limpiadoras, etc.., y el «alterne», en 
su caso… Están legitimados para asociarse y para intervenir, en cuantos problemas se deriven de las relaciones 
laborales, antes relacionadas”.  
25 “suponer…que realmente el objeto del establecimiento sea la explotación de la prostitución y que por tanto, el objeto 
social expresado en el art. 3 de los estatutos constituye un fraude, no deja de ser una presunción no probada, aparte 
de que la Sala no puede presumir que la Asociación pretenda fomentar la prostitución y si, en el curso de su actividad 
futura, así fuera, será entonces cuando habrán de adoptarse las medidas oportunas por quien corresponda”. 
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redacción daba cobertura a funciones promocionales tales como el alterne, la pornografía 
y la prostitución en sí, pero, sobre todo, integraba el abanico de derechos que conforman 
el contenido esencial de la libertad sindical. El art. 28 CE atribuye tal derecho 
fundamental a toda persona que ostente la condición de trabajador, lo cual presupone la 
existencia de un empleador laboral legítimo, cuyo plexo da carta de naturaleza a los 
derechos sindicales. Así pues, si las actividades del sindicato OTRAS subsumen el 
ejercicio de la prostitución, y si el trabajo sexual se desarrolla dentro del ámbito 
organicista y rector de un tercero, el objeto deviene inválido26.  

 
Los argumentos de teoría general del derecho, prístinamente aducidos por los tribunales 
del orden social, constituyen un fuste referencial inicial donde anudar otros motivos de 
fondo. Y es que, en efecto, reconocer a OTRAS la condición de sindicato abre un 
arriesgado efecto en cadena de tenor alambicado y expansivo. En primer lugar, su 
reconocimiento da un cedazo de laboralidad a relaciones contractuales de objeto ilícito, 
cuyos efectos se anulan “ab radice” por aplicación de las reglas generales de invalidez 
de los contratos ex art. 1261 CC, en los términos como veremos acto seguido. Este 
presupuesto precisamente catapulta el proxenetismo, y, de consuno a ello, el 
asociacionismo colectivo y la creación de patronales de igual cariz27. Es más, si seguimos 
avanzando en esta misma con-causalidad, todas estas premisas abren la espita de la 
negociación colectiva, con la consiguiente disposición de derechos de naturaleza 
personalísima, libertad sexual inclusive28.  

 
A mi modesto entender, la construcción Constitucional del derecho de libertad sindical 
infiere, en principio, un ámbito subjetivo de tenor amplio. Así se colige de su formulación 
en el art. 28 CE (“Todos tienen derecho…”) y de su hermenéutica por la doctrina 
Constitucional (v.gr. STC 7/11/2007, EDJ 2007/188657, FJ nº 3 y 8). Ahora bien, el art. 
28 CE debe interpretarse conforme a su desarrollo legislativo en la LOLS 11/1985. 
Cuando eta norma perfila el contenido esencial de dicha libertad reconduce 
estructuralmente su alcance a la condición de trabajador. Así lo explicita el art. 1.1 
(“Todos los trabajadores tienen derecho…) y así se infiere complementariamente del 
inciso aclarativo del art. 1.2 (“A los efectos de esta ley, se consideran como trabajadores 
aquellos que sean sujetos de una relación laboral…”). Una recta exégesis ampara el no 

 
26 “(El objeto del sindicato OTRAS) comprende tanto actividades respecto de las que no cabe duda que pueden 
ejercerse en el marco de una relación laboral como son las referidas al alterne…, la pornografía, la participación en 
espectáculos públicos con connotaciones eróticas (así como) el ejercicio de la prostitución bajo el ámbito organicista 
y rector de un tercero, lo cual …. no resulta un objeto válido en el marco de un contrato de trabajo. Desde el momento 
en que el precepto estatutario no excluye tales servicios de su ámbito funcional, la ilegalidad del mismo resulta 
manifiesta” (SAN 19/11/2018, FJ 7º).   
27 ANELA fue estatuida en el 2002, y opera, entre otros aspectos, como centro logístico y de atención a los pedidos de 
sus asociados (distribución de preservativos, sábanas, bebidas, etc). Para corroborar la urdimbre estructural de la 
patronal ANELA, con historias de vida que testimonian sus dimensiones reticulares, vid. LOZANO M. “'El Proxeneta. 
La historia real sobre el negocio de la prostitución”, Ed. Alrevés, Madrid, en espec, pp. 90 a 98, referidas “ex professo” 
a dicha asociación.   

28 Esta relación concausal fue colacionada por la SAN (supra) incorporando los argumentos del ministerio público: 
“Como ha puesto de manifiesto el Ministerio Fiscal, las consecuencias de su admisión resultarían totalmente contrarias 
al ordenamiento jurídico (pues) supondría: a) dar carácter laboral a una relación contractual con objeto ilícito; b) admitir 
que el proxenetismo- actividad respecto de la que como hemos señalado el Estado se ha comprometido internacional 
a erradicar- es una actividad empresarial lícita; c) admitir, a su vez, el derecho de los proxenetas a crear asociaciones 
patronales con las que negociar condiciones de trabajo y frente a las que se pudieran adoptar medidas de conflicto 
colectivo, posibilidad ésta que expresamente descarta la STS de 27-11-2004 ya referida; d) asumir que de forma 
colectiva la organización demandada y los proxenetas y sus asociaciones puedan negociar las condiciones en la que 
debe ser desarrollada la actividad de las personas empleadas en la prostitución, disponiendo para ello de forma 
colectiva, de un derecho de naturaleza personalísima como es la libertad sexual- entendiendo por tal el derecho de 
toda persona de decidir con qué persona determinada se quiere mantener una relación sexual, en qué momento y el 
tipo de práctica o prácticas que dicha relación debe consistir”. 
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reconocimiento del derecho de sindicación a los trabajadores sexuales. Con todo, es 
claro que las razones de fondo, y de mayor peso denegatorio, conectan el plexo subjetivo 
de la libertad sindical con sus dimensiones funcionalistas, sobre todo con las atribuciones 
del párrafo d) del art. 2.2 LOLS. Y dentro de ellas, la salvaguarda -y cierre concomitante- 
del derecho de negociación colectiva, verdadero muro de contención de la doctrina 
judicial y su teorética aneja. 

 
IV. EL EXPEDIENTE MOTIVADOR DE LA SENTENCIA Y SUS ASPECTOS 

RESOLUTORIOS.  
 
La STSJ CATALUÑA afronta finalmente los aspectos resolutorios a través de las 
premisas justificativas del fallo judicial. Para ello, y como hemos visto, anuda los 
antecedentes fácticos y descriptivos con los fundamentos teóricos y normativos 
aplicables al caso, trabando así estructuralmente el sentido último del mismo. El TSJ 
rechazará la petición demandada, y con ello la laboralidad del vínculo, sin embargo deja 
abierto un portillo donde sustanciar posibles acciones ulteriores. La sentencia sigue un 
“iter” lógico que combina el discurso argumental con las correspondientes reglas 
inferenciales, dotándola de una mayor compacidad. Con todo, el proceso de conducción 
irá más allá de un mero enunciado de razonamientos y apoyaturas. Al enjuiciarse un 
supuesto de prostitución masculina, el TSJ procura robustecer el esquema resolutorio 
trascendiendo del mero desglose lógico-formal argumental. De una parte, perfila “in 
extenso” un arco de justificaciones internas con las correspondientes apoyaturas 
teóricas. Pero por otro lado, cuida asimismo la vertiente, digamos, “externa” del fallo, 
combinando esta vez cánones de justicia con códigos éticos y criterios de aceptabilidad 
material. El contenido decisorio bascula básicamente sobre tres grandes ejes: la 
laboralidad del trabajo sexual, la nulidad negocial, y la trabazón de esto último con unos 
cauces procesales subsiguientes. 
 
 

1.- LA LABORALIDAD DEL TRABAJO SEXUAL. 
 

Como decíamos, el primer eje resolutorio gira sobre la problemática laboralizadora del 
vínculo. Se trata del nudo gordiano de la sentencia, y que además cataliza las 
consideraciones referentes a la naturaleza socio-jurídica del trabajo sexual. El propio TSJ 
le asigna un papel medular en su orden de prioridades pues, según reconoce 
explícitamente, ese “carácter principal condiciona el resto de pretensiones del recurso”. 
En verdad es el verdadero “thema decidendum”, ora a nivel dogmático 
(fundamentaciones), gnoseológico (concepción institucional, construcciones 
conceptuales) y estratégico (valoraciones concomitantes, actuales y venideras, del 
fenómeno de la prostitución). El abordaje requería un acto previo de confirmación del 
desempeño no coactivo y voluntario de los cometidos profesionales. Podría decirse que 
esta vez las “razones por” se entreveran con las “razones para”, y en ese sentido el 
Tribunal aplica, respectivamente, el método de descarte por diferencia de pares y desde 
una perspectiva de género (ex art. 4 LOIMH)29.  

 
29 “Por otro lado, desde una perspectiva de género (art.4 LOIMH), debe tenerse en cuenta la lacerante realidad que 
supone tanto la trata de personas con finalidades de prostitución, la mayor parte de ellas mujeres y niñas, como la 
explotación de la prostitución. Sin embargo hay que subrayar que en el caso del demandante es un hombre y no 
concurre ni trata de seres humanos ni explotación de la prostitución ajena” (punto 3.5.4). 
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Confirmada la no aplicación de los tipos penales, la sentencia desvela el carácter laboral 
de la relación que vincula al trabajador con el prostíbulo. Para el TSJ CATALUÑA el 
vínculo jurídico derivado de dichas relaciones subsume los requisitos del tipo general 
Estatutario30. El trabajador extranjero realizaba la prestación en las habitaciones del local 
habilitado por la SL, previa selección del mismo por los clientes y los administradores del 
negocio. Aparte de ello, y según el relato de hechos probados, el cometido principal (o 
basilar) giraba sobre la dación material de “servicios sexuales”31. Obviamente, hablamos 
de un “manto conceptual” alambicado a fuer de etéreo. Algunos ordenamientos, 
partidarios del modelo legalizador del trabajo sexual, han dado una definición del mismo 
en sus normas regulatorias32. Sin embargo son conceptuaciones tan laxas, en pura 
abstracción técnico-formal, que devalúan tales apuestas definitorias33. La adjetivación 
(“sexual”) se diluye sustantivamente (“servicio”/ “servicio-s”) y además remite al rango de 
tarifas y a las negociaciones privadas. Más que definiciones objetuales, bosquejan  un 
“boceto descriptivista”; meras pinceladas que cumplimentan un expediente en puridad 
nominal y formal.   

 
En cualquier caso, el TSJ recaba tal concepto en su expediente motivador, a mi entender 
por dos razones. La primera es meta-jurídica, y enlaza con el proceso de ampliación 
material de la prostitución y de normalización correlativa de dichas actividades. Los 
mismos conceptos “trabajador sexual”/“servicio sexual” connotan dicha normalización, 
esta vez mediante un supuesto de prostitución masculina. Aparte de ello, el uso de tales 
conceptos responde a una finalidad técnico-jurídica. Por vía integradora, permiten 
identificar objetualmente el contenido principal de las obligaciones; mientras que, por vía 
negativa, marcan una cesura en el jaez de cometidos desempeñados, sobre todo 
respecto de las funciones de limpieza de la habitación, la higiene del cuarto de baño, o 
la sola y estricta realización de masajes corporales. Para el TSJ estas tareas tienen un 
carácter accesorio, y merecen una consideración secundaria y subordinada respecto de 
la misión principal (servicios sexuales). La apostilla de este canon de subsidiaridad 
funcional puede parecer nimia, pero no lo es. Según veremos, el TSJ decreta la nulidad 
del contrato y, visto así, la apostilla evita rendijas que relativicen ese efecto jurídico. Así 
acontecería, por ejemplo, con una segmentación funcional de la prestación que 
distinguiese un doble haz de cometidos, separándolos y dotándoles de sustantividad 
propia e independiente. Si, por el contrario, decretamos la “accesoriedad” de aquellas 

 
30 “A tenor de cuanto queda expuesto, en el caso de autos, nos hallamos ante un supuesto de prostitución voluntaria 
por cuenta ajena, enmarcada en las notas de dependencia y subordinación propias de toda relación laboral, que se 
realiza simultáneamente con otras actividades completamente accesorias, como son la limpieza de habitaciones y 
masajes, en su caso” (punto 3.5 de la sentencia).  
31 “Las labores del demandante han consistido en la realización de masajes y, en su caso, servicios sexuales, a los 
clientes de la demandada, así como la limpieza y adecuación de las habitaciones en las que se prestaban tales 
servicios” (nº 2). 
32 Caso del ordenamiento Alemán, cuyo sistema anuda la prostitución con el trabajo sexual, asociando esto último con 
el hecho de proporcionar “servicios sexuales”. La ley hace una definición muy alambicada: “el servicio sexual es, por 
un lado, un acto sexual negociado entre, al menos, una persona y otra que interviene directamente en el servicio a 
cambio de un pago, y, por otro, autoriza la negociación del acto sexual en nombre de una persona a cambio de pago” 
(“Eine sexuelle dienstleistung ist eine sexuelle handlung mindestens einer person an oder vor mindestens einer 
anderen unmittelbar anwesenden person gegen entgelt oder das zulassen einer sexuellen handlung an oder vor der 
eigenen person gegen entgelt”). Sobre dicha configuración técnico-jurídica, vid ALEMÁN PÁEZ, “El trabajo sexual en 
la Ley Alemana reguladora de la Prostitución (“Prostituiertenschutzgesetz”). Bases teóricas y exegéticas de una 
isonomía crítica”, DRL, nº 7, 2018: pp. 747 a 753. 
33 Alguna Ordenanza Municipal afina más (supra cit) en la conceptuación, y así: “se considera prestación de servicios 
de naturaleza sexual  la actividad ejercida de manera libre e independiente por el prestador o la prestadora del servicio 
con otras personas, a cambio de una contraprestación económica, y bajo su propia responsabilidad, sin que haya 
ningún vínculo de subordinación por lo que respecta a la elección de la actividad, llevada a cabo en reservados anexos 
a las dependencias de determinados locales de pública concurrencia” (art. 2 del Decreto 217/2002, de la Generalitat 
de Cataluña).  
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tareas respecto del cometido principal, la dación de sexo retribuido absorbe la 
completitud del contenido funcional de la prestación34. O dicho de otro modo. Parapeta 
mayormente el acto de voluntad jurisdiccional.  

 
Hecha la salvedad, y como venía significando, la laboralidad del vínculo se infiere de las 
condiciones realizadoras de los cometidos profesionales. El trabajador estaba sujeto a 
horario, acudía periódicamente al prostíbulo, recibía órdenes de los encargados, 
aparecía publicitado en internet, y recibía una retribución de cuarenta euros en metálico 
por servicio. Si abstraemos técnicamente tal cuadro de factores, colegimos fácilmente 
los indicios-tipo de una relación de trabajo. La prestación revestía los requisitos de 
personalidad y voluntariedad, y se desarrollaba en condiciones de subordinación, 
ajenidad y dependencia. Indicios todos ex art. 1 ET que, por lo demás, fueron confirmaron 
judicialmente con los mecanismos probatorios correspondientes.  

 
 

2. NULIDAD E INVALIDEZ. ASPECTOS DOGMÁTICOS Y CAUCES PROCESALES 
ALTERNATIVOS 

 
1. El segundo eje fundamentador de la sentencia sigue una concatenación lógica empero 
“a contrario” de lo anterior, y centra esta vez las argumentaciones dogmáticas. Según 
vimos, las circunstancias fácticas del caso y el tipo estructural abierto ex art. 1 ET 
amparan la consideración laboral del vínculo del trabajador con el prostíbulo, dador de 
trabajo. Ahora bien, todos los contratos y transacciones privadas deben observar unas 
normas imperativas que, de incumplirse, invalidan el negocio, condicionando 
paralelamente la producción de efectos. La prestación material de servicios sexuales, 
como objeto de intercambio mercantil, no está al margen de dichas reglas generales. 
Tanto la constitución del vínculo, nacido de las negociaciones bilaterales o triangulares 
trabadas entre los actores intervinientes, como los efectos derivados de tales acuerdos, 
penden de una conmixtión de requisitos esenciales (art. 1261 CC) y con-validadores (art. 
1262 y ss; art. 1274 y ss; y art. 1261 y ss; en correlación con los anclajes rectores del 
propio art. 1261 CC).  

 
El TSJ cambia entonces el sentido del fallo, decretando la invalidez del contrato pactado. 
Se trata de un paso subsiguiente a la premisa laboralizadora antedicha, y que no 
contradice la lógica argumental del fallo. No lo era, ni lo es, porque los órganos judiciales 
están sujetos al imperio de la ley y a las exigencias que ésta impone. Hablamos de 
requisitos comunes y generales para todos los actos negociales y que se aplican 
imperativamente. Lo hacen en cualesquiera fines jurídicos, aun contrariando lo querido 
por los actores intervinientes, e independientemente del filtro o categorías utilizadas. La 
negociación de un servicio sexual, entendido como acto voluntario y derivado de la 
autonomía privada, ni escapa a dichas reglas generales ni soslaya la “imperatividad” de 
estas. Así, y como rezan las referidas reglas, lo querido por las partes, cualquier 
estipulación prestacional, obliga “a todas las consecuencias que, según su naturaleza, 
sean conformes a la buena fe, al uso, y a la ley” (art. 1258 CC “in fine”).  
El carácter imperativo, prescriptivo y erga omnes” de dichos cánones (entendido el 
brocardo como aspecto “oponible frente a todos”) lleva finalmente al Tribunal a recabar 
los códigos invalidantes negociales. La STS CATALUÑA anuda en nuestro caso la ilicitud 

 
34 Sobre la construcción teórica de los contenidos funcionales del vínculo y sus diferenciaciones concomitantes (tareas 
basilares, complementarias, accesorias, etc) vid. ALEMÁN PÁEZ, “El encuadramiento profesional”, MTSS, Madrid, 
1995, pp. 190-195. 
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del objeto ex arts. 1261 y 1271 a 1273 CC con el plexo de la causa torpe ex art. 1306 
CC. La doctrina judicial y científica recaban tales fundamentos según los supuestos de 
ejercicio prostitucional y las particularidades rituarias35, y, como digo, el TSJ integra 
sendos anclajes al expediente motivador. Su contenido no se pronuncia, sin embargo, 
sobre el valor dable a los límites éticos y morales ni sobre la efectividad de estos en la 
contratación privada de servicios sexuales. El TSJ se limita a decir (punto 3.5) que “el 
objeto del contrato es ilícito (art. 1261 y 1271-1273 CC) no porque el trabajo sexual deba 
considerarse "contrario a la moral" ni porque dicho trabajo deba ser objeto de estigma o 
intrínsecamente indigno, sino porque su prestación en régimen de subordinación, con 
sujeción a órdenes, instrucciones sobre el qué, con quién, cómo, cuándo y dónde de 
dicha prestación, sujetando a la potestad disciplinaria la desobediencia de las órdenes 
del empresario (art. 5c) y 20 ET), resulta contraria a la dignidad humana (art.10.1 CE)”.  

 
Manejamos una hermenéutica delicada y resbaladiza que, además, pone en brete la 
sensibilidad de los tribunales en estos temas. A mi modesto entender, los límites ético-
sociales vienen impuestos por mandato legal expreso (ex arts. 1255, 1271 y 1275 CC) 
pues son bienes proficuos de tutela. Lejos de tener una “función decorativa”, ejercen una 
función auténticamente constitutiva del contrato, y forman parte indisoluble del mismo 
(Arias Domínguez, ult. cit). Esos vectores de ordenación vienen dados por patrones de 
conducta exigidos y exigibles socialmente, cuyos elementos se infieren de las reglas 
básicas de convivencia y honestidad cívica. Soy de quienes piensan que nuestro objeto 
fenoménico violenta tan meritada plataforma de mínimos. El ejercicio prostitucional no 
preserva las condiciones fundantes de la dignidad del ser. Tanto los medios (exhibición, 
compraventa física, sentimental y anímica, actitudes de sumisión, violencia psíquica, 
“satisfactores disposicionales”, factores de riesgo, etc.) como los resultados (anulación 
emocional, degradación, traumas psicosociales, in-dignidad, in-humanidad) chocan con 
la conciencia social colectiva y del individuo. Todo ello requiere una medición 
escrupulosa de los umbrales de aceptación y de los niveles de amparo material y jurídico.  
 
La STSJ CATALUÑA de 19/11/2019 colaciona la ilicitud negocial merced al grave riesgo 
de vulneración de derechos fundamentales que entraña el ejercicio del trabajo sexual. El 
hecho prostitucional vive a caballo entre la ilegalidad (vulnerar la ley) y la ilicitud (violentar 
la moral, las buenas costumbres o el orden público) y, como vengo significando, dicho 
régimen de vulneraciones atentan de pleno contra derechos íntimos y dignitativos. Estos 
valores fundantes son la médula espinal de nuestro objeto fenoménico, y, por serlo así, 
deben quedar incólumes. La reconducción del fallo sobre estos elementos endo-
céntricos confirma, pues, la bondad y solidez de la voluntad jurisdiccional. Cuando un 
sujeto se erige en apéndice material a disposición de otro cosificándose como un mero 
instrumento de satisfacción sexual o pulsional, abdica de la condición humana, y, a la 
postre, de su esencia dignitativa. Ciertamente, cuando la persona transmuta en 
herramienta instrumental-grupal, “deja de ser un ser digno”36. Se merma en primer 

 
35 Como bien apunta ARIAS DOMÍNGUEZ, “la libertad de contratación de servicio entre las partes es plena siempre y 
cuando el objeto de contratación pactado sea lícito. Entendiendo que la causa del contrato es ilícita cuando se opone, 
o bien a la Ley (o el orden público), o bien a la moral o buenas costumbres, conceptos estos dos últimos que, a estos 
efectos de límite a la contratación, deben entenderse como sinónimos”, en “Prostitución y Derecho del Trabajo 
¿auténtica relación laboral? Comentario a la STSJ de Cataluña, de 2 de octubre de 2008”, AS, nº 17; 2008). VILLA 
DE LA SERNA habla de “nulidad del contrato de trabajo por ilegalidad del objeto y/o ilicitud de la causa” (“Relaciones 
laborales de hecho, nulidad del contrato de trabajo y actividades laborales de causa u objeto ilícitos o contrarios a las 
buenas costumbres. Comentario a la doctrina judicial sobre el “alterne”. RGDTSS nº 6, 2004, p. 12. Refutando esta 
teorética, vid. GONZÁLEZ DEL RÍO, “El ejercicio de la prostitución y el derecho del trabajo”, Ed. Comares, Granada, 
2013, p. 102.   
36 PRECIADO DOMENECH, “Teoría general de los Derechos fundamentales en el contrato de trabajo”, Ed. Thomsom 
Reuters, Aranzadi. 2018, p. 812. 
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término el libre desarrollo de la personalidad, pero de inmediato las desfiguraciones 
trascienden a la sociedad valorativamente; en nuestro caso, amplificando un vasto jaez 
de cosificaciones alienantes. La esfera sexual es, en efecto, unas de las manifestaciones 
del “núcleo duro” de la intimidad empero no es la única (v.gr. vid. STS. 24/02/2020 Rec. 
nº 3335/2018, FJ nº 2).  
 
El Tribunal Autonómico recaba de nuevo el método de descarte por diferencia de pares. 
Lo hace para marcar una cesura clara entre el trabajo sexual voluntario y autónomo y las 
situaciones de explotación por cuenta ajena. No es baladí tamaña colación argumental. 
A mi modesto modo de ver, el TSJ busca una solución ecléctica, entre otras cosas, para 
cohonestarla con los criterios interpretativos que vienen imponiéndose a escala europea. 
La reconducción del hecho prostitucional a la cobertura del trabajo autónomo viene 
siendo acogida por el TJUE y el TEDH. La integración en la motivación judicial de dichas 
pautas conceptuales (“trabajo sexual”, “servicio sexual”, etc) no hace más que corroborar 
dicha doctrina. El TSJ avizora esa vía intermedia en el punto 3.3. “in fine” de la 
sentencia37, abriendo con ello una ventana de oportunidad al trabajo sexual por cuenta 
propia38. A diferencia de su realización autónoma, la prostitución por cuenta ajena 
transgrede la intimidad y explota instrumentalmente la libertad sexual. Violenta el 
contenido esencial de tales derechos haciéndolos prácticamente irreconocibles39. En 
suma, y como se encarga de apostillar el TSJ: “la vida sexual y su libre ejercicio es un 
elemento importante de la esfera personal, del desarrollo de la personalidad protegido 
por el art.8 CEDH, y por tanto, encuadrable en el derecho a la intimidad del art.18 CE, 
interpretado conforme al art.10.2 CE”.  

 
La construcción descrita entraña un significativo avance en la doctrina judicial mantenida 
en este asunto40. Y es que, en efecto, aunque la autonomía de la voluntad refrende un 
consentimiento aparentemente libre, y los contratantes extiendan los aspectos volitivos 
y obligatorios al albur de sus transacciones privadas, la dación sexual retribuida no es 
objeto lícito del contrato de trabajo. El negocio prostitucional tiene sustancia ilícita, y las 
prestaciones cambiarias derivadas devienen “extra commercium”. Representan, de una 
parte, una abdicación personalísima del sujeto prostituido en los poderes de dirección y 
organización empresarial, díganse burdeles, prostíbulos y prácticas variopintas de 
proxenetismo. Y, exoticidades aparte, son formas de explotación que atentan contra el 
núcleo fundante la dignidad. El hecho que la dación sexual retribuida sea materia de 
negociación y contratación privada, y que su fenomenología tenga visos de expandirse 
materialmente, no dan un “marchamo cualificante” a tan singulares servicios. La licitud, 
como elemento constitutivo del objeto de los contratos, resuelve un dilema de posibilidad 
jurídica desde un régimen de valoraciones y significaciones preexistentes41. Estos 

 
37 En él alude al art. 35 CE extrapolando textualmente el art. 1 de la Ley 2/2007, de Trabajo Autónomo. 

38 “En un marco jurídico, como el que hemos examinado, donde el trabajo sexual por cuenta propia se halla amparado 
por la libertad de establecimiento y de prestación de servicios (art.49 TFUE), por el derecho al trabajo en régimen 
autónomo y a la libre elección de profesión u oficio (art.35 CE -vid. STC 109/03) y Ley 20/2007) y en definitiva, por la 
libre autonomía de la persona, dicho trabajo, en sí mismo, no puede considerarse indigno” (punto 3.5) 

39 “Al contrario, su prestación bajo régimen de subordinación y disciplina empresarial, sí que cosifica a la persona en 
uno de sus más íntimos aspectos de la personalidad, la libertad sexual. En el caso de la libertad sexual y la intimidad, 
el esquema de subordinación -en sí mismo- afecta al contenido esencial de ambos derechos. Que alguien tenga 
derecho a controlar, sancionar y ordenar sobre el contenido de la libertad sexual e intimidad supone una afectación a 
su contenido esencial (art.53.1 CE), convierte en irreconocibles tales derechos, y dejan de proteger los intereses 
fundamentales conforme al concepto de contenido esencial consagrado por la STC 11/1981, de 8 de abril (f.8)” 
40 V.gr. STSJ CATALUÑA 17/9/2003 (nº 3826/03) SJ Social nº 2 de VIGO de 9/1/2002, STSJ ANDALUCÍA 17/9/2003, 
ó SSTS 13/3/1997, 15/6/1998, y 20/10/1988.  

41 Vid. SAN JULIÁN PUIG V. “El objeto del contrato”, Ed. Aranzadi, p. 67. 
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valores son construidos y proyectados, de consuno, a través de la vida en sociedad (a 
saber, las “buenas costumbres” ex art. 1271 CC “in fine”) y las prescripciones de la propia 
ley (ibídem). Parafraseando a Kant, lo moralmente bueno, las buenas costumbres, en 
fin, a las que repetidamente aluden los cánones generales (v.gr. arts.792, 1116, 1271 
CC), deviene de su conformidad con la ley moral y porque “sucede por mor de la 
misma”42.    
 
2. El tercer eje fundamentador de la sentencia embrida varios aspectos que allanan el 
sentido final de la resolución. Por un lado, retoma la línea hermenéutica anterior, relativa 
a la invalidez del vínculo jurídico, a efectos de profundizar en dicho fuste argumental. Al 
gravitar esta parte del expediente sobre argumentos dogmáticos se refuerza la 
motivación del fallo, ahondándose en las apoyaturas del mismo. La particularidad, sin 
embargo, es que el TSJ CATALUÑA añade ahora un “contexto de descubrimiento” al 
“contexto de justificaciones”43. El canon de congruencia de las motivaciones judiciales 
requiere la explicitación de las premisas resolutorias, pero en nuestro caso el hilo 
discusivo va más allá del estricto juicio técnico. Según veremos, la voluntad jurisdiccional 
recaba un discurso complementario de justificaciones éticas y justicia material. Lo hace 
siguiendo los cánones que gobiernan el expediente de motivación en el ámbito moral sin 
desviarse un ápice del marco de racionalidad iuspositiva.  

 
El punto de partida vuelve a recabar elementos dogmáticos. Las reglas generales 
sancionan la nulidad del negocio por ilicitud del objeto y/o causa torpe (arts. 1271 y 1306 
CC)44, ahora bien, estos códigos se matizan en el ámbito iuslaboral, entre otras cosas, 
por el principio de conservación del negocio y las particularidades estructurales de la 
relación de trabajo (v.gr. realización material de la prestación vs. principio de post-
remuneración). El fallo es contundente declarando la “nulidad ab radice” de la prostitución 
por cuenta ajena. Para el TSJ: “la sumisión de la vida sexual de la persona al esquema 
de la subordinación propio del contrato de trabajo supone una vulneración de dicho 
derecho a la intimidad”. El problema es que la sanción de nulidad contractual absoluta 
cierra al trabajador la acción de despido. Como apostilla el TSJ CATALUÑA, 
colacionando su propia doctrina, “no puede extinguirse una relación jurídica que resulta 
ser nula (STSJ Catalunya 2 noviembre 2007, Rec. 993/2005)”. Como sabemos, los 
supuestos de nulidad parcial permiten salvar la parte no invalidada del contrato y la no 
contaminación de lo restante (ex art. 9 ET) sin embargo el TSJ descarta tal extremo45. A 
su entender: “en el caso de autos nos hallamos ante un contrato nulo y no hay acción 
por despido, y al no existir declaración de despido improcedente ninguna cantidad ha de 
ser fijada en concepto de indemnización o de salarios de tramitación”.  
 

 
42 KANT I. “Fundamentación para una metafísica de las costumbres”, Ed. Gredos, T.II, 2010, p. 6. 

43 ALISTRE SANTOS TJ, “La motivación de las resoluciones judiciales”, Marcial Pons, Madrid, 2011, p. 239. 

44 “…procede ahora examinar cuales son los efectos jurídicos de un contrato de trabajo nulo. Así, el contrato con causa 
torpe, en el ordenamiento civil (art.1306 CC), supone que cuando el hecho en que conste la causa torpe no constituyera 
delito ni falta deban observarse las reglas siguientes: "Cuando la culpa esté de parte de un solo contratante, no podrá 
éste repetir lo que hubiese dado en virtud del contrato, ni pedir el cumplimiento de lo que se hubiera ofrecido. El otro, 
que fuera extraño a la causa torpe, podrá reclamar lo que hubiere dado, sin obligación de cumplir lo que hubiere 
ofrecido".  
45“Al contrario, en los supuestos de contrato de trabajo parcialmente nulo, el contrato permanecerá válido en lo 
restante, gozando el trabajador de acción de despido, en su caso, debiéndose integrar el contrato, y por supuesto, si 
la parte nula del contrato supone una vulneración de derechos fundamentales, el trabajador goza de acción para su 
tutela. En este caso no concurre una nulidad parcial porque, como se dijo, los servicios de limpieza de habitaciones y 
de masajes resultan ser absolutamente accesorios de la prestación principal, consistente en servicios sexuales”. 
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Ante esa encrucijada, el TSJ CATALUÑA orienta el expediente sobre el derecho a la 
intimidad y su imbricación con la dignidad46. La conexión de su violación material (ex 
arts. 10 y 18 CE) con los cauces rituarios (ex arts. 177 a 184 LRJS) abre una ventana de 
oportunidad a los criterios de justicia dentro del “contexto de descubrimiento” antes 
mentado. Según vimos, tales criterios se antojan aporéticos, entre otras cosas, debido a 
la anomia reguladora y las circunvalaciones de estos temas litigiosos47. El último escollo 
hemos podido apreciarlo con las reglas del art. 9 ET. La dialéctica nulidad/ anulabilidad 
que alambica el precepto, aplicada al caso, aparejaba no ya un problema aporético (falto 
de soluciones) sino su llevanza a un callejón sin salida (“diasporein”). Para escudar tal 
extremo, y afianzar además el “contexto de justificaciones” del expediente motivador, el 
TSJ colaciona la vulneración de derechos fundamentales. Con esta doctrina, erigida en 
“thema decidemdum”, allana la “acción para su tutela conforme al art. 177-184 LRJS, y 
ello con independencia de la nulidad, total del contrato de trabajo”. 
  
El planteamiento del TSJ CATALUÑA podrá suscitar opiniones muy diversas pero, a la 
luz del relato fáctico y del andamiaje jurídico vigente, es plausible por un doble orden de 
razones. La primera enlaza con lo ya expuesto: abre un portillo en una normativa 
henchida de incoherencias regulatorias y distorsiones valorativas. Tampoco debe 
pasarse por alto la posición de fuerza material y procesal que ostenta la parte 
empleadora en estos casos. El discurso social de la prostitución destaca la solvencia que 
detenta la patronal del sector cuando se articulan las respectivas postulaciones en sede 
procesal. Frente a dicho rol de dominancia y sujeción, los sujetos prostituidos declinan 
accionar judicialmente. Unas veces abdican por imposibilidad emocional o económica, 
otras por recelo psico-social, y otras, en fin, por mera dejación de derechos; todo ello en 
loor de impunidad.  

 
El segundo orden de razonamientos ahonda en lo antedicho, y enlaza con el papel de 
los órganos judiciales laborales. El enjuiciamiento del hecho prostitucional, cuando ello 
tiene lugar jurisdiccionalmente, anuda una doble vertiente de lateralización y justicia 
social. Lo primero es producto de las atribuciones competenciales, y encuentra causa, 
entre otros aspectos, en la ausencia de un modelo regulador de los intercambios 
sexuales y en las “prácticas procrastinadoras” ya referidas. La justicia social, por su parte, 
trasunta lo anterior compensatoriamente. Cuesta pensar que los tribunales laborales no 
muestren bondad ética y criterios de justicia material cuando enjuician temas atinentes 
al ejercicio de la prostitución. Hablamos de nudos litigiosos de carácter bifronte, vista la 
consideración del trabajo sexual como medio de subsistencia y como recurso productivo. 
Cabe hipostasiar, con verosimilitud, que algún extremo de las prestaciones sociales o 
del manto protector laboral ejerzan cierto influjo en el sentido de las resoluciones. Los 
estigmas psico-sociales y las gravosas circunstancias materiales del sujeto prostituido 
suelen llevarle a no accionar judicialmente; y como apunté antes, tales renuncias pueden 
corregirse, si quiera relativamente, merced al abanico de posibilidades que brinda la 

 
46 “En este punto, un contrato de trabajo totalmente nulo por resultar su objeto ilícito (prestación de servicios sexuales 
en régimen de subordinación y dependencia), por ser contrario a la dignidad, no sólo ha de comportar la acción para 
exigir la remuneración correspondiente (art.9.2 ET), sino que también ha de generar la correspondiente acción para 
tutelar los derechos fundamentales vulnerados, particularmente la dignidad (presumimos un “y” omitido) la libertad 
sexual, que forma parte del derecho a la intimidad (art.18 CE) (Vid. STEDH 25 marzo 1992, CASO B. C. FRANCIA; 
STEDH 22 febrero 1994, CASO BURGHARTZ C. SUIZA, STEDH 25 septiembre 2001, CASO P.G Y J.H. C. REINO 
UNIDO)”. 
47 La sentencia integra el esquema argumentativo del JS Nº 10 DE BARCELONA de 18/02/2015 (autos nº 835/2013): 
"mientras el Estado Español no asuma las recomendaciones relativas a la erradicación absoluta de todas las formas 
de prostitución, la actual situación de "alegalidad" no reconociendo el carácter laboral de la relación, no hace más que 
agravar enormemente la incuestionable lesión de la dignidad, la libertad y la igualdad que comporta toda relación de 
prostitución por cuenta ajena, para la inmensa mayoría de mujeres que la ejercen". 
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rama social del derecho a través de los expedientes de protección de derechos 
fundamentales.    

  
El TSJ CATALUÑA integra al contenido de la sentencia algunas consideraciones del fallo 
de instancia. Comparte con el juez “a quo” las preocupaciones por la situación de 
“alegalidad” (sic) de la prostitución junto a un deseo de no privar a la parte más débil las 
contrapartidas propias de la rama social del Derecho48. El problema surge de inmediato 
al elucidarse el alcance del meritado estatuto protector. La sentencia de 11 de noviembre 
del 2019 revoca la tutela otrora concedida por el juez de instancia cuando reconoció la 
naturaleza de un contrato laboral válido. Por el contrario, la voluntad del tribunal le lleva 
a decretar “un contrato nulo (que no da lugar a la) acción por despido (de suerte que) al 
no existir declaración de despido improcedente ninguna cantidad ha de ser fijada en 
concepto de indemnización o de salarios de tramitación”.  
 
La decisión judicial reverdece de nuevo el engarce de los respectivos contextos 
justificativos y de descubrimiento. Este último, como vimos antes, propende un marco de 
justicia y justeza compensatoria en un mismo marco de racionalidad iuspositiva. Con 
esas coordenadas, el TSJ reconducirá la nulidad contractual al régimen indemnizatorio 
previsto en las acciones de tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas 
ex arts. 177 a 184 LRJS: “La razón de ello es que el ordenamiento ya arbitra la tutela 
judicial efectiva y la garantía de los derechos fundamentales en el orden social por el 
cauce del art.177-182 LRJS, a través de los que las personas que realizan trabajo sexual 
en régimen de dependencia y ajenidad pueden acudir para la tutela de sus derechos a 
la dignidad, libertad, igualdad e intimidad, a fin de obtener una indemnización que, 
siguiendo el art. 183 LRJS, debe contemplar un componente disuasorio”. La solución del 
Tribunal Autonómico pudo parecer “escapista” pero, como ya avancé, era la mejor 
manera de saldar la aporía procesal descrita y las incongruencias político-jurídicas 
concomitantes. Sabemos que el procedimiento especial de tutela de derechos 
fundamentales bosqueja unos trámites complejos. Desde nuestro objeto analítico 
destacan, por ejemplo, los aspectos probatorios o, sobre todo, los condicionamientos 
derivados de la intervención del ministerio fiscal. El rol del mismo puede llevarle a 
minusvalorar la tutela pública en pleitos de estas características, condicionando con ello 
los márgenes del órgano jurisdicente, dado el peso específico que en ese sentido 
despliega el ministerio público. A ello hay que sumar las gravosas situaciones que 
envuelven a los sujetos prostituidos, los cuales pueden abdicar de accionar 
judicialmente, incluso de forma tajante, nada más comprobar la adición de obstáculos a 
sus causas (v.gr. testigos). Hechas estas salvedades, el proceso especial de tutela de 
derechos fundamentales da obviamente cobertura a las transgresiones operadas en 
nuestro objeto, sobre todo gracias a los cánones recogidos en los arts. 182 y 183 LRJS 
y la teleonomía disuasoria del mentado procedimiento. Así, y según se encarga de 
declarar el TSJ CATALUÑA, “las personas que realizan trabajo sexual en régimen de 
dependencia y ajenidad pueden acudir para la tutela de sus derechos a la dignidad, 
libertad, igualdad e intimidad, a fin de obtener una indemnización que, siguiendo el art. 
183 LRJS, debe contemplar un componente disuasorio”.  

 
3. En verdad, los arts. 177 y ss LRJS propenden atajar el resultado, directo o mediato, 
de la vulneración de los derechos fundamentales tutelados, y también coligen una 
consecuencia, justa e integradora a la par, de los daños materiales o patrimoniales 

 
48 “La Sala comparte con dicha sentencia que desde la perspectiva del ordenamiento laboral, en un Estado Social y 
Democrático de Derecho (art.1.1 CE), no puede privarse a la parte más débil de un contrato de la protección que el 
Derecho del Trabajo le brinda”. 
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emergentes y de los derivados del lucro cesado o perjuicios ex art. 1101 CC, así como 
de los daños morales. Todo ello, desde un doble plano de acción: primero, 
suficientemente resarcidor para quien sufre el perjuicio; pero además, teleológicamente 
disuasorio para quien, por acción u omisión relevante, irroga tales daños. Si las 
relaciones de sumisión derivadas del ejercicio prostitucional entrañan vulneraciones de 
los derechos iusfundamentales, tal lógica, según añade el TSJ CATALUÑA, “no puede 
quedar indemne”. El régimen compensatorio derivado de tales actos “ha de contribuir a 
prevenir el daño, de forma que dicha indemnización habría de resultar, como mínimo, de 
igual cuantía que la que correspondería en su caso por despido, incluidos los salarios de 
trámite”. En efecto, el daño moral y la reparación del mismo se mueven en planos 
paralelos empero disjuntos habida cuenta que sus conexiones varían en función del 
primero y de las consecuencias activadas alrededor suyo. Piénsese que las relaciones 
prostibularias agudizan los efectos dañosos, sobre todo desde un plano psico-emocional 
(huellas psicológicas), y el tiempo se erige aquí en un factor contraproducente para la 
corrección jurídica de tan complejo esquema material.  

 
Ciertamente, los mecanismos de tutela compensatoria y resarcitoria no son fáciles ni 
expeditivos. Las dificultades objetivas de operacionalización se entreveran con 
obstáculos probatorios y con multiformes variables valorativas. Sin embargo la inanidad 
o levedad correctora crea un efecto boomerang en la justiciabilidad de estos litigios y en 
la justeza social de su objeto. De no atemperarse todas estas variables debidamente, 
como bien apunta el Tribunal Autonómico, “no contribuiría en modo alguno a la finalidad 
de prevenir el daño, como impone el art.183.2 LRJS y seguiría incentivándose el uso del 
contrato de trabajo para la realización de unos servicios que en nuestro ordenamiento 
sólo pueden realizarse por cuenta propia y en régimen de absoluta libertad y no 
subordinación”. A mi modesto entender, el argumento motivacional fue correcto. Las 
relaciones prostibularias disponen de escenarios dilatados de acción que, por ello mismo, 
amplifican los espacios de “pluri-ofensividad”. Comprometen seriamente los derechos de 
la personalidad, y en particular el trinomio: dignidad, intimidad y libertad sexual, tanto 
como un vasto cuadro de valores ético-normativos. Desde ambas lógicas, y en 
coherencia con los bienes y valores en juego, las pautas hermenéuticas y los canales de 
protección deben ser acordes con dichas “multi-lesividades” potenciales.  
 
Sabemos bien las dificultades aplicativas y de operacionalización material que entraña 
la evaluación de los daños morales cuando se producen transgresiones de los derechos 
iusfundamentales y los cánones dignitativos. Indemnizar el dolor equivale a tasarlo, y 
ambas cosas interactúan en un mismo plano de liquidez operativa y valorativa a fuer de 
estricta justiciabilidad. La LRJS proporciona, no obstante, márgenes de maniobra, cuyos 
términos, por lo demás, encuentran otros soportes complementarios49. En cualquier 
caso, soy de quienes piensan que el afrontamiento del daño punitivo debe atender más 
los aspectos propedéuticos que los estrictamente sancionatorios. Es a fin de cuentas el 

 
49 P.ej. CC (arts. 1088, 1089, 1101, 1103, y fundamentalmente, arts. 1902 y 1903), CP (arts. 109.1, 113, 147.1, y 
184.1), LISOS, Ley 30/1995, ordenadora del seguro privado, ó Ley 35/2015, de 22 de septiembre, reformadora del 
sistema para de valoración de daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. Al referido 
régimen se añaden dos textos adicionales: la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
(en particular, arts. 32, 34 y 36, sobre indemnizaciones a particulares) y la Ley 39/2015, de 1 de octubre, PACAP (y 
esta vez su “maquiavélico” art. 67). Por lo demás, los tribunales laborales aplican los tramos de multas del art. 40 de 
la LISOS, que como sabemos prevé cuantías comprendidas entre 60 y 187.515 E. Ahora bien, las multas por daños 
morales impuestas jurisdiccionalmente son sobremanera leves en sus cuantías, desactivando por completo el efecto 
preventivo deónticamente deseable. Las medias oscilan entre los 6000 (mayoría de las veces) y los 24.000, siendo 
escasísimas los casos que imponen sanciones contundentes. Entre estas citaré la STS 5/2/2013 (nº 89/2012; Ponente: 
Alarcón Caracuel), cuyo fallo cuantificó los daños en 60.000 E, lo que, evidentemente, estaría más cerca de lograr los 
deseados efectos disuasorios. 
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argumento conclusivo de la sentencia cuando destaca el significado de los efectos 
disuasorios y preventivos, en los términos antedichos. Es más, dada la “super-dimensión” 
de los aspectos dignitativos50, hipostasiaría  su reforzamiento con multas mucho más 
severas. Así las cosas, el órgano judicial esboza las consideraciones descritas a 
beneficio de inventario. Al final, el fallo rechaza la acción de despido, confirmando la 
nulidad del vínculo. Por razones de congruencia ex art. 179.2, 182 y 183 LRJS, el TSJ 
no se pronuncia sobre los aspectos restitutorios, atañendo al actor la sustanciación de 
las posibles acciones51. 
 
El TSJ CATALUÑA acertó, por tanto, en la reconducción al ámbito protector de los 
derechos iusfundamentales. Los anclajes éticos-morales se anudan al canon dignitativo 
y, en su trabazón mutua, proyectan las “disposiciones del hombre en la vida”52. La 
naturaleza de la dignidad, como derecho, principio y valor axial, individual y societal, 
siempre recabará la construcción de juicios referenciales y valorativos (recordemos la 
etimología: “dignari”: juzgar digno). Nuestro canon enraíza los aspectos ónticos de la 
condición humana y, desde dicho gozne, orienta deónticamente los procesos de 
especificación de los derechos fundamentales y la normación ética misma. El 
cumplimiento gradual y efectivo de los principios y derechos constitucionales transita por 
una cadena de realizaciones, y estas por un régimen de cumplimientos equivalentes de 
los valores en los que se asientan53. En ese interfaz, la dignidad se erige entonces en un 
termómetro de medición ético-normativa del injusto/ilícito, tanto desde su consideración 
de derecho humano como desde su naturaleza de principio axiológico y valor central. En 
efecto, y como apostillara el TC en sus primeras resoluciones, la dignidad constituye el 
“pórtico de los derechos fundamentales” (STC 53/1985, de 11 de abril, FJ nº 8). Desde 
ese fulcro subsume, por vía positiva e integradora, un “valor espiritual y moral inherente 
a la persona” (ibídem). Nuestro canon es la “viga substante” de los derechos 
fundamentales, amén de dintel sostenedor de su estructura regulatoria. Desde esos 
soportes levanta un dique de contención protector que filtra y dosifica un caudal de 
proyecciones ético-valorativas. Viene a ser, en palabras del TC, un “mínimum 
invulnerable que todo estatuto jurídico debe asegurar”, tanto como un “límite 
infranqueable para la ley ordinaria”. Por todo lo expuesto, vuelvo a subrayar el acierto 
del Tribunal Autonómico deshaciendo el nudo gordiano del litigio. La lógica motivadora 
de la sentencia da además al intérprete mimbres sólidos donde apoyar decisiones 
venideras. Los códigos de eticidad, y su profundización hermenéutica, siempre son un 
útil recurso, máxime si se propende avanzar en procedimientos vedados a la prístina 
razón técnico-jurídica. En cualquier caso, soy de quienes piensan que el nudo la 
prostitución apenas ha dejado de apretar. 

 
  

 
50 Vid. REIS DE ARAUJO, “El poder de control empresarial en la Web 2.0 y la dignidad del trabajador: el uso laboral 
de los dispositivos móviles y entornos colaborativos”, Ed. Bomarzo, Albacete 2019, p. 40. 

51 “la pretensión de tutela de derechos fundamentales, a la vista del escrito de demanda, no se ejercita en este pleito 
- que se limita a la acción de despido- , por lo que la Sala no puede entrar a conocer la misma, so pena de incurrir en 
incongruencia e irrogar indefensión a la parte demandada, que no ha podido debatir ninguno de los elementos 
fundamentadores de dicha pretensión (arts.97.2 LRJS y art.218 LEC) y sin perjuicio de que la parte actora la ejercite 
en otro pleito distinto. En conclusión, procede la estimación del primer motivo de recurso, en el sentido de que el 
contrato de trabajo fue nulo y, por tanto, el trabajador no goza de la acción de despido, sin perjuicio de las acciones 
que le corresponden en tutela de sus derechos fundamentales, que habrán de ejercitarse a través de la oportuna 
demanda”. 
52 ARANGUREN JL “Etica”, Biblioteca Nueva, Madrid, 1997, p. 22.  
53 Vid. ALEXY R. “Teoría de los derechos fundamentales”, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, p. 138. 
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LEGISLACIÓN 
 
 
 
UNIÓN EUROPEA 
ESTATAL  
COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 
 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

 
Reglamento (UE) 2020/558 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de 
abril de 2020 por el que se modifican los Reglamentos (UE) nº 1301/2013 y 
(UE) nº 1303/2013 en lo que respecta a medidas específicas para ofrecer una 
flexibilidad excepcional en el uso de los Fondos Estructurales y de Inversión 
Europeos en respuesta al brote de COVID-19. Ir al texto 
 
REGLAMENTO (UE) 2020/521 DEL CONSEJO de 14 de abril de 2020 por el 
que se activa la asistencia urgente en virtud del Reglamento (UE) 2016/369, 
cuyas disposiciones se modifican considerando el brote de COVID‐19. Ir al 
texto 
 
DECISIÓN (UE) 2020/545 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 
de 17 de abril de 2020 relativa a la movilización del Instrumento de Flexibilidad 
para financiar medidas presupuestarias inmediatas en el contexto del brote de 
COVID-19 y al refuerzo de la Fiscalía Europea. Ir al texto 

  
DECISIÓN (UE) 2020/546 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 
de 17 de abril de 2020 relativa a la movilización del Instrumento de Flexibilidad 
para financiar medidas presupuestarias inmediatas en el contexto del brote de 
COVID-19. Ir al texto 
  

DECISIÓN (UE) 2020/547 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 
de 17 de abril de 2020 relativa a la movilización del Margen para Imprevistos 
en 2020 para prestar asistencia urgente a los Estados miembros y reforzar aún 
más el Mecanismo de Protección Civil de la Unión/rescEU en respuesta al brote 
de COVID-19. Ir al texto 
 

http://www.boe.es/diario_boe/
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2020.130.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2020:130:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2020.117.01.0003.01.SPA&toc=OJ:L:2020:117:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2020.117.01.0003.01.SPA&toc=OJ:L:2020:117:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2020.125.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2020:125:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2020.125.01.0003.01.SPA&toc=OJ:L:2020:125:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2020.125.01.0005.01.SPA&toc=OJ:L:2020:125:TOC
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ESTATAL 

 
Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 
complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del 
COVID-19. Ir al texto 

 
Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
Real Decreto 487/2020, de 10 de abril, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 

 
Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso 
retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no 
presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población 
en el contexto de la lucha contra el COVID-19. Ir al texto 
 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19. Ir al texto 

 
Real Decreto-ley 12/2020, de 31 de marzo, de medidas urgentes en materia de 
protección y asistencia a las víctimas de violencia de género. Ir al texto 
 
Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en materia de empleo agrario. Ir al texto 

 
Real Decreto-Ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. Ir al texto 
 
Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración 
de Justicia. Ir al texto 
 
Resolución de 25 de marzo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19. Ir al texto 
 
Resolución de 25 de marzo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
4/2020, de 18 de febrero, por el que se deroga el despido objetivo por faltas de 
asistencia al trabajo establecido en el artículo 52.d) del texto refundido de la 

http://www.boe.es/diario_boe/
https://www.boe.es/eli/es/rdl/2020/03/27/9
https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/28/pdfs/BOE-A-2020-4155.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/11/pdfs/BOE-A-2020-4413.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4166
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4208.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4209.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/08/pdfs/BOE-A-2020-4332.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/22/pdfs/BOE-A-2020-4554.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/29/pdfs/BOE-A-2020-4705.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4167
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Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2015, de 23 de octubre. Ir al texto 

 
Resolución de 25 de marzo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
5/2020, de 25 de febrero, por el que se adoptan determinadas medidas 
urgentes en materia de agricultura y alimentación. Ir al texto 
 

Resolución de 25 de marzo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes 
en el ámbito económico y para la protección de la salud pública. Ir al texto 
 

Resolución de 25 de marzo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
responder al impacto económico del COVID-19. Ir al texto 
 
Resolución de 9 de abril de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de autorización de la prórroga del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Ir al texto 
 
Resolución de 9 de abril de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias, en 
el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19. Ir al texto 
 
Resolución de 9 de abril de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido recuperable 
para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios 
esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de 
la lucha contra el COVID-19. Ir al texto 
 

Resolución de 9 de abril de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-
19. Ir al texto 
 
Resolución de 22 de abril de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 
13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes 
en materia de empleo agrario. Ir al texto 
 
 
 
 
 
 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4168
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4169
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4170
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4171
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/11/pdfs/BOE-A-2020-4406.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4425
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4426
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4427
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4608
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COVID POR DEPARTAMENTOS Y 
ORGANISMOS 

 
 
 

INTERIOR 
Orden INT/335/2020, de 10 de abril, por la que se prorrogan los controles en 

las fronteras interiores terrestres restablecidos con motivo de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
 

SANIDAD 
 
Orden SND/293/2020, de 25 de marzo, por la que se establecen condiciones a 
la dispensación y administración de medicamentos en el ámbito del Sistema 
Nacional de Salud, ante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/295/2020, de 26 de marzo, por la que se adoptan medidas en 
materia de recursos humanos en el ámbito de los servicios sociales ante la 
situación de crisis ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/296/2020, de 27 de marzo, por la que se establecen medidas 
excepcionales para el traslado de cadáveres ante la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/298/2020, de 29 de marzo, por la que se establecen medidas 
excepcionales en relación con los velatorios y ceremonias fúnebres para limitar 
la propagación y el contagio por el COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/310/2020, de 31 de marzo, por la que se establecen como servicios 
esenciales determinados centros, servicios y establecimientos sanitarios. Ir al 
texto 
 
Orden SND/321/2020, de 3 de abril, por la que se establecen medidas 
especiales para el uso de bioetanol en la fabricación de soluciones y geles 
hidroalcohólicos para la desinfección de manos con ocasión de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19. 
Ir al texto 

 
Orden SND/325/2020, de 6 de abril, por la que se establecen criterios 
interpretativos y se prorroga la validez de los certificados de verificaciones y 
mantenimientos preventivos establecidos en la regulación de seguridad 
industrial y metrológica. Ir al texto 

 
Orden SND/326/2020, de 6 de abril, por la que se establecen medidas 
especiales para el otorgamiento de licencias previas de funcionamiento de 
instalaciones y para la puesta en funcionamiento de determinados productos 

https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/11/pdfs/BOE-A-2020-4411.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4130
https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/28/pdfs/BOE-A-2020-4156.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/28/pdfs/BOE-A-2020-4157.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4173
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4211.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4211.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/04/pdfs/BOE-A-2020-4294.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/07/pdfs/BOE-A-2020-4321.pdf
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sanitarios sin marcado CE con ocasión de la crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/340/2020, de 12 de abril, por la que se suspenden determinadas 
actividades relacionadas con obras de intervención en edificios existentes en 
las que exista riesgo de contagio por el COVID-19 para personas no 
relacionadas con dicha actividad. Ir al texto 
 
Orden SND/344/2020, de 13 de abril, por la que se establecen medidas 
excepcionales para el refuerzo del Sistema Nacional de Salud y la contención 
de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/347/2020, de 15 de abril, por la que se modifica la Orden 
SND/266/2020, de 19 de marzo, por la que se establecen determinadas 
medidas para asegurar el acceso a la prestación farmacéutica del Sistema 
Nacional de Salud al colectivo de los Regímenes Especiales de la Seguridad 
Social. Ir al texto 
 
Orden SND/353/2020, de 17 de abril, por la que se actualiza el anexo I de la 
Orden SND/276/2020, de 23 de marzo, por la que se establecen obligaciones 
de suministro de información, abastecimiento y fabricación de determinados 
medicamentos en la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 
Ir al texto 
 
Orden SND/354/2020, de 19 de abril, por la que se establecen medidas 
excepcionales para garantizar el acceso de la población a los productos de uso 
recomendados como medidas higiénicas para la prevención de contagios por 
el COVID-19. Ir al texto 
 
Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre las condiciones en las que deben 
desarrollarse los desplazamientos por parte de la población infantil durante la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
 

TRANSPORTES 
 
Resolución de 26 de marzo de 2020, de la Dirección General de Transporte 
Terrestre, por la que se exceptúa temporalmente el cumplimiento de las normas 
de tiempos de conducción y descanso en los transportes de mercancías. Ir al 
texto 
 
Resolución de 27 de marzo de 2020, de la Dirección General de Aviación Civil, 
por la que se establecen las condiciones para la prestación, y se adjudica de 
forma directa, el servicio de transporte aéreo en determinadas rutas aéreas del 
Archipiélago Canario durante el estado de alarma declarado con motivo del 
COVID-19. Ir al texto 
 
Resolución de 27 de marzo 2020, de la Dirección General de Aviación Civil, por 
la que se modifica la duración, y se prorroga la adjudicación, del servicio de 
transporte aéreo en las rutas aéreas Palma de Mallorca-Menorca y Palma de 

https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/07/pdfs/BOE-A-2020-4322.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4424
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/14/pdfs/BOE-A-2020-4442.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4472
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/18/pdfs/BOE-A-2020-4517.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4525
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/25/pdfs/BOE-A-2020-4665.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4129
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4129
https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/31/pdfs/BOE-A-2020-4198.pdf
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Mallorca-Ibiza durante el estado de alarma declarado con motivo del COVID-
19. Ir al texto 
 
Orden TMA/309/2020, de 31 de marzo, por la que se modifica la Orden 
TMA/258/2020, de 19 de marzo, por la que se dictan disposiciones respecto de 
los títulos administrativos y las actividades inspectoras de la administración 
marítima, al amparo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
Orden TMA/324/2020, de 6 de abril, por la que se dictan instrucciones sobre la 
utilización de las tarjetas de tacógrafo de conductor y empresa. Ir al texto 
 
 

TRANSICIÓN ECOLÓGICA 
 
Orden TED/320/2020, de 3 de abril, por la que se desarrollan determinados 
aspectos del derecho a percepción del bono social por parte de trabajadores 
autónomos que hayan cesado su actividad o hayan visto reducida su 
facturación como consecuencia del COVID-19 y se modifica el modelo de 
solicitud del bono social para trabajadores autónomos que hayan visto afectada 
su actividad como consecuencia del COVID-19, establecido en el Anexo IV del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19. Ir al texto 

 
 
VIVIENDA 
 
Orden TMA/336/2020, de 9 de abril, por la que se incorpora, sustituye y 
modifican sendos programas de ayuda del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, 
en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 10, 11 y 12 del Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-
19. Ir al texto 
 
 

SEGURIDAD SOCIAL 
 
Resolución de 13 de abril de 2020, de la Mutualidad General de Funcionarios 
Civiles del Estado, por la que se garantiza durante el estado de alarma la 
continuidad del abono del subsidio por incapacidad temporal, riesgo durante el 
embarazo y riesgo durante la lactancia natural de los mutualistas. Ir al texto 
 
Resolución de 22 de abril de 2020, de la Dirección General de Cartera Común 
de Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia, por la que se publica 
el Acuerdo de la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos de 
21 de abril de 2020, por el que se establecen importes máximos de venta al 
público en aplicación de lo previsto en la Orden SND/354/2020, de 19 de abril, 
por la que se establecen medidas excepcionales para garantizar el acceso de 

https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/31/pdfs/BOE-A-2020-4199.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4210.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/07/pdfs/BOE-A-2020-4320.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4292
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4412
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/15/pdfs/BOE-A-2020-4449.pdf


 

 51 

la población a los productos de uso recomendados como medidas higiénicas 
para la prevención de contagios por el COVID-19. Ir al texto 
 
Resolución de 21 de abril de 2020, del Instituto Social de la Marina, por la que 
se actualizan determinadas medidas, con motivo del COVID-19, en relación con 
las prestaciones y servicios específicos para el sector marítimo-pesquero. Ir al 
texto 
 
Resolución de 15 de abril de 2020, del Servicio Público de Empleo Estatal, por 
la que se establecen, en su ámbito de gestión, medidas extraordinarias para 
hacer frente al impacto del COVID-19 en materia de formación profesional para 
el empleo en el ámbito laboral. Ir al texto 
 
 

OTROS 
 
Resolución de 10 de abril de 2020, de la Secretaría de Estado de Economía y 
Apoyo a la Empresa, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 10 de abril de 2020, por el que se instruye al Instituto de Crédito Oficial a 
poner en marcha el segundo tramo de la línea de avales aprobada por el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y se establece que sus beneficiarios sean 
las pequeñas y medianas empresas y autónomos afectados por las 
consecuencias económicas del COVID-19. Ir al texto 
 
 

AUTONÓMICA 

Andalucía 

 
Resolución de 2 de abril de 2020, del Parlamento de Andalucía, por la que se 
ordena la publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 4/2020, de 
20 de marzo, de medidas urgentes, en el ámbito educativo, de apoyo a las 
escuelas-hogar y a los centros de primer ciclo de Educación Infantil, adheridos 
al programa de ayuda a las familias como consecuencia de la crisis sanitaria 
provocada por el coronavirus. Ir al texto 
 

Resolución de 2 de abril de 2020, del Parlamento de Andalucía, por la que se 
ordena la publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 2/2020, de 
9 de marzo, de mejora y simplificación de la regulación para el fomento de la 
actividad productiva en Andalucía. Ir al texto 
 

Resolución de 2 de abril de 2020, del Parlamento de Andalucía, por la que se 
ordena la publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 5/2020, de 
22 de marzo, por el que se modifica el Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de 
medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización de 
actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar 
contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19). Ir al texto 
 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4577
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4578
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4578
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4506
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/11/pdfs/BOE-A-2020-4414.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/74/1
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/74/2
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/74/3
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Orden de 15 de abril de 2020, por la que se adoptan medidas de puesta a 
disposición de medios, por parte de las Mutuas de accidentes de trabajo, en el 
ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en aplicación de la Orden 
SND/232/2020, de 15 de marzo, por la que se adoptan medidas en materia de 
recursos humanos y medios para la gestión de la situación de crisis por el 
COVID-19. Ir al texto 
 

Aragón 
 

DECRETO-LEY 2/2020, de 28 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se 
adoptan medidas adicionales para responder al impacto generado por el 
COVID-19 en la Comunidad Autónoma de Aragón. Ir al texto 

 

Asturias 
 

Resolución de 14 de abril de 2020, de la Consejería de Presidencia, por la que 
se adapta la prestación del servicio público de justicia al Real Decreto 
487/2020, de 10 de abril, en la Administración de Justicia de la Comunidad 
Autónoma del Principado de Asturias. Ir al texto 
 

Canarias 

 
DECRETO ley 4/2020, de 2 de abril, de medidas extraordinarias de carácter 
económico, financieras, fiscal y administrativas para afrontar la crisis provocada 
por el COVID-19. Ir al texto 

 
DECRETO ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de carácter social 
dirigidas a las personas en situación de vulnerabilidad como consecuencia de 
la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 

 
ORDEN de 31 de marzo de 2020, que modifica y complementa la Orden de 20 
de marzo de 2020, por la que se disponen y aclaran los plazos en el ámbito 
tributario por la situación de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir 
al texto  
 
DECRETO ley 7/2020, de 23 de abril, de modificación del Decreto ley 4/2020, 
de 2 de abril, de medidas extraordinarias de carácter económico, financieras, 
fiscal y administrativas para afrontar la crisis provocada por el COVID-19. Ir al 
texto 
 

Castilla La Mancha 

 
Ley 1/2020, de 3 de febrero, del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha. Ir 
al texto 

 
Decreto 10/2020, de 26 de marzo, por el que se modifica el Decreto 9/2020, de 
18 de marzo, por el que se aprueban medidas extraordinarias de carácter 
económico-financiero y de refuerzo de medios frente a la crisis ocasionada por 
el COVID-19. [NID 2020/2502]. Ir al texto 

 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/74/4
http://www.boa.aragon.es/#/
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERLST&DOCS=1-200&BASE=BOLE&SEC=FIRMA&SEPARADOR=&PUBL=20200429
https://sedemovil.asturias.es/portal/site/Asturias/menuitem.048b5a85ccf2cf40a9be6aff100000f7/?vgnextoid=c0c756a575acd010VgnVCM100000bb030a0aRCRD&i18n.http.lang=es&calendarioPqBopa=true
https://sede.asturias.es/portal/site/Asturias/menuitem.1003733838db7342ebc4e191100000f7/?vgnextoid=d7d79d16b61ee010VgnVCM1000000100007fRCRD&fecha=15/04/2020&refArticulo=2020-02936&i18n.http.lang=es
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2020-067-1234.pdf
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2020-079-1349.pdf
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/065/
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/065/
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2020-081-1373.pdf
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2020-081-1373.pdf
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/sumario.do
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4473
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4473
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/detalleDocumento.do?idDisposicion=1585299408767280065
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Resolución de 13 de abril de 2020, de la Subsecretaría, por la que se publica 
la Adenda de modificación al Convenio entre la Mutualidad General de 
Funcionarios Civiles del Estado, el Instituto Social de las Fuerzas Armadas, la 
Mutualidad General Judicial y el Servicio de Salud de Castilla-La Mancha, para 
la prestación en zonas rurales de determinados servicios sanitarios a los 
mutualistas y demás beneficiarios adscritos a entidades de seguro de 
asistencia sanitaria concertada con dichas mutualidades. Ir al texto 

 
Resolución de 16/04/2020, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se 
prorroga el derecho a la percepción de la prestación del ingreso mínimo de 
solidaridad, de aquellas personas perceptoras que durante el estado de alarma 
tuvieran que haber solicitado la renovación o la renovación excepcional de la 
prestación, así como la de aquellas que se encontraran en alguno de los 
supuestos que dan derecho a la no interrupción. [NID 2020/2644]. Ir al texto 
 

Castilla y León 
 
DECRETO-Ley 2/2020, de 16 de abril, de medidas urgentes y extraordinarias 
para la protección de las personas y las empresas de Castilla y León frente al 
impacto económico y social del COVID-19. Ir al texto 
 
Resolución de 13 de abril de 2020, de la Subsecretaría, por la que se publica 
la Adenda de modificación al Convenio entre la Mutualidad General de 
Funcionarios Civiles del Estado, el Instituto Social de las Fuerzas Armadas, la 
Mutualidad General Judicial y la Gerencia Regional de Salud de Castilla y León, 
para la prestación en zonas rurales de determinados servicios sanitarios a los 
mutualistas y demás beneficiarios adscritos a entidades de seguro de 
asistencia sanitaria concertada con dichas mutualidades. Ir al texto 

 

Catalunya 
 
DECRET LLEI 10/2020, de 27 de març, pel qual s'estableixen noves mesures 
extraordinàries per fer front a l'impacte sanitari, econòmic i social del COVID-
19. Ir al texto 
 
DECRET LLEI 14/2020, de 28 d'abril, pel qual s'adopten mesures en relació 
amb el Sistema sanitari integral d'utilització pública de Catalunya, en l'àmbit 
tributari i social, per pal·liar els efectes de la pandèmia generada per la COVID-
19 i d'adopció d'altres mesures urgents amb el mateix objectiu. Ir al texto 
 
ACORD GOV/54/2020, de 27 de març, pel qual s'acorda la suspensió dels 
contractes d'obres de l'Administració de la Generalitat i el seu sector públic, 
amb l'objectiu de reduir riscos de propagació del COVID-19. Ir al texto 

 
ACORD GOV/57/2020, de 12 d'abril, pel qual s'aprova l'estratègia d'actuació, 
davant de les noves mesures de restricció de l'activitat laboral aplicables a partir 
del 14 d'abril, per tal de contenir la pandèmia generada per la COVID-19. Ir al 
texto 

 

Extremadura 
 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4632
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/20/pdf/2020_2644.pdf&tipo=rutaDocm
http://bocyl.jcyl.es/
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/04/18/pdf/BOCYL-D-18042020-1.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4633
http://dogc.gencat.cat/ca
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=871715&type=01&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=872655&language=ca_ES
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=871714&type=01&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=872211&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_resultats_fitxa/?action=fitxa&documentId=872211&language=ca_ES
http://doe.gobex.es/
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Decreto-ley 2/2020, de 25 de marzo, de medidas urgentes de carácter tributario 
para paliar los efectos del COVID-19 en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura. Ir al texto 
 
Decreto-ley 3/2020, de 25 de marzo, por el que se aprueban medidas urgentes 
y extraordinarias en el ámbito administrativo para responder al impacto de la 
crisis ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 

 
Decreto-ley 5/2020, de 3 de abril, por el que se aprueban medidas urgentes y 
extraordinarias en materia de política social y sanitaria. Ir al texto 

 
Resolución de 20 de abril de 2020, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se modifica el anexo de la Resolución de 28 de octubre de 2019, en la que 
se determinan las fiestas locales en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura para el año 2020. Ir al texto 

 

Madrid 
 

Acuerdo de 15 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se 
aprueban las normas reguladoras y se establece el procedimiento de concesión 
directa del Programa Continúa, para sufragar el coste de las cotizaciones 
sociales de los trabajadores autónomos en dificultades como consecuencia de 
la crisis sanitaria del COVID-19, correspondientes a los meses de marzo y abril 
de 2020. Ir al texto 
 

Navarra 
 
LEY FORAL 6/2020, de 6 de abril, por la que se aprueban medidas urgentes 
para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus 
(COVID-19). Ir al texto 
 
LEY FORAL 7/2020, de 6 de abril, por la que se aprueban medidas urgentes 
para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus 
(COVID-19). Ir a texto 
 
LEY FORAL 8/2020, de 8 de abril, por la que se concede un suplemento de 
crédito para cubrir las necesidades derivadas de la adopción de medidas de 
carácter extraordinario y urgente por motivos de salud pública motivadas por el 
COVID-19. Ir al texto 

 

LEY FORAL 9/2020, de 8 de abril, por la que se concede un crédito 
extraordinario para cubrir las necesidades derivadas de la adopción de medidas 
de carácter extraordinario y urgente por motivos de salud pública motivadas por 
el COVID-19. Ir al texto 
 
LEY FORAL 10/2020, de 8 de abril, por la que se modifica la Ley Foral 5/2020, 
de 4 de marzo, de Presupuestos Generales de Navarra para el año 2020. Ir al 
texto 
 

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/610o/20DE0002.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/610o/20DE0003.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/670o/20DE0005.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/790o/20060718.pdf
http://www.bocm.es/
http://www.bocm.es/boletin-completo/bocm-20200417/92/i.-comunidad-de-madrid/a%29-disposiciones-generales/consejer%C3%ADa-de-econom%C3%ADa%2C-empleo--y-competitividad
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/1
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/2
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/3
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/4
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/4
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Decreto-ley Foral 1/2020, de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas 
urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del 
coronavirus (COVID-19). Ir al texto 
 
Decreto-ley Foral 2/2020, de 25 de marzo, por el que se aprueban medidas 
urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del 
coronavirus (COVID-19). Ir al texto 
 
DECRETO-LEY FORAL 3/2020, de 15 de abril, por el que se aprueban medidas 
urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del 
coronavirus (COVID-19). Ir al texto 
 

ORDEN FORAL 7/2020, de 26 de marzo, de la Consejera de Salud, por la que 
se determina la puesta a disposición del Departamento de Salud del Gobierno 
de Navarra del personal de las mutuas de accidentes de trabajo durante la 
duración de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir al texto 
 
ORDEN FORAL 53E/2020, de 27 de marzo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se aprueba la convocatoria de “Subvenciones a entidades 
sin ánimo de lucro para proyectos en el área de Inclusión Social y de Promoción 
social de grupos más vulnerables” para el año 2020. Identificación BDNS: 
501356. Ir al texto 

 
ORDEN FORAL 55E/2020, de 27 de marzo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se aprueba la convocatoria de la subvención 
“Subvenciones a entidades colaboradoras del programa de Vivienda de 
Integración Social y otras actuaciones de acompañamiento en materia de 
vivienda en 2020”. Identificación BDNS: 501358. Ir al texto 

 
ORDEN FORAL 56E/2020, de 27 de marzo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se aprueba la convocatoria “Subvenciones a entidades sin 
ánimo de lucro para Programas comunitarios de interés social a favor de 
personas desempleadas para el año 2020” Identificación BDNS: 501353. Ir al 
texto 
 
ORDEN FORAL 54/2020, de 30 de marzo, del Consejero de Presidencia, 
Igualdad, Función Pública e Interior, por la que se suspende la actividad 
presencial en los centros de trabajo para el personal al servicio de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus organismos 
autónomos, con excepción de los servicios públicos esenciales, como 
consecuencia de la evolución epidemiológica del coronavirus (COVID-19). Ir al 
texto 
 
ORDEN FORAL 141/2020, de 30 de marzo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se prevén medidas en aplicación de la Orden 
SND/275/2020, de 23 de marzo, en centros socio-sanitarios afectados por el 
COVID-19 y se modifica la organización de las residencias de ancianos de 
Sangüesa y de Miranda de Arga y se nombra una directora de centro provisional 
dependiente de la Agencia Navarra de Autonomía y Desarrollo de las Personas 
para dirigir y coordinar la actividad asistencial de estas últimas. Ir al texto 

 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4381
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4382
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/80/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/69/2
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/1
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/2
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/2
https://www.navarra.es/documents/48192/3880734/ordenforal.pdf/bec4c1c9-f02a-b60a-d8a7-9a152e2a1227?t=1585574685613
https://www.navarra.es/documents/48192/3880734/ordenforal.pdf/bec4c1c9-f02a-b60a-d8a7-9a152e2a1227?t=1585574685613
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/69/1
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/69/1
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ORDEN FORAL 61E/2020, de 6 de abril, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se aprueba la convocatoria de subvenciones a entidades 
locales para el año 2020 destinada al desarrollo de Proyectos de Empleo Social 
Protegido. Identificación BDNS: 502267. Ir al texto 

Euskadi 
 
ORDEN de 24 de marzo de 2020, de la Consejera de Salud, por la que se 
adoptan medidas en relación con la actividad asistencial de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi como consecuencia de la situación y evolución del 
coronavirus (Covid-19). Ir al texto 
 
ORDEN de 26 de marzo de 2020, de la Consejera de Salud, por la que se 
adoptan medidas excepcionales en materia de sanidad mortuoria debido a la 
pandemia causada por el SARS-CoV-2 (Covid-19). Ir al texto 

 
ORDEN de 13 de abril de 2020, de la Consejera de Trabajo y Justicia, por la 
que se adaptan los servicios a prestar en la Administración de Justicia, en la 
Comunidad Autónoma de Euskadi. Ir al texto 
 

Valencia 
 
DECRET LLEI 1/2020, de 27 de març, del Consell, de mesures urgents de 
suport econòmic i financer per a les persones treballadores autònomes, de 
caràcter tributari i de simplificació administrativa per a fer front a l'impacte de la 
Covid-19. Ir al texto 
 
RESOLUCIÓ de 27 de març de 2020, de la Vicepresidència i Conselleria 
d'Igualtat i Polítiques Inclusives, per la qual s'estableixen les directrius per a 
organitzar els serveis socials d'atenció primària amb motiu de l'estat d'alarma 
provocat per la pandèmia de Covid-19. [2020/2737]. Ir al texto 

 
DECRET LLEI 3/2020, de 10 d'abril, d'adopció de mesures urgents per a 
establir ajudes econòmiques als treballadors i les treballadores afectats per un 
ERTO, i als quals han reduït la jornada laboral per conciliació familiar amb motiu 
de la declaració de l'estat d'alarma per la crisi sanitària provocada per la Covid-
19. [2020/2895]. Ir al texto 

 
DECRET 47/2020, de 10 d'abril, del Consell, d'adopció de mesures, per la 
Covid-19, per a l'acreditació de les actuacions dels serveis d'assistència jurídica 
gratuïta per a la meritació de la indemnització [2020/2906]. Ir al texto 

  
 

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/3
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/03/2001717a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/03/2001718a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/04/2001876a.shtml
http://www.dogv.gva.es/va/inici;jsessionid=DFF8AC965AEB4D22A6C35D58A559A9AC
http://www.dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2020/2740&L=0
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/28/pdf/2020_2737.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/11/pdf/2020_2895.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/15/pdf/2020_2906.pdf
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NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 

 
 
 
 

 

AUTONÓMICA 

 

 

Andalucía 
 
CONSTRUCCION Y OBRAS PUBLICAS (CA). Ir al texto 
 
CONSTRUCCION Y OBRAS PUBLICAS (J). Ir al texto 
 
 

 

Euskadi 
  
RESOLUCIÓN de 28 de febrero de 2020, de la Directora de Trabajo y Seguridad Social, 
por la que se dispone el registro, depósito y publicación del acuerdo de la Comisión 
Paritaria para la aprobación de las tablas salariales del Convenio Colectivo de empresas 
de colectividades en comedores escolares de gestión directa dependientes del 
Departamento de Educación del Gobierno Vasco, para el año 2020 (Código del convenio 
número 86002235012003). Ir al texto 
 
 

 
 
 
 
 

https://www.boe.es/diario_boe/
http://www.juntadeandalucia.es/boja
https://www.bopcadiz.es/export/sites/default/.boletines_pdf/2020/04_abril/BOP071_17-04-20.pdf#page=0
https://bop.dipujaen.es/descargarws.dip?fechaBoletin=2020-04-15&numeroEdicto=1358&ejercicioBop=2020&tipo=bop&anioExpedienteEdicto=2020
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/03/2001729a.shtml
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JURISPRUDENCIA 
 

 

Tribunal de 
Justicia de la 

Unión Europea 
 

 
 
 
 
DISCRIMINACIÓN POR ORIENTACIÓN 
SEXUAL 

 
STJUE 23-4-2020 (C-507/18). Ir a texto 
 
« Procedimiento prejudicial — Igualdad de trato en el empleo y la ocupación — 
Directiva 2000/78/CE — Artículos 3, apartado 1, letra a), 8, apartado 1, y 9, apartado 
2 — Prohibición de la discriminación basada en la orientación sexual — 
Condiciones de acceso al empleo y al ejercicio profesional — Concepto — 
Declaraciones públicas que excluyen la contratación de personas homosexuales — 
Artículos 11, apartado 1, 15, apartado 1, y 21, apartado 1, de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Defensa de los derechos — 
Sanciones — Persona jurídica representativa de un interés colectivo — 
Legitimación activa, aunque no se actúe en nombre de un demandante determinado 
o no exista una persona perjudicada — Derecho a obtener reparación» 
 
En el asunto C 507/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Corte suprema di cassazione 
(Tribunal Supremo de Casación, Italia), mediante resolución de 30 de mayo de 
2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 2 de agosto de 2018, en el procedimiento 
entre NH y Associazione Avvocatura per i diritti LGBTI — Rete Lenford, 
  

1) El concepto de «condiciones de acceso al empleo […] y al ejercicio 
profesional» contenido en el artículo 3, apartado 1, letra a), de la Directiva 
2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=225526&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=4455362
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establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y 
la ocupación, debe interpretarse en el sentido de que están comprendidas en 
ese concepto declaraciones efectuadas por una persona durante una emisión 
audiovisual según las cuales en su empresa nunca contrataría ni recurriría a 
los servicios de personas con una determinada orientación sexual, y ello aun 
cuando no estuviera en marcha o programado ningún proceso de selección 
de personal, siempre que el vínculo entre tales declaraciones y las 
condiciones de acceso al empleo y al ejercicio profesional dentro de esa 
empresa no sea hipotético. 
 

2) La Directiva 2000/78 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a 
una normativa nacional en virtud de la cual una asociación de abogados cuyo 
objeto social consiste en defender ante los tribunales a las personas que 
tienen, en particular, cierta orientación sexual y en promover la cultura y el 
respeto de los derechos de esa categoría de personas tiene automáticamente, 
por ese objeto y con independencia de su eventual ánimo de lucro, 
legitimación activa para entablar un procedimiento judicial destinado a exigir 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas de dicha Directiva y, en su caso, 
obtener reparación cuando se producen hechos que pueden ser constitutivos 
de discriminación, en el sentido de la citada Directiva, contra esa categoría de 
personas y no haya una persona perjudicada identificable. 

 
LIBERTAD DE CIRCULACIÓN DE 
TRABAJADORES 

 

STJUE 2-4-2020 (C-802/18). Ir a texto 
 
Procedimiento prejudicial — Artículo 45 TFUE — Seguridad social de los 
trabajadores migrantes — Reglamento (CE) n.º 883/2004 — Artículo 1, letra i) — 
Libre circulación de los trabajadores — Igualdad de trato — Ventajas sociales — 
Directiva 2004/38/CE — Artículo 2, punto 2 — Reglamento (UE) n.º 492/2011 — 
Artículo 7, apartado 2 — Subsidio familiar — Concepto de “miembros de la 
familia” — Exclusión de los hijos del cónyuge de trabajadores no residentes — 
Diferencia de trato con los hijos del cónyuge de trabajadores residentes — 
Justificación» 
 
En el asunto C-802/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el conseil supérieur de la sécurité 
sociale (Consejo Superior de la Seguridad Social, Luxemburgo), mediante 
resolución de 17 de diciembre de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 19 de 
diciembre de 2018, en el procedimiento entre Caisse pour l’avenir des enfants y FV, 
GW, el Tribunal de Justicia (Sala Sexta) declara: 
 
El artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre 
circulación de los trabajadores dentro de la Unión, deben interpretarse en el sentido 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=224888&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=601733
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de que un subsidio familiar vinculado al ejercicio, por un trabajador transfronterizo, 
de una actividad por cuenta ajena en un Estado miembro constituye una ventaja 
social en el sentido de dichas disposiciones. 
Los artículos 1, letra i), y 67 del Reglamento (CE) n.º 883/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los 
sistemas de seguridad social, en relación con el artículo 7, apartado 2, del 
Reglamento n.º 492/2011 y con el artículo 2, punto 2, de la Directiva 2004/38/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa al derecho 
de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir 
libremente en el territorio de los Estados miembros, por la que se modifica el 
Reglamento (CEE) n.º 1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 
68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE, 75/35/CEE, 90/364/CEE, 
90/365/CEE y 93/96/CEE, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a las 
disposiciones de un Estado miembro en virtud de las cuales los trabajadores 
transfronterizos únicamente pueden percibir un subsidio familiar vinculado al 
ejercicio, por dichos trabajadores, de una actividad por cuenta ajena en ese Estado 
miembro por sus propios hijos, y no por los hijos de su cónyuge que no estén unidos 
a ellos por un vínculo de filiación, pero respecto de los cuales proveen a la 
manutención, siendo así que todos los menores que residen en dicho Estado 
miembro tienen derecho a percibir ese subsidio. 

 
 

STJUE 2-4-2020 (C-830/18). Ir a texto 
 

«Procedimiento prejudicial — Libre circulación de los trabajadores — Reglamento 
(UE) n.º 492/2011 — Hijos de trabajadores fronterizos — Ventajas sociales — 
Sistema de reembolso de los gastos de transporte escolar — Requisito de domicilio 
en un Land — Exclusión de los hijos escolarizados en dicho Land y residentes en 
un Estado miembro distinto del Estado miembro de escolarización — Exclusión de 
los nacionales que residen en los demás Länder» 
 
En el asunto C-830/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Oberverwaltungsgericht 
Rheinland-Pfalz (Tribunal Superior de lo Contencioso-Administrativo de Renania-
Palatinado, Alemania), mediante resolución de 11 de diciembre de 2018, recibida 
en el Tribunal de Justicia el 28 de diciembre de 2018, en el procedimiento entre 
Landkreis Südliche Weinstraße y PF y otros, con intervención de: Vertreter des 
öffentlichen Interesses, el Tribunal de Justicia (Sala Novena) declara: 
 
El artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los 
trabajadores dentro de la Unión, debe interpretarse en el sentido de que constituye 
una medida indirectamente discriminatoria una normativa nacional que supedita la 
asunción del transporte escolar por un Land al requisito de domicilio en el territorio 
de dicho Land, puesto que, por su propia naturaleza, puede afectar más a los 
trabajadores fronterizos que a los trabajadores nacionales. 
 
El artículo 7, apartado 2, del Reglamento n.º 492/2011 debe interpretarse en el 
sentido de que las dificultades prácticas relacionadas con la eficaz organización del 
transporte escolar en un Land no constituyen una razón imperiosa de interés 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=224885&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=601733
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general que permita justificar una medida nacional calificada de discriminación 
indirecta. 
 
 
STJUE 23-4-2020 (C-710/18). Ir a texto 

 
«Procedimiento prejudicial — Libre circulación de los trabajadores — Artículo 
45 TFUE, apartado 1 — Retribución — Clasificación en los escalones de un 
sistema retributivo — Sistema retributivo que vincula la obtención de una retribución 
más elevada a la antigüedad adquirida con el mismo empleador — Limitación de la 
toma en consideración de los períodos de actividad pertinente realizados con un 
empleador situado en un Estado miembro distinto del Estado miembro de origen» 
 
En el asunto C-710/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Bundesarbeitsgericht (Tribunal 
Supremo de lo Laboral, Alemania), mediante resolución de 18 de octubre de 2018, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 14 de noviembre de 2018, en el procedimiento 
entre WN y Land Niedersachsen, 
 
El Tribunal de Justicia (Sala Séptima) declara: El artículo 45 TFUE, apartado 1, 
debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que, a 
efectos de determinar el importe de la retribución de un trabajador empleado en 
calidad de profesor por una entidad territorial, solo tiene en cuenta hasta un máximo 
total de tres años los períodos anteriores de actividad realizados por ese trabajador 
con un empleador distinto de esa entidad territorial situado en otro Estado miembro 
cuando dicha actividad sea equivalente a la que el trabajador está obligado a 
ejercer en el marco de su función de profesor. 

 
 

SEGURIDAD SOCIAL TRAB. MIGRANTES 

 
STJUE 2-4-2020 (C-37 Y 370/18). Ir a texto 

 
«Procedimiento prejudicial — Trabajadores migrantes — Seguridad social — 
Reglamento (CEE) n.º 1408/71 — Legislación aplicable — Artículo 14, punto 1, 
letra a) — Trabajadores desplazados — Artículo 14, punto 2, letra a), inciso i) — 
Persona que ejerce normalmente una actividad por cuenta ajena en el territorio de 
dos o más Estados miembros y que está empleada por una sucursal o una 
representación permanente que la empresa posee en el territorio de un Estado 
miembro distinto de aquel en el que tiene su sede — Reglamento (CEE) 
n.º 574/72 — Artículo 11, apartado 1, letra a) — Artículo12 bis, apartado 1 bis — 
Certificado E 101 — Efecto vinculante — Certificado obtenido o invocado de 
manera fraudulenta — Competencia del juez del Estado miembro de acogida para 
declarar la existencia de un fraude y no tener en cuenta el certificado — Artículo 
84 bis, apartado 3, del Reglamento n.º 1408/71 — Cooperación entre instituciones 
competentes — Efecto vinculante de la cosa juzgada penal en el ámbito civil — 
Primacía del Derecho de la Unión» 
 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=225528&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=4455362
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=224892&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=601733
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En los asuntos acumulados C-370/17 y C-37/18, que tienen por objeto sendas 
peticiones de decisión prejudicial planteadas, con arreglo al artículo 267 TFUE, por 
el tribunal de grande instance de Bobigny (Tribunal de Primera Instancia de 
Bobigny, Francia), mediante resolución de 30 de marzo de 2017 (C-370/17), y por 
la Cour de cassation (Tribunal de Casación, Francia), mediante resolución de 10 de 
enero de 2018 (C-37/18), recibidas en el Tribunal de Justicia, respectivamente, los 
días 19 de junio de 2017 y 19 de enero de 2018, en los procedimientos entre Caisse 
de retraite du personnel navigant professionnel de l’aéronautique civile (CRPNPAC) 
y Vueling Airlines, S. A. (C-370/17), y Vueling Airlines, S. A. y Jean-Luc 
Poignant (C-37/18) 
 
El Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 
 
El artículo 11, apartado 1, letra a), del Reglamento (CEE) n.º 574/72 del Consejo, 
de 21 de marzo de 1972, por el que se establecen las modalidades de aplicación 
del Reglamento (CEE) n.º 1408/71 relativo a la aplicación de los regímenes de 
seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena, a los trabajadores por cuenta 
propia y a los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad, 
en su versión modificada y actualizada por el Reglamento (CE) n.º 118/97 del 
Consejo, de 2 de diciembre de 1996, modificado por el Reglamento (CE) 
n.º 647/2005 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de abril de 2005, debe 
interpretarse en el sentido de que los órganos jurisdiccionales de un Estado 
miembro que conocen de un procedimiento judicial iniciado contra un empresario 
por hechos que pueden evidenciar una obtención o una utilización fraudulenta de 
certificados E 101 expedidos en virtud del artículo 14, punto 1, letra a), del 
Reglamento (CEE) n.º 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la 
aplicación de los regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta 
ajena, a los trabajadores por cuenta propia y a los miembros de sus familias que se 
desplazan dentro de la Comunidad, en su versión modificada y actualizada por el 
Reglamento n.º 118/97, modificado por el Reglamento (CE) n.º 631/2004 del 
Parlamento europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, respecto de 
trabajadores que ejercen sus actividades en dicho Estado miembro, solo pueden 
declarar que se ha cometido un fraude y no tener en cuenta dichos certificados 
después de haber comprobado: 

 
Por un lado, que se ha iniciado sin dilación el procedimiento previsto en el artículo 
84 bis, apartado 3, de dicho Reglamento y que se ha dado la oportunidad a la 
institución competente del Estado miembro de emisión de revisar la procedencia de 
la expedición de dichos certificados a la luz de la información concreta aportada por 
la institución competente del Estado miembro de acogida que lleva a considerar 
que dichos certificados han sido obtenidos o invocados de manera fraudulenta, y 
 
Por otro lado, que la institución competente del Estado miembro de emisión no ha 
procedido a tal revisión y no se ha pronunciado, dentro de un plazo razonable, sobre 
esa información, anulando o retirando, en su caso, los certificados controvertidos. 

 
2)      El artículo 11, apartado 1, del Reglamento n.º 574/72, en su versión 
modificada y actualizada por el Reglamento n.º 118/97, modificado por el 
Reglamento n.º 647/2005, y el principio de primacía del Derecho de la Unión deben 
interpretarse en el sentido de que se oponen, en un caso en el que un empresario 
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ha sido condenado penalmente en el Estado miembro de acogida por haberse 
declarado, con carácter firme, de manera incompatible con dicho Derecho, que se 
ha cometido un fraude, a que un órgano jurisdiccional civil de un Estado miembro, 
sujeto con arreglo al Derecho interno al principio del efecto vinculante de la cosa 
juzgada penal en el ámbito civil, imponga a dicho empresario, por el simple hecho 
de esa condena penal, la obligación de indemnizar a los trabajadores o a un 
organismo de pensiones de ese mismo Estado miembro víctimas del fraude. 

 
 

JURISPRUDENCIA 
Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos 
 

 

 

 

 

Art. 6 CEDH  

STEDH 2 de abril de 2020. Caso Hhorbadzhiyski y Krasteva c. Bulgaria. 
Ir a texto 
 
Resumen: Derecho a un proceso justo. Acceso a un tribunal. Violación 
existente. Tasas excesivas para una demanda exitosa de reclamación de 
responsabilidad patrimonial del Estado. Los demandantes fueron obligados 
a pagar en tasas más del a mitad de la suma que les fue reconocida en 
concepto de indemnización. Aplicación automática de las reglas a pesar de 
la dependencia de los solicitantes de la sentencia del TEDH. Diferencias 
significativas en los importes de las tasas judiciales exigidas por el mismo 
servicio entre demandas contra el Estado bajo dos legislaciones nacionales.  
 
 
STEDH 21 de abril de 2020. Caso Anzelika Simatiene c. Lituania. Ir a 
texto 
 
Resumen: Derecho a un proceso justo (juez imparcial) (art.6.1 CEDH)  
Derecho de propiedad (art.1 Protocolo 1 CEDH). Violación existente.  Art. 6 
§ 1 (civil) • Tribunal imparcial e independiente • Procedimientos que 
impugnan el decreto del presidente de la República por el que se acuerda el 
cese de un juez 
Art. 1 P1 • Disfrute pacífico de las posesiones • Negativa a compensar a un 
juez por el sueldo no pagado por el período de suspensión del cargo judicial 
• Falta de previsibilidad. Violación existente.  
 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22001-202117%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22languageisocode%22:[%22ENG%22],%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-202360%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22languageisocode%22:[%22ENG%22],%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-202360%22]}
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JURISPRUDENCIA 
Tribunales Superiores de Justicia 

 
PREVENCIÓN RIESGOS LABORALES 

Auto medida cautelar previa de la sala de lo social del TSJ Madrid. Accede al Auto 
 
La Sala de lo Social del TSJ de Madrid estima parcialmente la petición de medidas 
cautelares previas a la demanda instada frente a la Consejería de Sanidad de la 
Comunidad de Madrid y al Servicio Madrileño de Salud, consistente en la realización de 
la pertinente evaluación de riesgos y determinación de los equipos de protección 
individual necesarios para cada tipo de puesto ocupado por el personal laboral, 
funcionario o estatutario a su servicio (incluidos los trabajadores puestos a disposición) 
en hospitales, centros de atención primaria, centros de atención especializada, Summa 
112, demás centros sanitarios y residencias de personas mayores de titularidad de 
ambas, siguiendo los criterios establecidos en el “Protocolo de actuación para los 
servicios de prevención de riesgos laborales frente a la exposición al SARS-CoV-2” 
aprobado por los Ministerios de Sanidad y de Trabajo y Economía Social, y tras realizarla 
proporcione los EPIs a cada trabajador, cuando pueda obtener los mismos y estén a su 
disposición. Así mismo, requiere a las demandadas para que pongan a disposición de 
los trabajadores en cada centro de recipientes seguros e identificables de recogida de 
residuos sanitarios de tamaño y en cantidad suficientes. 
 
La Sala tras señalar la necesidad de examinar de oficio su competencia, argumenta que 
ello determinaría el traslado al Ministerio Fiscal, siendo incompatible tal dilación con la 
urgencia de la medida, motivo por el que entra a resolver sobre la misma, sin perjuicio 
de dar traslado a las partes y al Ministerio Fiscal para que en un plazo de tres días 
efectúen alegaciones sobre la posible falta de jurisdicción y/o competencia objetiva de 
dicho Tribunal. 
 

https://drive.google.com/open?id=1YxIuQdCDahVE_bqlmi_1kiZJBPm_8d15
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PREVENCIÓN RIESGOS LABORALES. PROCESO 
LABORAL 

Auto Medida Cautelar previa de da Sala de lo Social Del TSJ Cataluña.  
Accede al Auto 
 
La Sala de lo Social del TSJ de Cataluña estima la solicitud de medidas cautelares 
provisionalísimas interpuesta por USPAC frente al DEPARTAMENT D'INTERIOR DE LA 
GENERALITAT DE CATALUNYA, y analiza detalladamente en cada uno de sus 
fundamentos los siguientes extremos: la jurisdicción, que corresponde al orden social; la 
competencia objetiva y funcional, que corresponde a la Sala de lo Social de ese Tribunal 
Superior por tratarse de una materia que debe sustanciarse por el procedimiento de 
conflicto colectivo y producir efectos más allá de la circunscripción de un juzgado de lo 
social; la capacidad para ser parte y las legitimaciones activa y pasiva. Tras identificar la 
pretensión cautelar y recordar la normativa de prevención de riesgos laborales –
internacional, europea y nacional- y sus peculiaridades en los funcionarios de Policía; 
sostiene que el Real Decreto 463/2020 no contempla la suspensión de la normativa de 
prevención de riesgos laborales, ni si quiera la de los miembros de los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad, que aparece especialmente reforzada en el artículo 3 de la Orden 
INT/226/2020, de 15 de marzo. Finalmente, analiza la concurrencia de los requisitos de 
apariencia de buen derecho y peligro de mora procesal y estima la petición al considerar 
suficientemente superado el juicio de proporcionalidad 
 

PREVENCIÓN RIESGOS LABORALES 

Auto Medida Cautelar previa de da Sala de lo Social Del TSJ País Vasco.  
Accede al Auto 
 
La Sala de lo Social del TSJ de País Vasco estima parcialmente la petición de medidas 
cautelares, sin perjuicio de la ulterior celebración de comparecencia de todas las 
contrapartes y del Ministerio Fiscal, y requiere a Osakidetza y Departamento de Salud 
del Gobierno Vasco para que con carácter urgente e inmediato –no señala plazo 
concreto-, y en tanto dure la vigencia de la pandemia Covid-19, cumpla las medidas 
aprobadas en los protocolos vigentes, en la medida en que no lo esté cumpliendo, y para 
que provean a las plantillas de los centros de trabajo que integran las red asistencia de 
Osakidetza (OSIS) en tanto dure la  vigencia de la pandemia del COVID-19, de 
mascarillas FFP2, FFP3, batas  impermeables, mascarillas quirúrgicas, guantes y 
guantes de caña larga (…). 
 
La no fijación de plazo para responder a este requerimiento se argumenta en la notoria 
y conocida escasez de los epis solicitados y la realidad humana y profesional del 
proveedor empresarial público. 
 
 
 

https://drive.google.com/file/d/1kIn_IBI4uhpPi4Fe-xuXXE4KnVlq9i2x/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1e7uk79v1t9LkMKW6arfAq-DieYMJqQ4r/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1e7uk79v1t9LkMKW6arfAq-DieYMJqQ4r/view?usp=sharing
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JURISPRUDENCIA 
Juzgados de lo Social 

 

MEDIDAS CAUTELARES. PREVENCIÓN DE RIESGOS 
LABORALES 

Auto Medidas Cautelares previas Juzgado de lo Social Nº 34 Madrid. Accede al auto 
 

Auto por el que se desestima la medida cautelar previa interesada por el Sindicato 
Unificado de Policía contra el Ministerio del Interior. Analiza los requisitos para acceder a 
la medida y concluye que ni concurre la urgencia, ni la apariencia de buen derecho. 
Cuestiona que se trate de una materia competencia de la jurisdicción social, al 
encontrarnos ante una emergencia sanitaria en la que se ha declarado un estado de 
alarma que determina que la dirección suprema incumbe al Gobierno, entendiendo que 
lo que se están cuestionando son resoluciones administrativas del Gobierno. Aprecia 
inadecuación de procedimiento, falta de legitimación activa y de competencia funcional e 
inexistencia de acción 

 

EXPEDIENTE REGULACIÓN EMPLEO. ERTE, 
FUERZA MAYOR 

Autos 277/2020 Sentencia Cesión Ilegal. Juzgado de lo Social Nº 3 Móstoles. 
Accede a la Sentencia 
 

La Magistrada del Juzgado de lo Social nº 3 de Móstoles desestima la demanda formulada 
por una empresa dedicada al lacado de piezas metálicas frente a la Resolución de la 
Consejería de Economía, Empleo y Competitividad de la Comunidad de Madrid por la que 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
https://drive.google.com/file/d/1X1YaSPtkKkVlm6m_qYps8kKia9G9dRum/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1x_1jHp6bXYmZCgfrU5BGfV4CO5Y3fJP2/view?usp=sharing
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se denegaba el ERTE por causa de fuerza mayor realizado por la empresa con 
fundamento en la crisis sanitaria generada por el COVID 19. En primer lugar, descarta la 
concurrencia de silencio administrativo positivo al haberse dictado Resolución denegatoria 
expresa en el plazo de cinco días y haberse notificado dos días más tarde. En cuanto al 
fondo, desestima la demanda al considerar que es exigible a la empresa acreditar, como 
elemento adicional a la concurrencia de las circunstancias listadas en el artículo 22  RDl 
8/2020, la conexión causal entre la pandemia o las medidas adoptadas por las 
autoridades para su contención y la interrupción o reducción significativa de la actividad 
de la empresa. 
 
 

CESIÓN ILEGAL DE TRABAJADORES. CONTRATO A 
TIEMPO PARCIAL 

Autos 453/2020. Sentencia Cesión Ilegal. Juzgado de lo Social Nº 34 Madrid. 
Accede a la Sentencia 
 

En esta Sentencia el Magistrado examina la prestación de servicios de una profesora de 
guitarra de una Escuela Municipal de Música de la que titular el Ayuntamiento 
codemandado, estando su gestión adjudicada a sucesivas empresas, que se han 
subrogado en el contrato de la trabajadora. Aprecia cesión ilegal, al no constatarse una 
justificación técnica ni una autonomía de la contrata. Por otra parte, no considera 
ajustada la contratación fija discontinua de la trabajadora, respondiendo la relación 
laboral a un contrato parcial vertical. 
 
 
 

CESIÓN ILEGAL DE TRABAJADORES 
INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS 

Autos 1074/2018. Sentencia Cesión Ilegal. Juzgado de lo Social Nº 34 Madrid. 
Accede a la Sentencia 

 

En esta sentencia el Magistrado de Instancia analiza, tras adecuar el procedimiento de 
modificación sustancial de condiciones de trabajo al ordinario de declaración de cesión 
ilegal, el supuesto en el que la empresa, con base en una cláusula contractual que se 
declara nula en la Sentencia, nova la persona del empleador, sin consentimiento del 
trabajador y sin darse el presupuesto legal de sucesión empresarial. Condena a las 
empresas codemandadas a adoptar las medidas necesarias para dejar sin efecto la cesión 
ilegal operada a abonar al actor la indemnización de 12.500 € por los daños y perjuicios 
sufridos por el trabajador demandante. Condena a las codemandadas en costas y da 
cuenta a la Inspección de Trabajo ante la constancia de indicios de ilícitos administrativos.

  

https://drive.google.com/file/d/1wPdQ3q0Af1pNClOmq9TWY6-HHI52pucd/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1mshi0i3vMwoI96bb3ciHrHrlE5GkNyLM/view?usp=sharing
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO 

 
 
 

 

OIT NEWS 
 
La OIT celebra la acción conjunta tomada para hacer frente a las amenazas del 

COVID-19 en la industria mundial de la confección. Ir a texto 
 
Las consecuencias económicas de la crisis del COVID-19: Un duro golpe para los 

trabajadores jóvenes. Ir a texto 
 
Trabajadoras sanitarias: Trabajo sin descanso en hospitales y en el hogar. Ir a texto 
 
OIT: El COVID-19 causa pérdidas devastadoras de empleos y horas de trabajo. Ir a 
texto 

 
La OIT aplaza la Conferencia Internacional del Trabajo hasta 2021 debido al COVID-

19. Ir a texto 

 
Nuevas directrices para que los empleadores puedan ayudar a las familias durante 

la pandemia del COVID-19. Ir a texto 

 
Cinco formas de proteger al personal de salud durante la crisis del COVID-19. Ir a 
texto 
 
“Dignidad y respeto” para la gente de mar durante la crisis del COVID-19. Ir a texto 

  
Nuevas directrices para que los empleadores puedan ayudar a las familias durante 

la pandemia del COVID-19  
 
En virtud de las nuevas directrices publicadas por la OIT y UNICEF, se insta a las 
empresas a redoblar esfuerzos para apoyar a las familias que trabajan durante la 

pandemia. Ir al texto 
 
ACCEDE AL PORTAL COVID-19 OIT. Ir a texto 
 
COVID-19: Estimular la economía y la demanda de mano de obra 
 
OIT: El COVID-19 causa pérdidas devastadoras de empleos y horas de trabajo 
 

http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_742458/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_741746/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_741192/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740920/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740920/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740828/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740329/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740405/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740405/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740377/lang--es/index.htm
https://www.unicef.org/media/66351/file/Family-friendly-policies-covid-19-guidance-2020.pdf
https://www.ilo.org/global/topics/coronavirus/lang--es/index.htm
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La pandemia COVID-19 está teniendo un efecto catastrófico en el tiempo de trabajo 

y en los ingresos, a nivel mundial. Un nuevo informe de la OIT destaca algunos de 
los sectores y regiones más afectados, y esboza unas políticas para mitigar la crisis. 

Ir al texto 

 
Claves para un teletrabajo eficaz durante la pandemia del COVID-19 
 
La pandemia del COVID-19 ha puesto a trabajar a distancia a un número sin 
precedentes de personas que usan tecnologías de información y de comunicación 

para hacer su trabajo fuera del despacho. Jon Messenger, experto en organización 

del tiempo de trabajo de la OIT, explica cómo obtener lo mejor del teletrabajo. Ir a 
texto 
 
Trabajadoras sanitarias: Trabajo sin descanso en hospitales y en el hogar 
 
Las mujeres constituyen más del 70% de los trabajadores sanitarios de todo el 
mundo, incluidos los que llevan a cabo su labor en instituciones de prestación de 

cuidados. Están en primera línea de la lucha contra el COVID-19. A raíz de la 
pandemia deben hacer frente a un doble reto: turnos laborales más largos y más 

trabajo en el hogar. Ir al texto 
 
Crisis del COVID-19: Llamada de advertencia para fortalecer los sistemas de 
protección social 
 
Los países que cuentan con sistemas de protección sanitaria y social eficaces están 

mejor preparados para hacer frente a la pandemia. Ir al texto 

 
El COVID-19 ha revelado la fragilidad de nuestras economías 
 
La pandemia del coronavirus no es sólo una crisis sanitaria, también es una crisis 
social y económica, dice el Director General de la OIT, Guy Ryder. Para que nuestra 
respuesta sea eficaz, debe tener en cuenta todos estos factores, y debe ser llevada 

a cabo de forma coordinada y global. En particular, debe responder a las 

necesidades de los más vulnerables. Ir al texto 
 
COVID-19: Estimular la economía y la demanda de mano de obra 
 

Las respuestas al COVID-19 deben basarse en la solidaridad humana, reitera 
la OIT al FMI y al BM 
 
En su contribución a las Reuniones de primavera del FMI y del Banco Mundial, el 
Director General de la OIT presentó un plan de respuestas políticas a la crisis del 

COVID-19, organizadas en cuatro pilares y basadas en la solidaridad mundial. Ir al 
texto 
 
 

 
 
 
 

https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740920/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740038/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_740038/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_741192/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_742692/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_739995/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_741922/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_741922/lang--es/index.htm
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ADMINISTRACIÓN DEL 
TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 

 
 
 
 

CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 
 
 
Índices de Producción Industrial (IPI). Base 2015  
Ir al texto 
 
Febrero 2020. Datos provisionales  
La variación mensual del Índice de Producción Industrial es del 0,0% si se eliminan 
los efectos estacionales y de calendario  
La tasa anual del Índice de Producción Industrial se sitúa en el −1,3% en la serie 
corregida de efectos estacionales y de calendario, y en el 0,1% en la serie original  
 
 
Estadística de Sociedades Mercantiles (SM) 
Ir al texto 
 
Enero 2020. Datos provisionales  
En enero se crean 8.656 sociedades mercantiles, un 3,8% menos que en el mismo 
mes de 2019  
Principado de Asturias (30,8%) registra el mayor aumento anual en el número de 
sociedades mercantiles creadas  
 
Índice de Precios de Consumo (IPC). Base 2016 
 
Índice de Precios de Consumo Armonizado (IPCA). Base 2015 Marzo 2020  
Ir al texto 
 
Principales resultados  
 

• La tasa de variación anual del IPC en el mes de marzo es del 0,0%, siete 
décimas inferior a la registrada el mes anterior.  

• La tasa anual de la inflación subyacente se mantiene en el 1,1%.  

• La variación mensual del índice general es del –0,4%.  

• El Índice de Precios de Consumo Armonizado (IPCA) sitúa su tasa anual en el 
0,1%, ocho décimas por debajo de la del mes de febrero.  

 

http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
https://www.ine.es/daco/daco42/daco422/ipi0220.pdf
https://www.ine.es/daco/daco42/daco424/sm0120.pdf
https://www.ine.es/daco/daco42/daco421/ipc0320.pdf
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Contabilidad Nacional Trimestral de España: principales agregados  
Ir al texto 
 
 Cuarto trimestre de 2019. Avance  
 

• El PIB español registra un crecimiento del 0,5% en el cuarto trimestre de 2019 
respecto al trimestre anterior en términos de volumen. Esta tasa es una décima 
superior a la registrada en el tercer trimestre.  

• El crecimiento interanual del PIB se sitúa en el 1,8%, frente al 1,9% del trimestre 
precedente.  

• En el conjunto del año 2019, el PIB registra un crecimiento del 2,0% en términos 
de volumen. A precios corrientes el PIB se sitúa en 1.244.757 millones de 
euros, con un aumento del 3,5% respecto a 2018.  

• La contribución de la demanda nacional al crecimiento interanual del PIB es de 
1,2 puntos en el cuarto trimestre, seis décimas menos que en el tercero. Por su 
parte, la demanda externa presenta una aportación de 0,6 puntos, cinco 
décimas superior a la del trimestre pasado.  

• El deflactor implícito del PIB aumenta un 1,7% respecto al mismo trimestre de 
2018, una décima más que en el trimestre pasado.  

• El empleo de la economía, en términos de puestos de trabajo equivalentes a 
tiempo completo, registra una variación Inter trimestral del 0,9%, ocho décimas 
superior a la registrada en el tercer trimestre.  

• En términos interanuales, el empleo aumenta a un ritmo del 2,0%, tasa dos 
décimas superior a la del tercer trimestre, lo que supone un incremento de 358 
mil puestos de trabajo equivalentes a tiempo completo en un año.  

• La variación interanual del coste laboral unitario se sitúa este trimestre en el 
2,2%  

 
Índices de Comercio al por Menor (ICM). Base 2015 ir al texto 
Febrero 2020. Datos provisionales  
 
La variación mensual del Índice de Comercio al por Menor a precios constantes es del 
0,3% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario  
 
La tasa anual del Índice General del Comercio Minorista a precios constantes se sitúa 
en el 1,8% en la serie corregida de efectos estacionales y de calendario, y en el 5,5% 
en la serie original  
 
Evolución mensual de las ventas en el comercio minorista  
 
La variación mensual del Índice General del Comercio Minorista a precios constantes 
entre los meses de febrero y enero, eliminando los efectos estacionales y de 
calendario, es del 0,3%. Esta tasa es igual a la del mes anterior.  
 
 
 
  

https://www.ine.es/daco/daco42/daco4214/cntr0419a.pdf
https://www.ine.es/daco/daco42/daco4215/ccm0220.pdf
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CULTURA Y TRABAJO 
 

Salir del cauce.- un 
relato feminista en 
la España vaciada 
Amaya Olivas Díaz 

 

 
A quienes frente a la adversidad, han dicho: “Yo no me moveré, muévete tu”.  
(Ángela Davis) 

 
 

Dos mujeres atraviesan un pueblo 
suspendido en la historia, dentro del 
reino de España. Son los años ochenta.  
 
Es un pueblo hermoso, está construido 
en yeso, y las paredes de las casas se 
derrumban.  
 
Hay mucha humedad, y mucho frio 
también, en invierno. La gente es 
anciana y enferma por la artrosis. 
También les duele la ausencia de una 
cultura fuerte. Los propietarios de las 
tierras son muy inteligentes (o mejor 
¿listos?) y poco a poco trasladan su 
negocio a las rentas fáciles de la 
construcción enfermiza, sin barreras.  

 
Años después, hay un obrero muerto, 
porque las botas se encasquillan en la 
arena, y los propietarios dicen que la 
culpa era del alcohol que le perturbaba, 
y hay una juez muy joven, que les dice 
que esos comentarios ya no se permiten, 
porque hay, claro, hay pueblos, 
ciudades, barrios, de nuevo, sí, 
suspendidos en el tiempo, pero hay algo 
que se llama dignidad. Y ahora es 
cuestión de creerlo, y ejercerlo.  
 
Pero, en los ochenta, hay dos mujeres 
que recorren el paseo del pueblo. Son 
jóvenes, son muy bellas, elegantes, y la 
historia les pertenece. Han venido a decir 
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que no van a transigir, y el pueblo las 
vigila, “entre visillos”. Escandaliza su 
forma de andar, su gesto libre, su 
audacia.     
 
Estas mujeres han nacido en una 
dictadura dura, que les ha negado la 
existencia, que les ha dicho que no 
pueden firmar ningún acto jurídico sin 
consentimiento de un varón, que les ha 
quitado la sal, el hambre, las ganas de 
vivir.  
 
Estas mujeres buscaban la libertad de 
ser, y se encontraron con la arena. Estas 
mujeres la removieron y afirmaron su 
paso en la historia. Dijeron: “este es mi 
cuerpo”, “este es mi pensamiento”.  
 
Expresaron “quiero ser madre, o no”, 
pero lucharon porque todas tuviéramos 
medios para afrontar la continuidad, y 
poco a poco, de forma valiente, incisiva, 
desgarrada, tomaron el control de 
territorios y ciudades en decadencia.  
 
Hay dos mujeres que recorren un paseo 
eterno en los referidos años ochenta, en 
una ciudad que desaparece. Su ritmo 
verbal es frenético, se consuelan en el 
medio del vacío del rito provinciano.  
 
Son estrellas. No les gusta perder el 
tiempo haciendo comidas, ni dando 
pucheros. Pero son capitanas de su 
gente, y morirían por defender sus 
derechos y su subsistencia. Son 
capaces de reírse de sus tragedias, 
porque son altaneras, y heroicas.  
 
No se detienen en los chistes de la vida, 
y se aburren con los chismes de la 
ciudad. Prefieren quedarse con las 
gestas que encuentran en libros que 
nadie encuentra, excepto ellas. A través 
de textos raros, se reconocen, y se 
pierden. Y entonces, un día  les es fácil 
decir los “buenos días” a sus vecinos, y 
al otro, les pierde el dolor, al decirles 
“adiós”.  

Estas mujeres están enamoradas del 
arte. Leen demasiado. Son peligrosas. 
Se escapan, se afirman, les conmueve la 
belleza, se erigen, dan pasos adelante. 
Crean escuelas y caminos, se hacen 
sospechosas. La población se detiene 
ante su andar, firme, y perfecto.  
 
Estas dos mujeres han cambiado la faz 
de la tierra.    
 
Estas mujeres tienen una mirada amplia 
y rica, y son tan sabias que pueden 
cambiar de criterio, porque no tienen 
miedo, y les gusta aprender, y 
aprehender el mundo, y la vida.  
 
Son inquietas, y desean escuchar las 
voces de los y de las iguales, los, y las, 
que dan su trabajo con jornadas 
desigualmente pagadas. Saben que, en 
ocasiones, no se llega a fin de mes, 
saben entonces lo que es el tiempo, y 
toca arrimar el hombro, la cadera, el 
tobillo, o lo que haga falta,  y juntar las 
penas, y los manjares, y reiterar: aquí 
somos, y aquí estaremos.  
 
Porque han salido del cauce, de algún 
modo. Un día vieron reflejado su dolor e 
impotencia en una ventana sin limpiar, o 
quizás demasiado brillante, y pensaron 
en lo que tenían dentro. Y se quisieron 
aliar y fugarse, dar fe de sus heridas, 
contar por todos lados el engaño: la 
cantidad de amor mal invertido, las horas 
extras no pagadas, el odio de sus 
presuntas aliadas.  
 
Hablan de ser libres, pero saben que es 
mejor decir que hacer, y se escapan. Y 
dejan abierta las puertas, como no puede 
ser de otra  manera.  
 
Estas mujeres nos hablan: ahora están 
unos poco asustadas por el resurgir de la 
extrema derecha, y por las voces 
reaccionarias que nos dicen que el 
pensamiento delinque, y que nos 
imponen una forma única de “ser mujer”.  
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Leen “El país” un 7 de marzo del 2020 a 
Daniel Gascón, y se sienten 
reconocidas, cuando el mismo afirma: 
“con el machismo, ocurre como con la 
acusación de fascista: por una parte, es 
una descalificación grave, que te expulsa 
de la conversación- y es, a la vez, una 
descalificación grave que se puede 
lanzar alegremente contra cualquiera 
que te moleste”. 
 
No entienden estas heroínas porqué, en 
vez de avanzar, se retrocede. No dan 
crédito. Han entregado -de forma 
profunda, tajante, sin ambages- su vida 
a mejorar la patria, que solo se define 
desde lo común: las escuelas, los 
hospitales, las infinitas posibilidades del 
urbanismo, las viviendas, la justicia (¡!).  
 
Y no comprenden por qué hay voces 
que, desde el llamado feminismo 
mainstream, silencian al humor, la 
infinita capacidad de la libertad y de la 
autonomía, o ahogan sin fisuras la huida 
de las cárceles.  
 
Estas mujeres no entienden estos llantos 
en defensa de una lactancia que dure 
años, porque ellas creen que pueden 
volar, y no comprenden este deseo de 
ser “buenas madres y mejores esposas”.  
 
Ellas durmieron poco, muy poco, porque 
tenían que entregar lo mejor de sí para 
otros, y otras, a cambio de salarios 
indecentes, y luego querían estudiar, y 
salir del lugar donde las habían 
colocado, avanzar, y comprender que lo 
que les pasaba era una estafa que 
debían revertir.  
 
Y tuvieron hijos, y hogares, y las 
jornadas, reitero, eran infinitas. Y no 
entienden, insisto, por qué ahora hay 
corrientes que nos exigen volver a la 
soledad de los hogares, la suciedad de 
los llantos, muertas de pena, atadas a un 
pañal, a una infinita cadencia de ritmos 
que se repiten, sin mayor posibilidad de 

entender que existen otras formas de 
vida.  
No comprenden tampoco estas voces 
que salen desde los privilegios, que 
insultan, menosprecian, que, desde una 
mirada moral, superior, enquistada, 
engreída, nos imponen una sexualidad 
triste, propiedad de los varones.  
 
No comprenden porqué se no hablan con 
las trabajadoras del sexo. Por qué no se 
paran a escuchar su voz y sus vivencias. 
Por qué especulan con el objeto de su 
profesión, por qué no lo hacen con tantas 
otras profesiones, porqué las persiguen 
de forma denodada, por qué no bajan a 
la huelga de las limpiadoras, y se quedan 
en sus despachos limpios, sin reflexionar 
acerca de la vida de estas compañeras 
que propician que puedan, 
precisamente, seguir en sus despachos.  
 
Estas mujeres no alcanzan a 
comprender que, en ámbitos 
presuntamente democráticos, se persiga 
a la disidencia, se ataque a otras mujeres 
que son distintas, las que salen de la 
comodidad, y quieren hacerse 
preguntas.  
 
Recuerdan entonces a Ángela Davis, 
recuerdan que nos enseñó que la 
esclavitud, en su total deshumanización, 
terminó igualando a hombres y mujeres. 
Y que, cuando la población 
afroamericana consiguió liberarse, las 
mujeres se relacionaban en términos de 
igualdad con sus compañeros, lo que 
favoreció que estas chicas negras 
abrieran el camino al feminismo en los 
años 20, reivindicando a través de su 
música el derecho a disfrutar de su sexo 
y de la igualdad en todos los sentidos: el 
patriarcado no es un hecho inexorable. 
 
Nuestras mujeres han discutido, han 
batallado de forma incansable, y han 
comprendido que los hombres también 
sufren. Les da bastante pena que el 
código cultural hegemónico no les 
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permita llorar, con lo sano que es, y con 
lo tranquilas que se quedan ellas cuando 
lo hacen.  
 
Les da ternura ver su necesidad 
constante de afirmarse, de irse con los 
colegas a ver futbol, que está bien, pero 
no tanto no poder contar que están 
tristes, o vacíos, o que tienen miedo. 
Porque estas mujeres saben que solo 
desde la vulnerabilidad se genera la 
fortaleza. Que solo si nos cuidamos el 
mundo persevera, y la vida se reproduce 
de forma linda, y sobre todo, digna, sin 
aspirar a más tasas de ganancias.  
 
Pero, hoy, estas dos mujeres recuerdan: 
El 8 de marzo de 1857, miles de 
trabajadoras textiles decidieron salir a 
las calles de Nueva York con el lema 
'Pan y rosas' para protestar por las 
míseras condiciones laborales y 
reivindicar un recorte del horario y el fin 
del trabajo infantil. 
 
Fue una de las primeras manifestaciones 
para luchar por sus derechos, y distintos 
movimientos, sucesos y movilizaciones 
(como la huelga de las camiseras de 
1909) se sucedieron a partir de 
entonces. El episodio también sirvió de 
referencia para fijar la fecha del Día 
Internacional de la Mujer en el 8 de 
marzo.  

 

El capítulo más cruento de la lucha por 
los derechos de la mujer se produjo, sin 
embargo, el 25 de marzo de 1911, 
cuando se incendió la fábrica de 
camisas Triangle Shirtwaist de Nueva 
York. Un total de 123 mujeres y 23 
hombres murieron. La mayoría eran 
jóvenes inmigrantes de entre 14 y 23 
años. 
 
Según el informe de los bomberos, una 
colilla mal apagada tirada en un cubo de 
restos de tela que no se había vaciado 
en dos meses fue el origen del incendio. 

Las trabajadoras y sus compañeros no 
pudieron escapar porque los 
responsables de la fábrica 
habían cerrado todas las puertas de 
escaleras y de las salidas, una práctica 
habitual entonces para evitar robos.  
 
Al no poder huir, muchas de las 
trabajadoras saltaron a la calle desde los 
pisos octavo, noveno y décimo del 
edificio. La mayoría de las víctimas 
murieron por quemaduras, asfixia, 
lesiones por impacto contundente o una 
combinación de estas causas. 
 
El desastre industrial, el más 
mortífero de la historia de la 
ciudad, supuso la introducción de 
nuevas normas de seguridad y salud 
laboral en el país. 

Así que, en definitiva, estas mujeres van 
a recordar a estas trabajadoras, van a 
salir a la calle a gritar para que acabe de 
una vez la brecha salarial, la sinrazón de 
las pobrezas de las madres 
monoparentales, la precariedad, o la 
falta de reconocimiento.  

Esta batalla, la de los derechos 
humanos, es la que las sostiene, al igual 
que sus buenas amigas, las que se 
alegran en los momentos hermosos, y 
las que se dan apoyo mutuo en los 
tiempos duros.  

Hoy, estas mujeres no van a conceder ni 
un minuto a quienes nos silencian, ni a 
quienes nos imponen una soga en el 
cuello por querer pensar y vivir como 
queramos. Hoy es 8 de marzo, y estas 
mujeres me dan una fuerza infinita para 
seguir adelante, con o sin tacones.  

Feliz 8 de marzo, y gracias, Ana, Rosa, 
protagonistas de esta historia, porque mi 
voz, hoy, es más fuerte gracias a la 
vuestra.  

https://es.wikipedia.org/wiki/D%C3%ADa_Internacional_de_la_Mujer
https://es.wikipedia.org/wiki/D%C3%ADa_Internacional_de_la_Mujer
https://es.wikipedia.org/wiki/D%C3%ADa_Internacional_de_la_Mujer
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Volverán los 
abrazos 

 
Carmen Cañada Gallego 

Psiquiatra de Hospitalización 
Domiciliaria 

Hospital Universitario Príncipe de 
Asturias (Alcalá de Henares 

 

Desde que el coronavirus llegó a nuestras vidas, los Servicios de Salud Mental le damos 
vueltas a cómo ayudar a sostener el sufrimiento emocional derivado de esta crisis 
sanitaria, humana, económica, social. El día a día desde la Hospitalización Domiciliaria 
está siendo complicado. Las visitas a domicilio son de lo poco que está recomendado 
así que seguimos trabajando a tope, las personas a las que atendemos se multiplican 
por días. Antes de entrar en las casas nos ponemos la mascarilla y el desinfectante. La 
gente nos recibe inicialmente con desconfianza, llevar la cara tapada te mantiene a una 
distancia infinita de las personas, nunca lo habíamos experimentado. Hemos dejado de 
mostrar sonrisas, asombro, miedo. Las entrevistas son difíciles pero la gente agradece 
mucho que les visitemos en este duro periodo de aislamiento. Lucía y su marido nos 
conocen desde hace años pero al llegar no atinan a saber quiénes somos con las 
mascarillas. Nos las bajamos un instante para que estén tranquilos, nos reconocen y 
sonríen, rápidamente el clima cambia. Sonia nos cuenta que sus vecinos cantan juntos 
“Resistiré, para seguir viviendo”. Ella está convencida de que la vigilan y se queda parada 
escuchando, inmóvil, sin poder cantar. Al final de la entrevista nos dice que le encantaría 
poder cantarla con ellos, que siente mucho miedo de todo lo que pueda ocurrir y que 
pasa gran parte del día limpiando para no contagiarse. Violeta nos llama antes de que 
lleguemos para decirnos que ha pensado que es mejor que pasemos a su casa sin 
zapatos para estar más segura, a la entrada nos tiene preparada una alfombrita donde 
dejarlos. Lola nos cuenta que han ingresado a su prima, que está muy malita. Nos dice 
impactada que hace poco estaba de viaje con unas amigas en Francia. Todos nos 
cuentan cómo llevan el encierro en casa, la angustia de no poder salir, de no saber 
cuánto va a durar esto. Yo sólo tengo ganas de darles un abrazo que no llega. 

Salimos de las casas y a veces lloramos. Nosotros no estamos exentos del miedo, de la 
incertidumbre, de la soledad. En nuestras casas también suceden historias parecidas. Y 
nuestros equipos se modifican día a día. Hay gente que tiene que darse de baja porque 
se contagia, otras que se van al hospital porque se necesitan personas que se encarguen 
de atender a los pacientes con coronavirus. Las recomendaciones sanitarias son 
cambiantes y de forma estrepitosa vamos dando giros en la reorganización de los 
equipos, en las intervenciones que podemos hacer. Nos buscamos la vida y 
reinventamos formas de acercarnos y acompañar a la gente que sufre. 

Ayer cerraron nuestra planta de psiquiatría y la planta de pediatría para alojar a más 
pacientes ingresados por coronavirus. Es horrible ver cómo el hospital público se 
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desborda. Ahí hemos nacido y crecido como profesionales, conocemos sus rincones, sus 
trampas, sus secretos. Conocemos lo que ha sufrido en los últimos años de gobiernos 
de derechas que se han encargado de desmantelarlo y reforzar la sanidad privada. Esos 
lugares que en estos momentos de urgencia, de crisis, no están para arrimar el hombro 
y que aguardan tranquilos esperando volver a lucrarse de las enfermedades rentables, 
de las fáciles, de las que no suponen un reto. Eso sí, una vez que todo esto pase. 
Nuestros pacientes han sido trasladados a unidades monográficas de Salud Mental y el 
hospital se ha convertido en un hervidero de coronavirus, miedo, muerte y llanto. Está 
siendo durísimo vivirlo, impensable, es como si se estuviera derrumbando nuestra casa. 
Sólo me alivia saber que estamos juntos en esto. 

A las 20:00 de la tarde aplaudimos con fuerza. Es el momento del día en el que consigo 
llorar de verdad, os admiro compañeros. Sois enormes, valientes, tenéis un corazón 
gigante, gracias por todo. Sólo tengo ganas de abrazaros. De llorar con vosotros como 
llora la gente que se quiere, junta. Sin distancias, sin mascarillas, con menos miedo. 
Sueño con ello y me tranquiliza pensar que algún día, volverán los abrazos. 

 

El rincón de la contracultura 
Silvia Ayestarán Y Ag Stakanov 

 
Cine  

Este mes: Yo Daniel 
Blake (I, Daniel 
Blake, 100 min. Ken 
Loach y Laura 
Obiols. Sixteen 
flims, Why not 
Productions, Wild 
Bunch. 2016. Palma 
de oro 2016, 
Cannes. BAFTA 
2017). Disponible 
en plataformas: 
Filmin. 

 
La denuncia de las penalidades que sufren 
los desheredados en las islas británicas 
ocupa la filmografía de un nutrido grupo de 
directores como Michael Winterbotton, 
Peter Mullan, Stephen Frears, Danny 
Boyle o quien hoy nos entretiene. En el 
caso de “Yo, Daniel Blake”, Loach nos 
propone una bajada a los infiernos de la 
mano de un carpintero cardiópata, al que 
la Seguridad Social británica parece querer 
no tanto ayudar cuanto expulsar de su 
protección a través de un sinfín de trabas 

burocráticas, descritas con prodigalidad y 
hasta con cierta dosis de sadismo, sin 
faltar la irritante conversación telefónica 
con una voz pregrabada o los funcionarios 
amargados de entrecejo fruncido. 
 
Como siempre con Loach, lo mejor es la 
dirección de actores, en este caso 
personajes planos, rotundamente 
definidos, a los que desde el primer minuto 
se proyecta hacia destinos de tragedia 
griega. La iluminación en tonos fríos 
constituye el recurso obvio para dar 
contexto al sino del protagonista y su 
entorno, en el que se representa -sin 
complejo alguno por caer en el 
maniqueísmo- a la “buena gente”, pobre de 
solemnidad pero con sólidos principios, 
librando fiera y desigual batalla contra un 
eje del mal organizado en torno a una 
escuadrilla de funcionarios desalmados, a 
modo de guardianes de campo de 
concentración, meras piezas inanimadas 
de un engranaje diseñado para subvertir el 
viejo lema del sistema de protección 
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británico, que en su día fuera concebido 
para acompañar a su población “from the 
cradle to the grave”, retratado en sus 
orígenes por otra obra del mismo director, 
esta vez en forma de documental (“El 
espíritu del 45”, 2013, también en Filmin). 
Una generosa liberalidad de los chicos de 
Eton hacia esa flor de Inglaterra hecha a 
base de Joneses y Smiths, anónimos 
héroes que murieron mascando alambre 
de espino en Verdún o defendiendo con 
piedras la evacuación desde Dunquerke. 
 
EL CONTRAPUNTO. Loach se apuntó 
hace un tiempo a la crítica del cine de 
palomitas (concretamente, los títulos de la 
Marvel). Nosotros queremos recordar que 
el cine nació como un elemento social de 
evasión, espectáculo y entretenimiento. Y 
que hay una película para cada momento y 
cada espectador. Incluso para estos 
dramas “sociales” en los que, como en el 
cine para niños, los malos son muy malos 
y los buenos somos siempre nosotros. 
 

Blues/Rock/Soul. Los tres 
colores básicos… 
 

Este mes: Varios 
Artistas. “BSO 
Cadillac Records” 
(Columbia, 2008. 
Blues.) 

 
 
Beyoncé, que a 
base de hacer 
música “de 

aquella” tiene mucha pasta para caprichos, 
se dio el gustazo en 2008 de reprochar a 
los diletantes blancos el haberse hecho de 
oro a costa de explotar no sólo la fuerza de 
trabajo sino la herencia cultural 
afroamericana. Con ese pretexto, la 
película (y su BSO) rescata a los 
verdaderos creadores de un sonido que 
harían universal bandas británicas, como 
os Stones, los Cream o los Led Zeppelin 
(estos a su manera), y pone el foco en el 
sueño de un hijo de emigrantes polacos, 

deslumbrado por la música que trajeron 
como único equipaje otros emigrantes, los 
que remontaron el Misisipi para impulsar la 
industria de ese Sweet home que había 
inventado el 1 de mayo. Quizá por ser el 
proyecto de otro emigrante, Chess (o 
Cadillac) Records fue la única discográfica 
de entonces que respetó a sus artistas. 
 
En la BSO podemos encontrar blues 
interpretado por bandas y solistas actuales 
(Mos Def, Jeffrey Wright, la propia 
Beyoncé, que para eso paga), rindiendo 
devoto tributo a Muddy Waters, Willy 
Dixon, Chuck Berry, Etta James… 
pioneros que tuvieron en común su paso 
por aquel histórico sello, así llamado por su 
costumbre de regalar un Cadillac a sus 
estrellas a cambio del primer éxito que 
consiguieran registrar en discos de vinilo. 
 
Este album es un pretexto magnífico no 
sólo al propósito de introducirse en 
géneros seminales para la música de estos 
últimos 50 años, sino también para, ya a 
través de la película, conocer qué contexto 
social hizo posible que la juventud 
norteamericana conociera un tema como 
Mannish boy de labios (morros) de Mick 
Jagger, sin saber apenas nada del original 
autor; un Muddy Waters que, ironías del 
destino, fue precisamente quien 
proporcionó la inspiración para que la 
banda de rock más importante de todo el 
Universo se llamara como se llama. 
 

…y sus Derivados 
(combinaciones, 
permutaciones y 

perversiones).  
 

Este mes: Black 
Sabbath. “Paranoid” 

(Vertigo, 1970; Heavy 
metal)  

 

Segundo LP de los 
creadores del sonido 
conocido como Heavy 
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metal, variante del rock descubierta por 
Tommy Iommi a base de hacer de la 
necesidad virtud. Tommy, ya guitarrista de 
los Sabbath, compatibilizaba el escaso 
éxito hasta entonces cosechado con su 
honrada condición de empleado 
metalúrgico. Un buen día tuvo que operar 
en una cizalla debido a la ausencia del 
titular; su escasa familiaridad con el equipo 
le supuso la amputación de 3 falanges de 
su mano derecha (un clamoroso 156.2 c 
LGSS). El percance frustró su “glamuroso” 
ingreso en Jethro Tull -el tipejo de la flauta 
le retiró de golpe su confianza-, y le 
devolvió a los brazos de sus viejos y 
astrosos compañeros. Con la ayuda de 
unas prótesis de silicona (es zurdo) y, 
sobre todo, del tuneo de su icónica Gibson 
SG (le baja la acción y la afina más grave 
para hacerla compatible con aquellos 
rudimentarios apósitos), el ex metalúrgico 
acabará creando un sonido ronco y a la vez 
acerado, que más tarde proclamaría su 
inmortalidad de la mano de su banda de 
siempre (Never say die). 
 
Paranoid incorpora influencias del sonido 
progresivo (temas extensos con variantes 
en el ritmo), de entre las que destacaremos 
el tema de entrada “War pigs” (inicialmente 
destinado a titular el álbum); himno 
pacifista que, a flor de viento, ajusta 
cuentas con políticos, generales e 
industria, en ese momento ya 
empantanados sin remedio en Viet-nam. 
Un tema que destila ese tono apocalíptico 
propio del género (la tribu heavy siempre 
ha presumido de conocer la diferencia 
exacta entre el bien y el mal). Junto a este 
corte, con el que abren sus conciertos ya 
avanzado este siglo XXI (Ozzy sigue vivo), 
resulta imposible olvidar el que da título al 
LP. Una declaración de intenciones 
disponible para cualquier incomprendido a 
la par que poco preocupado en poner 
excusas a su caso. 
 

Jazz/Experimental 
 

Este mes: Egberto 
Gismonti. “Mágico” 

(ECM, 1980; 
Fusión) 

 
El sello ECM es 
para los amantes 
del jazz una 
garantía de 
vanguardia, 
caracterizado por escudriñar entre 
escenas apartadas del foco generalista, 
con muy pocos reparos en promocionar las 
más experimentales. Entre ensayos, 
errores y la necesidad de asegurar la 
continuidad del sello no hace ascos a 
apuestas menos arriesgadas, como lo es el 
combinar folcklore brasileño -posiblemente 
el más exportado de cuantos hay-, con 
músicos acreditados en el circuito del Jazz 
blanco contemporáneo; en esta ocasión se 
trata del saxofonista Jan Garbarek y del 
contrabajista Charlie Haden (habituales 
compañeros de otro aristócrata de ECM, 
como el pianista Keith Jarret).  
 
Mágico es una buena introducción a un 
género musical exigente como el Jazz, al 
sostenerse en un sustrato agradable, 
propio de la música brasileña (MPB), tejido 
por el piano y la guitarra de Egberto 
Gismonti. Este primer y principal 
ingrediente se combina con el aderezo de 
un Garbarek más contenido de lo habitual, 
sin escapismo ni histeria, y la sabiduría 
armónica de un sideman de lujo como 
Haden, limitado a acunar el eco de las 
propuestas de Gismonti. 
 
De sus 5 temas, similares en presentación 
y carácter, destacaremos “Palhaço”, una 
balada de las de “títulos de crédito de 
película con final feliz”, minimalista, infantil, 
remota, en la que Gismonti y Garbarek 
dialogan sin prisa mientras Haden susurra 
y asiente, buscando el mejor argumento 
para dar cierre a esta fusión de 
temperamentos y culturas, protagonizada 
por un brasileño, un noruego y un 
californiano. 
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ENLACES CON OTROS 
MEDIOS 

 
 

• Justicia y Derecho en tiempos de Pandemia. Accede al texto 

• “Rata contagiosa”. Enrique Medina. Publicado en Rebelión, 21- 4- 2020. Accede al 
texto  

• Los riesgos de la alarma y el derecho penal por Carlos Suárez Mira. Accede al 
texto  

• Derechos, control y algoritmos, por Baltasar Garzón. Accede al texto  

• Una entrevista con Ken Loach, sobre crisis sanitaria en economías de mercado. 
Accede al texto  

• La tragedia de los migrantes. Accede al texto  

• "La deconstrucción del Sistema Sanitario Público: 'revival' a propósito del 
Covid19". Pepa Burriel Rodríguez-Diosdado. Publicado en Catalunya Press. 
8/04/2020. Accede al texto  

• Entrevista a la psiquiatra Carmen Cañada. Salud mental y sanidad pública. Accede 
al texto  

• Entrevista a Alfredo Caro.- Sobre las residencias de mayores. Accede al texto  

• Educar en casa. Accede al texto 

• Salud laboral. Accede al texto  

https://ctxt.es/es/20200401/Firmas/32030/justicia-derecho-pandemia-derechos-coronavirus-Martin-Pallin.htm
https://rebelion.org/rata-contagiosa/
https://rebelion.org/rata-contagiosa/
https://www.laopinioncoruna.es/sociedad/2020/04/23/alarmados-alarma/1496441.html
https://www.laopinioncoruna.es/sociedad/2020/04/23/alarmados-alarma/1496441.html
https://www.infolibre.es/noticias/opinion/plaza_publica/2020/04/28/derechos_control_algoritmos_106239_2003.html
https://www.sinpermiso.info/textos/ken-loach-una-economia-de-mercado-no-puede-estar-preparada-para-una-crisis-sanitaria-entrevista
https://vientosur.info/spip.php?article15914
https://www.catalunyapress.es/firmas/pepaburriel
https://rebelion.org/me-calma-un-calido-menos-mal-que-habeis-venido-de-las-personas-a-las-que-visitamos-eso-da-sentido-a-todo/
https://rebelion.org/me-calma-un-calido-menos-mal-que-habeis-venido-de-las-personas-a-las-que-visitamos-eso-da-sentido-a-todo/
https://rebelion.org/miles-de-mayores-han-muerto-prematuramente-en-las-residencias-abandonadas-por-el-sistema
https://vientosur.info/spip.php?article15902
https://baylos.blogspot.com/2020/04/que-esta-cambiando-en-el-derecho-del.html
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 CARTA SOCIAL 
EUROPEA: 

ARTÍCULOS Y 
JURISPRUDENCIA 

DEL COMITÉ 
EUROPEO DE 

DERECHOS 
SOCIALES 

 
 
Digesto de la carta social europea 2018. Partes I, II, III, IV. 
 
 

Traducido por Carlos Hugo PRECIADO DOMÈNECH 
Magistrado especialista del Orden Social. Doctor en Derecho 

 
 

Artículo 7 Derechos a la protección de los niños y los adolescentes. 

Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a una protección especial contra los 
peligros físicos y morales a los que están expuestos. 

.1 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a fijar en los 15 años la 
edad mínima de admisión al empleo, sin embargo, se permiten excepciones 

para niños empleados en determinados trabajos ligeros que no puedan dañar su 
salud, moral o educación. 
 

De conformidad con el artículo 7§1, la legislación nacional debe fijar la edad mínima de 
admisión al empleo a los 15 años. 
 
La prohibición del empleo de niños menores de 15 años abarca todos los sectores 
económicos, incluida la agricultura, y todos los lugares de trabajo, incluidas las empresas 
familiares y los hogares privados1. También abarca todas las formas de actividad 

 
1 Conclusiones I (1969), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§1 

7 
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económica, cualquiera que sea el régimen jurídico del trabajador (empleado, trabajador 
autónomo, ama de casa no remunerada u otro)2 .  
 
La protección efectiva de los derechos garantizados por el artículo 7§1 no puede lograrse 
por el solo efecto de la ley; su aplicación en la práctica debe ser efectiva y rigurosamente 
controlada. La inspección de trabajo desempeña en este aspecto un papel decisivo3.  
 
El artículo 7§1 admite una excepción: los niños menores de 15 años pueden ser 
empleados en trabajos ligeros, es decir, trabajos que ni amenacen con dañar su salud, 
moral o educación. Por lo tanto, los estados tienen la obligación de definir los tipos de 
empleo que pueden considerarse ligeros o, por lo menos, enumerar los excluidos. El 
trabajo considerado como ligero pierde su carácter cuando se realiza por una duración 
excesiva.4  Por lo tanto, los Estados tienen la obligación de especificar las condiciones 
para el ejercicio del trabajo ligero, en particular la duración máxima permitida5.  
 
Los niños menores de 15 años y aquellos sujetos a educación obligatoria no deben 
realizar trabajos ligeros durante las vacaciones escolares durante más de 6 horas por 
día y 30 horas por semana para evitar cualquier riesgo de que la ejecución de dicho 
trabajo podría representar para su salud, bienestar moral, desarrollo o educación6.  
 
Además, los niños tienen derecho a un período de descanso libre de trabajo de al menos 
dos semanas consecutivas durante las vacaciones de verano7. 
 
Con respecto a la tarea, los Estados Partes deben supervisarla en la práctica, en 
particular a través de los servicios de inspección del trabajo8.  

.2 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a fijar a los 18 años la 
edad mínima de admisión al empleo para ciertas ocupaciones específicas, 

consideradas peligrosas o insalubres 

Anexo: Esta disposición no impide que las Partes establezcan por ley que los 
adolescentes menores de la edad mínima realicen el trabajo estrictamente 
necesario para su capacitación profesional cuando el trabajo se realiza bajo el 
control del personal competente autorizado y que la seguridad y protección de la 
salud de los adolescentes en el trabajo esté garantizada. 
 
De conformidad con el Artículo 7§2, la ley nacional debe fijar la edad mínima de admisión 
al empleo de 18 años para ocupaciones consideradas peligrosas o insalubres. Un marco 
legislativo y reglamentario apropiado debe identificar las ocupaciones potencialmente en 

 
2 Comisión Internacional de Juristas (CIJ) c. Portugal, queja no 1/1998, decisión sobre el fondo del 9 de septiembre 
de 1999 §§ 27-28 
3 Comisión Internacional de Juristas (CIJ) c. Portugal, queja No. 1/1998, decisión sobre el fondo del 9 de septiembre 
de 1999, § 32 
4 Comisión Internacional de Juristas (CIJ) c. Portugal, queja n ° 1/1998, decisión sobre el fondo del 9 de septiembre 
de 1999, §§ 29-31 
5 Conclusiones 2015, Observación interpretativa de los artículos 7§1 y 7§3 
6 Conclusiones 2015, Observación interpretativa de los artículos 7§1 y 7§3 
7 Conclusiones 211, Observación interpretativa sobre el Artículo 7§3 
8 Conclusiones 2006, Introducción general al Artículo 7§1 

7 
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riesgo y enumerar los tipos de trabajo en cuestión o definir los tipos de riesgos (físicos, 
químicos, biológicos) que podrían surgir durante su ejecución9 . 
 
Sin embargo, si el trabajo de este tipo es estrictamente necesario para su formación 
profesional, pueden estar autorizados para hacerlo antes de los 18 años, pero solo si son 
supervisados por una persona competente y solo por el tiempo necesario. La inspección 
del trabajo debe garantizar el control en este ámbito10.  
 
Se permiten excepciones el en Anexo, cuando los jóvenes menores de 18 años hayan 
completado la formación dirigida a realizar tareas peligrosas y, por lo tanto, hayan 
recibido la información necesaria11.  La inspección del trabajo también debe supervisar 
estos supuestos12   
 

.3 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a prohibir que los niños 
aún sujetos a educación obligatoria sean empleados en un trabajo que les 

priva del pleno beneficio de esta instrucción 
 

El artículo 7§3 garantiza el derecho de todos los niños a la educación al tiempo que 
preserva su capacidad de aprender13.  
 
Los niños en edad escolar solo deberían poder ser empleados para trabajos ligeros. El 
concepto de "trabajo ligero" es el mismo que para el artículo 7§114 15 . 
 
Con respecto a los Estados Partes que han fijado para la admisión al empleo y para el 
final de la educación obligatoria una misma edad superior a 15 años, las cuestiones 
relacionadas con el trabajo ligero se examinan en el contexto del artículo 7. §1. Sin 
embargo, como la finalidad del artículo 7§3 es el ejercicio efectivo del derecho a la 
educación obligatoria, las cuestiones relacionadas con el mismo se examinan en el 
marco del §3.16 
 
Deben proporcionarse garantías apropiadas para permitir que las autoridades 
(inspección del trabajo, servicios sociales y educativos) eviten que los niños realicen 
trabajos que pudieran privarlos de todos los beneficios de la educación17 18 
 
Durante el año escolar, las horas de trabajo autorizadas deben ser limitadas para no 
obstaculizar la asistencia a la escuela, la receptividad del niño y su trabajo personal 
(deberes). 
 

 
9 Conclusiones 2006, Francia 
10 Conclusiones 2006, Noruega 
11 Conclusiones 2006, Suecia 
12 Conclusiones 2006, Portugal 
13 Conclusiones I (1969), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§3 
14 Conclusiones I (1969), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§1 
15 Conclusiones 2015, Observación interpretativa de los artículos 7§1 y 7§3 
16 Conclusiones 2006, Observación interpretativa sobre el Artículo 7§3 
17 Conclusiones V (1977), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§3 
18 Conclusiones 2006, Portugal 

7 
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Permitir que los niños trabajen por la mañana, antes de ir a la escuela es contrario al 
Artículo 7§3. Por lo tanto, el hecho de autorizar a niños de 15 años aún sujetos a 
educación obligatoria a entregar periódicos desde las 6 de la mañana, hasta dos horas 
al día, cinco horas a la semana antes de las clases, es contrario a la Carta.19 
 
Para no privar a los niños del pleno beneficio de la educación, los Estados Partes deben 
prever un período de descanso obligatorio e ininterrumpido durante las vacaciones 
escolares. Su duración no debe ser inferior a 2 semanas durante las vacaciones de 
verano. Además, la evaluación del cumplimiento durante todo el año tiene en cuenta la 
duración de las vacaciones, su distribución, el momento en que tiene lugar el período de 
descanso ininterrumpido, la naturaleza y la duración del trabajo ligero, así como la 
efectividad del control por parte de la inspección del trabajo.20 
 

.4 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a limitar las horas de 
trabajo de los trabajadores menores de 18 años para que se corresponda con 

los requisitos de su desarrollo y, más específicamente, las necesidades de su 
formación profesional 
 

De conformidad con el artículo 7§4, la legislación nacional debe limitar las horas de 
trabajo de los jóvenes menores de 18 años y que ya no están sujetos a educación 
obligatoria. Esta limitación puede resultar de leyes, reglamentos, contratos o prácticas.21 
 
Para los jóvenes menores de 16 años, un límite de ocho horas por día o cuarenta horas 
por semana incumple esta disposición.22 Por el contrario, para los jóvenes mayores de 
16 años, un límite máximo de ocho horas por día y cuarenta horas a la semana está de 
acuerdo con esta disposición23. 
 

.5 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a reconocer el derecho 
de los jóvenes trabajadores y aprendices a una remuneración justa o un 

subsidio adecuado.  
 

De conformidad con el artículo 7§5, el derecho interno debe garantizar a los trabajadores 
jóvenes una remuneración justa y los aprendices una remuneración adecuada. Este 
derecho puede surgir de una disposición legislativa, un convenio colectivo u otra fuente. 
 
La "equidad" o "idoneidad" se evalúa en comparación con el salario básico o el salario 
mínimo otorgado a los adultos (de 18 años o más)24. 
 

 
19 Conclusiones 2006, Albania 
20 Conclusiones 2015, Observación interpretativa de los artículos 7§1 y 7§3 
21 Conclusiones XVII-2 (2005), Países Bajos 
22 Conclusiones 2011, Observación interpretativa sobre el Artículo 7§3 
23 Conclusiones 2002, Italia.  
24 Conclusiones 2006, Albania 
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De conformidad con la metodología adoptada en el marco del artículo 4 §1, el salario se 
tiene en cuenta después de la deducción de las cotizaciones a la seguridad social y los 
impuestos. 
 
Trabajadores jóvenes 
El salario de un joven trabajador puede ser más bajo que el de un adulto al comienzo de 
su carrera, pero la brecha debe ser razonable y rápida.25 Para los jóvenes de quince a 
dieciséis años, una reducción del 30% La remuneración en comparación con la de los 
adultos es razonable. De dieciséis a dieciocho años, la reducción no puede superar el 
20% .26 
 
El salario de referencia para adultos debe ser, en cualquier caso, un monto suficiente 
para cumplir con el Artículo 4§1 de la Carta. Si este salario de referencia es demasiado 
bajo, el salario de un joven no puede considerarse justo, incluso si su brecha con 
respecto a la remuneración de los adultos corresponde a las indicaciones anteriormente 
expuestas.27 
 
Aprendices 
La remuneración de los aprendices puede ser menor porque se benefician de la 
formación profesional en el curso de su empleo, cuyo valor debe tenerse en cuenta. Sin 
embargo, el sistema de aprendizaje no debe desviarse de su objetivo y utilizarse para 
emplear a jóvenes mal remunerados. A tal fin, el aprendizaje no debe durar demasiado. 
Además, las habilidades adquiridas durante el aprendizaje deben conducir a un aumento 
gradual de la remuneración durante la duración del contrato, 28 que debe representar al 
menos un tercio del salario inicial de un adulto al inicio del contrato, y al menos dos 
tercios de este salario al final del aprendizaje29. 
 

.6 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a garantizar que las horas 
dedicadas por los jóvenes a la formación profesional durante la jornada 

ordinaria de trabajo con el consentimiento del empresario se considerará incluido 
en la jornada laboral 
 

De conformidad con el artículo 7§6, el tiempo dedicado por los jóvenes a la formación 
profesional durante el tiempo de trabajo normal debe considerarse tiempo de trabajo30. 
Dicha formación, en principio, debe ejercerse con el consentimiento del empleador, 
aunque no necesariamente financiada por este último, y debe estar relacionada con el 
trabajo de dicho joven. 
 
Por lo tanto, el tiempo de capacitación debe ser remunerado como tiempo de trabajo 
normal y no debe imponerse la obligación de recuperar estas horas, lo que tendría el 
efecto de aumentar el número total de horas de trabajo31. 

 
25 Conclusiones XI-1 (1991), Países Bajos 
26 Conclusiones 2002, Italia 
27 Conclusiones XII-2 (1992), Malta 
28 Conclusiones II (1971), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§5 
29 Conclusiones 2006, Portugal 
30 Conclusiones XV-2 (2001), Países Bajos 
31 Conclusiones V (1977), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§6 
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.7 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a fijar en cuatro semanas 
como mínimo la duración de las vacaciones anuales pagadas para los 

trabajadores menores de 18 años. 
 

De conformidad con el Artículo 7§7, los empleados jóvenes menores de dieciocho años 
deben tener un mínimo de cuatro semanas de vacaciones anuales pagadas.32 
 
Se aplican las mismas condiciones que las relativas al derecho a vacaciones anuales 
pagadas para adultos (ver artículo 2§3). 
 
Según el Artículo 7§7, un empleado que no puede trabajar debido a una enfermedad o 
accidente durante todo o parte de su licencia anual pagada debe tener el derecho de 
tomar los días de licencia perdidos en otro momento, al menos en la medida necesaria 
para garantizarle las cuatro semanas de vacaciones anuales pagadas previstas en la 
Carta. Este principio se aplica a al caso en en que la incapacidad comenzase antes o 
durante la licencia, así como al caso de que se imponga un período específico de licencia 
a los trabajadores de una empresa.33 34 
 

.8 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a prohibir el empleo de 
trabajadores menores de 18 años para el trabajo nocturno, a excepción de 

ciertos trabajos específicos por la ley o  la normativa nacional 

Anexo: Se entiende que una Parte habrá cumplido el compromiso requerido en 
este párrafo si se ajusta al espíritu de este compromiso al establecer en su 
legislación que la gran mayoría de las personas menores de dieciocho años no 
serán empleadas para el trabajo nocturno. 
 
De conformidad con el artículo 7§8, la legislación nacional debe prohibir el empleo de 
jóvenes menores de 18 años para el trabajo nocturno. 
 
Las leyes o normas nacionales no deberían aplicarse solo a los empleos en el sector 
industrial. Se pueden hacer excepciones para ciertos trabajos específicos, si están 
expresamente previstos por la ley, son necesarios para el correcto funcionamiento de los 
sectores en cuestión y el número de jóvenes involucrados es bajo.35 
 
Corresponde a la ley o normativa nacional definir el concepto de "noche"36. 
 

 
32 Federación General de Empleados de Empresas de Electricidad Pública (GENOP-DEI) / Confederación de 
Sindicatos de Funcionarios Públicos (ADEDY) c. Grecia, queja No. 66/2011, decisión sobre el fondo del 23 de mayo 
de 2012, §30-32 
33 Ver mutatis mutandis, Conclusiones XII-2 (1992), Artículo 2§3 
34 Conclusiones 2006, Francia 
35 Conclusiones XVII-2 (2005), Malta 
36 Conclusiones I (1969), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§8 
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.9 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a establecer que los 
trabajadores menores de 18 años empleados en ciertos trabajos 

determinados por las leyes o normativas nacionales deben ser sujeto a controles 
médicos regulares 
 

De conformidad con el Artículo 7§9, el derecho interno debe prever exámenes médicos 
obligatorios y regulares37 para los jóvenes menores de 18 años empleados en ciertos 
trabajos determinados por las leyes o normativas nacionales. 
 
Estos exámenes médicos deben adaptarse a la situación particular de los jóvenes y a los 
riesgos específicos a los que están expuestos.38 Sin embargo, los servicios de salud 
laboral pueden llevar a cabo este examen médico si están capacitados para este 
propósito39. 
 
El examen médico debe realizarse en el momento de la contratación y, posteriormente, 
a intervalos periódicos40.Los controles no deben estar demasiado separados. Por 
ejemplo, un intervalo de dos años es demasiado largo41. 
 
La revisión médica prevista en el artículo 7§9 debe tener en cuenta las aptitudes y los 
riesgos del trabajo previsto42. 
 

.10 Con el fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los niños y 

jóvenes a la protección, las Partes se comprometen a proporcionar una 
protección especial contra los riesgos físicos y morales a los que están 

expuestos los niños y los jóvenes, y en particular contra aquellos que resultan 
directa o indirectamente de su trabajo 
 

El hecho de que el artículo 17 de la Carta garantice el derecho de los niños y jóvenes a 
la protección social, legal y económica no excluye el examen de ciertas cuestiones 
relevantes relacionadas con la protección de los niños desde la perspectiva de Artículo 
7§10. Los Estados Parte que hayan aceptado estas dos disposiciones deben respetar 
desde la perspectiva del Artículo 7§10 los aspectos relacionados con la protección de los 
niños contra los riesgos morales en el trabajo y fuera del trabajo, así como frente a la 
participación de los niños en la industria del sexo y en la mendicidad forzada. El artículo 
17 aborda aspectos relacionados en particular con la protección contra los malos tratos, 
incluido el castigo corporal. Sin embargo, la cuestión del castigo corporal se examina en 
virtud del Artículo 7§10 cuando un Estado Parte no ha aceptado el Artículo 17.43 44  
 

 
37 Conclusiones IV (1975), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§9 
38 Conclusiones 2006, Albania 
39  Conclusiones VIII (1984), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§9 
40 Conclusiones XIII-1 (1993), Suecia 
41 Conclusiones 2011, Estonia 
42 Conclusiones XIII-2 (1994), Italia 
43 Conclusiones XV-2 (2001), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§10 
44 Asociación para la Protección de los Niños (ENFOQUE) Ltd c. Chipre, Queja No. 97/2013, decisión sobre 
admisibilidad del 2 de julio de 2013 
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El artículo 7§10 garantiza el derecho de los niños a la protección contra los riesgos físicos 
y morales dentro y fuera del trabajo. En particular, abarca la protección de los niños de 
todas las formas de explotación y del mal uso de la tecnología de la información. 
 
La obligación que incumbe a los Estados Parte en virtud del artículo 7§10 se aplica a 
todos los menores de edad presentes en el territorio del Estado, sean extranjeros o no y 
con suspensión legal o no, debido al vínculo. entre esta protección y el derecho a la vida 
y la integridad física45. 
 
 
Protección contra la explotación sexual. 
 
Para ser efectiva, la política para combatir la explotación sexual de los niños con fines 
comerciales debe enfocarse en las tres formas principales y estrechamente vinculadas 
de este fenómeno, a saber, la prostitución infantil, la pornografía infantil y el tráfico 
infantil.46 
 
- La prostitución infantil consiste en ofrecer, reclutar, usar o proponer a los niños 
actividades sexuales a cambio de una remuneración o cualquier otra consideración. 
- La pornografía infantil se define en términos generales para tener en cuenta los avances 
en las nuevas tecnologías que han cambiado su naturaleza: incluye la oferta, la 
producción, la difusión, el suministro y la posesión de documentos que expongan a un 
niño con comportamiento sexual explícito o imágenes realistas que representan a un niño 
con un comportamiento sexual explícito47. 
 
- La trata de niños48 es el acto de reclutar, transportar, transferir, albergar, entregar, 
vender o recibir a un niño con fines de explotación sexual. 
 
Para cumplir con el Artículo 7§10, las Partes deben establecer medidas específicas 
destinadas a prohibir y combatir todas las formas de explotación sexual infantil, en 
particular su uso en la industria del sexo. Esta prohibición debe ir acompañada de un 
mecanismo de vigilancia y de sanciones apropiadas49. 
 
 
Obligaciones mínimas: 
 
- dado que los textos legales son un prerrequisito esencial para una política eficaz de 
lucha contra la explotación sexual de los niños, el artículo 7§10 exige el castigo penal 
por todos los actos de explotación sexual50. Para este fin, no existe No es necesario que 
un Estado establezca una forma específica de represión de las actividades en cuestión, 
pero debe prever que se puedan iniciar procedimientos penales cuando se cometan tales 
actos. Los Estados Partes deben sancionar todas las actividades mencionadas, ya que 
involucran a niños menores de 18 años, incluso si la edad legal de consentimiento sexual 

 
45 Defence for Children International (DCI) c. Bélgica, queja n ° 69/2011, decisión sobre el fondo del 23 de octubre de 
2012, §§85-86 
46 Conclusiones 2004, Bulgaria 
47 Conclusiones XVII-2 (2005), Portugal 
48 Conclusiones 2004, Bulgaria 
49 Conclusiones 2004, Bulgaria 
50 Conclusiones XVII-2 (2005), Polonia 
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es menor51. Los niños víctimas de explotación sexual no deben ser procesados por un 
acto relacionado con dicha explotación.52  
 
- debe elaborarse un plan nacional para combatir la explotación sexual de los niños53 54 
 
 
Protección contra el mal uso de la tecnología de la información. 
 
Las nuevas tecnologías de la información han facilitado la explotación sexual de los 
niños. Internet se está convirtiendo en uno de los canales preferidos para la difusión de 
la pornografía infantil. Algunos Estados partes han adoptado disposiciones relativas a la 
seducción de los niños en línea, es decir, conocer a un niño que no ha alcanzado la edad 
de consentimiento sexual con el objetivo de cometer un delito sexual55. 
 
Para combatir la explotación sexual de los niños a través de las tecnologías de Internet, 
los Estados partes deben adoptar, en la ley y en la práctica, medidas para combatir dicho 
fenómeno. Por lo tanto, deben asegurarse de que los proveedores de servicios de 
Internet sean responsables de monitorear los sitios que alojan y alentar el diseño y uso 
de un sistema óptimo para monitorear las actividades en la red ( mensajes de seguridad, 
botones de alerta, etc.) y procedimientos de conexión (sistemas de filtrado y evaluación, 
etc.).56 
 
Los proveedores de servicios de Internet deben tener la obligación de eliminar o impedir 
el acceso a material ilegal del que tengan conocimiento y se deben establecer servicios 
que se ocupen de la seguridad de Internet a los que haya acceso permanente para alertar 
de la presencia de material ilegal57. 
 
 
Protección contra otras formas de explotación. 
 
Los Estados Partes deben prohibir que los niños puedan ser sometidos a otras formas 
de explotación, como la explotación doméstica o la explotación laboral, incluida la trata 
con fines de explotación laboral. -trabajo, mendicidad o extracción de órganos58. 
 
Los Estados partes también deben tomar medidas preventivas y ayudar a los niños de 
la calle59.60 
 
En todos estos casos, los Estados Partes deben garantizar no solo que su legislación 
impida la explotación y proteja a los niños y los jóvenes, sino también que sea efectiva 
en la práctica61. 

 
51 Conclusiones XVII-2 (2005), República Checa 
52 Conclusiones XVII-2 (2005), Reino Unido 
53 Conclusiones XVI-2 (2003), Polonia 
54 Conclusiones 2006, Albania 
55 Conclusiones XIX-4 (2011) Polonia 
56 Conclusiones 2004, Rumania 
57 Conclusiones XIX-4 (2011), Croacia 
58 Conclusiones 2004, Bulgaria 
59 Conclusiones XV-2 (2001), Observación interpretativa sobre el Artículo 7§10 
60 657 Conclusiones 2004, Rumania 
61 658 Conclusiones 2006, Bulgaria 


